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3. Otras disposiciones

Cámara de Cuentas de Andalucía

Resolución de 27 de noviembre de 2017, de la Cámara de Cuentas de Andalucía, 
por la que se ordena la publicación del Informe de fiscalización de regularidad 
del grupo Cetursa, S.A., Promonevada, S.A., Sierra Nevada Club Agencia de 
Viajes, S.A.U., y Apartahotel Trevenque, S.A., ejercicio 2015.

En virtud de las facultades que me vienen atribuidas por el artículo 21 de la Ley 1/1988, 
de 17 de marzo, de la Cámara de Cuentas de Andalucía, y del acuerdo adoptado por el 
Pleno de esta Institución, en la sesión celebrada el 26 de septiembre de 2017,

R E S U E L V O

De conformidad con el art. 12 de la citada Ley 1/1988, ordenar la publicación del Informe 
de fiscalización de regularidad del grupo Cetursa, S.A., Promonevada, S.A., Sierra 
Nevada Club Agencia de Viajes, S.A.U., y Apartahotel Trevenque, S.A., ejercicio 2015.

Sevilla, 27 de noviembre de 2017.- El Presidente, Antonio M. López Hernández.

Fiscalización de regularidad del grupo Cetursa, S.A., Promonevada, S.A., Sierra Nevada 
Club Agencia de Viajes, S.A.U., y Apartahotel Trevenque, S.A., ejercicio 2015.

El Pleno de la Cámara de Cuentas de Andalucía, en su sesión celebrada el día 26 de 
septiembre de 2017, con la asistencia de todos sus miembros, ha acordado aprobar por 
mayoría de 5 votos a favor y 1 abstención, el Informe de fiscalización de regularidad del 
grupo Cetursa, S.A., Promonevada, S.A., Sierra Nevada Club Agencia de Viajes, S.A.U., 
y Apartahotel Trevenque, S.A., correspondiente al ejercicio 2015.
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1. INTRODUCCIÓN 

1 La Cámara de Cuentas de Andalucía, en virtud de lo dispuesto en su Ley de creación y conforme 
a lo previsto en el Programa Anual de Actuación de 2016, ha auditado las cuentas anuales 
consolidadas de 2015 de Cetursa Sierra Nevada, S.A. y sociedades dependientes (Promonevada, 
S.A., en liquidación, Sierra Nevada Club Agencia de Viajes, S.A.U., en liquidación y Apartahotel 
Trevenque, S.A.)1, que comprenden el balance consolidado a 31 de diciembre de 2015, la 
cuenta de pérdidas y ganancias consolidada, el estado de cambios en el patrimonio neto 
consolidado, el estado de flujos de efectivo consolidado y la memoria consolidada 
correspondientes al ejercicio terminado en dicha fecha, y que se adjuntan íntegramente en el 
anexo 6 de este informe. 
 

2 Conjuntamente con la auditoría financiera de las cuentas anuales consolidadas, se ha 
planificado y ejecutado una fiscalización de cumplimiento para emitir una opinión sobre si las 
actividades, las operaciones financieras realizadas durante el ejercicio y la información 
reflejada en las cuentas anuales consolidadas del ejercicio 2015 resultan conformes, en todos 
los aspectos significativos, con las normas aplicables a la gestión de los fondos públicos. 

 
 

2. RESPONSABILIDAD DEL ÓRGANO DE DIRECCIÓN EN RELACIÓN CON LAS 
CUENTAS ANUALES CONSOLIDADAS Y EL CUMPLIMIENTO DE LA LEGALIDAD 

3 La dirección de la sociedad dominante es responsable de formular las cuentas anuales 
consolidadas del grupo, de forma que expresen la imagen fiel del patrimonio, de la situación 
financiera y de los resultados de Cetursa y sociedades dependientes, de conformidad con el 
marco normativo de información financiera aplicable a las sociedades y del control interno que 
consideren necesario para permitir la preparación y presentación de las cuentas anuales 
consolidadas libres de incorrección material debida a fraude o error. 
 

4 Las mencionadas cuentas anuales consolidadas fueron formuladas por la dirección de la 
sociedad dominante el 31 de marzo de 2016 y aprobadas por la Junta General de accionistas el 
27 de junio de 2016. El informe de auditoría de cuentas anuales consolidadas fue emitido con 
opinión favorable con fecha 16 de mayo de 2016 (§ anexo 6)2. Las cuentas anuales de cada una 
de las cuatro sociedades han sido objeto de auditoría de cuentas durante el ejercicio 
fiscalizado. No obstante, ninguna de ellas está incluida en el ámbito del control financiero 
permanente ejercido por la Intervención General de la Junta de Andalucía. 

 
5 Además de la responsabilidad de formular y presentar las cuentas anuales consolidadas del 

grupo, la dirección de la sociedad dominante debe garantizar que las actividades, las 
operaciones financieras y la información reflejada en las mismas resultan conformes con las 
normas aplicables y establecer los sistemas de control que considere necesarios para esa 
finalidad. 
 

                                                           
1 En el anexo 1 se hace una breve reseña de cada una de las sociedades del grupo. 
2 Los informes de auditoría de cuentas anuales de cada una de las entidades del grupo referidos al ejercicio objeto de fiscalización 
fueron emitidos con opinión favorable. 
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3. RESPONSABILIDAD DE LA CÁMARA DE CUENTAS 

6 La responsabilidad de la Cámara de Cuentas es expresar una opinión sobre las cuentas anuales 
consolidadas del grupo y sobre la legalidad de las operaciones efectuadas basada en la 
fiscalización llevada a cabo. 

 
7 Para ello, se ha realizado la misma de conformidad con los Principios fundamentales de 

fiscalización de las Instituciones Públicas de Control Externo. Dicha normativa exige que se 
cumplan los requerimientos de ética, así como que se planifique y se ejecute la auditoría con el 
fin de obtener una seguridad razonable de que las cuentas anuales están libres de 
incorrecciones materiales y que las actividades, las operaciones financieras y la información 
reflejada en los estados financieros resultan, en todos los aspectos significativos, conformes 
con la normativa aplicable. 

 
8 Una auditoría requiere la aplicación de procedimientos para obtener evidencia de auditoría 

sobre los importes y la información revelada en las cuentas anuales consolidadas y sobre el 
cumplimiento de los aspectos relevantes establecidos en la normativa aplicable durante el 
ejercicio fiscalizado. Los procedimientos seleccionados dependen del juicio del auditor, incluida 
la valoración de los riesgos de incorrección material en las cuentas anuales consolidadas, 
debida a fraude o error, como de incumplimientos significativos de la legalidad. Al efectuar 
dichas valoraciones del riesgo, el auditor tiene en cuenta el control interno relevante para la 
formulación por parte de la entidad de las cuentas anuales y para garantizar el cumplimiento 
de la legalidad, con el fin de diseñar los procedimientos de auditoría que sean adecuados en 
función de las circunstancias y no con la finalidad de expresar una opinión sobre la eficacia del 
control interno de la entidad. Una auditoría también incluye la evaluación de la adecuación de 
las políticas contables aplicadas y de la razonabilidad de las estimaciones contables realizadas 
por la dirección, así como la evaluación de la presentación de las cuentas anuales consolidadas 
tomada en su conjunto. 

 
9 Los trabajos de campo finalizaron el 25 de febrero de 2017. Se considera que la evidencia de 

auditoría que se ha obtenido proporciona una base suficiente y adecuada para fundamentar la 
opinión de auditoría financiera con salvedades y la opinión de cumplimiento con salvedades.  

 

4. INFORME DE AUDITORÍA FINANCIERA 

4.1. Fundamento de la opinión con salvedades 

Incorrección 
 

10 No se informa en la Memoria de las cuentas anuales consolidadas ni en las memorias 
individuales de Cetursa y Promonevada, del riesgo de insolvencia de esta última sociedad3.  

 
 

                                                           
3 Punto modificado por la alegación presentada. 
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11 Los estados financieros de Promonevada S.A., en liquidación, incluidos en el “informe de 
procedimientos acordados”4 muestran el riesgo de insolvencia de la sociedad, que también se 
pone de manifiesto en el Acta de la Junta General de Socios de Promonevada de fecha 27 de 
diciembre de 2016 que expone textualmente: “Si bien el valor del activo de PROMONEVADA 
S.A. es superior al pasivo, la entidad carece de liquidez para afrontar el pago de sus deudas, que 
están siendo atendidas por CETURSA SIERRA NEVADA S.A. (por importe de 298.000 € en marzo 
de 2016 y 823.953 € en diciembre de 2016) pues en otro caso se encontraría en estado de 
insolvencia, con la consiguiente obligación de instar el concurso de acreedores5”. 
 

4.2. Opinión con salvedades 

12 En opinión de la Cámara de Cuentas, excepto por los efectos de los hechos descritos en el 
punto 10, del apartado “Fundamento de la opinión con salvedades”, las cuentas anuales 
consolidadas adjuntas expresan, en todos los aspectos significativos, la imagen fiel del 
patrimonio y de la situación financiera de Cetursa y sociedades dependientes a 31 de diciembre 
de 2015, así como de sus resultados y flujos de efectivo correspondiente al ejercicio anual 
terminado a esa fecha, de conformidad con el marco normativo de información financiera que 
resulta de aplicación y, en particular, con los principios y criterios contables contenidos en el 
mismo. 
 

4.3. Párrafo de énfasis 

13 A 31 de diciembre de 2015 el balance consolidado presenta un fondo de maniobra negativo por 
importe de 17.936.022 € (11.782.571 € a 31 de diciembre de 2014). Esta circunstancia es 
indicativa de una incertidumbre material sobre la capacidad del grupo de empresas para 
continuar con sus operaciones en la medida que las mismas no generen fondos suficientes para 
financiar sus actividades. Según se informa en la nota 2.3 de la Memoria, los administradores 
de la sociedad dominante han preparado las cuentas anuales consolidadas atendiendo al 
principio de empresa en funcionamiento y están estimando diferentes posibilidades de 
actuaciones económicas, financieras y mercantiles con el objeto de tomar las medidas 
oportunas para revertir esta situación.  
 

14 A fecha de finalización de los trabajos de campo, se ha verificado que la medida adoptada para 
hacer frente a la financiación de su actividad ha sido la ampliación de las líneas de financiación 
con entidades financieras.  
 
 
 
 

                                                           
4 En este informe, elaborado al objeto de poder consolidar los estados financieros de las cuatro sociedades a 31 de diciembre de 2015 
(el ejercicio social de Promonevada, S.A. y Sierra Nevada Club Agencia de Viajes, S.A. comienza el 1 de julio y finaliza el 30 de junio), los 
auditores privados ponen de  manifiesto los aspectos significativos detectados tras la realización de los procedimientos acordados 
sobre la información financiera intermedia al 31 de diciembre de 2015. Este trabajo, realizado de acuerdo con la Norma Internacional 
sobre Servicios Relacionados 4400, tiene un alcance reducido y sustancialmente menor que el de una auditoría realizada de acuerdo 
con normas de auditoría generalmente aceptadas, ya que se refiere exclusivamente a determinados elementos o partidas y no a la 
información financiera intermedia al 31 de diciembre de 2015 de Promonevada, S.A., en liquidación, considerada en su conjunto. 
 
5 Punto modificado por la alegación presentada. 
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4.4. Informe sobre otros requerimientos legales y reglamentarios 

15 El Informe de Gestión que acompaña a las cuentas anuales consolidadas, así como  la 
liquidación de los Presupuestos de Explotación y Capital (PEC) y la liquidación del Programa de 
Actuación, Inversión y Financiación (PAIF) consolidados correspondientes al ejercicio objeto de 
fiscalización, contienen la información requerida para su adecuada interpretación y se ha 
verificado que la información contable que contienen concuerda con la ofrecida por las cuentas 
anuales consolidadas. 

 
5. INFORME SOBRE CUMPLIMIENTO DE LEGALIDAD 

5.1. Fundamento de la opinión con salvedades  
 
Como resultado del trabajo efectuado, se han puesto de manifiesto los siguientes 
incumplimientos de la normativa aplicable a la gestión de los fondos públicos:  
 
a) 6 

 
16 7 

 
17 8 

 
b) De una muestra de expedientes de personal (§Anexo 4) se han detectado los siguientes 

incumplimientos: 
 

- En relación con los requisitos para el acceso al empleo público 
 

18 La contratación de personal con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 9/2007, de 22 de 
octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía (LAJA), no ha ido precedida de 
convocatoria pública en medios oficiales ni de los procesos selectivos correspondientes que 
garanticen los principios constitucionales de igualdad, transparencia e imparcialidad, así como, 
los de mérito y capacidad9 (artículo 55 de la Ley 7/2007, de 12 de abril del Estatuto Básico del 
Empleado Público (EBEP) por aplicación de su Disposición Adicional Primera10 y artículo 77 de 
la LAJA). 
 

19 En los procesos de promoción interna no queda acreditado el cumplimiento de los principios 
de igualdad, mérito y capacidad en la selección de los candidatos. Sólo consta en los 
expedientes un comunicado interno al departamento de recursos humanos para la 
modificación de la categoría laboral y, en su caso, del grupo de cotización en la nómina. 

 
 
                                                           
6 Apartado eliminado por alegación presentada. 
7 Punto eliminado por alegación presentada. 
8 Punto eliminado por alegación presentada. 
9 En los últimos ejercicios (desde 2011) se han incorporado a la entidad un total de 20 trabajadores (fijos y fijos discontinuos). 
10 Vigente hasta la entrada en vigor del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público. 
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- En relación con el Convenio Colectivo de Remontes  
 

20 El convenio colectivo del sector remontes vigente en el ejercicio 2015, al que pertenece el 85% 
del personal del grupo de empresas Cetursa Sierra Nevada, S.A.11, se firmó con fecha 31 de 
diciembre de 2009, con una duración de un año prorrogable anualmente. No constan informes 
preceptivos de la Consejería de Economía y Hacienda ni con carácter previo ni posterior a las 
negociaciones del convenio (artículo 15 de la Ley 3/2008, de 23 de diciembre, de Presupuesto 
para el ejercicio 2009).  
 

21 A la fecha de este informe ninguna de las partes ha iniciado las acciones dirigidas a una nueva 
negociación. El texto actual no regula los requisitos necesarios de formación y experiencia para 
acceder a los puestos de trabajo ni los procedimientos de promoción interna de forma que se 
garanticen los principios de igualdad, mérito y capacidad. El cuadro de categorías profesionales 
recogido en su artículo 36 no responde a la estructura del actual organigrama de la empresa, 
por lo que se identifican puestos de trabajo que no se corresponden con la tabla salarial 
incluida en el texto del convenio. 

 
22 Además de las deficiencias anteriores, el convenio regula condiciones retributivas que 

contravienen lo establecido en las actuales normas presupuestarias y de medidas para el 
reequilibrio económico financiero de la Junta de Andalucía, y que se detallan en los puntos 35 
y siguientes de este informe.  
 
- En relación con el régimen económico del personal que ejerce funciones de alta dirección y 

del resto del personal directivo 
 

23 Hasta el inicio del ejercicio 2015 el organigrama de Cetursa contaba, además de la alta 
dirección ejercida por la Consejera Delegada y reconocida en los estatutos12, con una 
Subdirección General y Coordinación del departamento comercial, una Dirección de Servicios 
Jurídicos como órgano staff, y con otras tres direcciones ejecutivas: Dirección de Organización 
y Finanzas, Dirección de Montaña y Dirección Técnica.  

 
24 Las retribuciones de la alta dirección (Consejera Delegada) no se ajustaron hasta el ejercicio 

2014 a los límites establecidos en el artículo 18 de la Ley 3/2012, de 21 de septiembre, de 
medidas fiscales, administrativas laborales y en materia de hacienda pública para el 
reequilibrio económico-financiero de la Junta de Andalucía y en el Acuerdo de 24 de julio de 
2012, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueban las medidas relacionadas con el 
cumplimiento del Plan Económico-Financiero de reequilibrio de la Junta de Andalucía 2012-
201413.  

 
 

                                                           
11 Además del convenio colectivo de remontes, el grupo de empresas tiene trabajadores acogidos a los convenios de hostelería (2012), 
agencias de viaje (2013) y aparcamientos (2012). 
12 Según se establece en el artículo 19 de los estatutos: “La sociedad será regida por la Junta General de Accionistas, Consejo de 
Administración y Consejeros Delegados”. Facultad que se delega en la Consejera Delegada. 
13 Se establece el límite de las retribuciones brutas anuales correspondientes a las Direcciones Generales (55.277,23 €). 
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25 Según escrito que consta en los expedientes personales analizados, en el mes de octubre de 
2014, la Consejera Delegada instó al departamento de recursos humanos a reducir las 
retribuciones de cada uno de los directivos de la entidad, de forma que al final del ejercicio no 
superaran los límites establecidos en el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 24 de julio 201214. 
La única excepción viene dada para el caso del director del área técnica, cuyas retribuciones a 
esa fecha eran inferiores a los límites establecidos en el Acuerdo del Consejo de Gobierno, por 
lo que no hay documento que señale la necesidad de adecuar sus retribuciones como 
directivo.  

 
26 Dos meses después de realizar los reajustes de las retribuciones, se aprueba por la alta 

dirección un nuevo organigrama de la entidad15. Las subdirecciones y direcciones se 
reconvierten en “Áreas”, y sus titulares son cesados como directores y nombrados “Jefes de 
servicio”, con efectos de 31 de diciembre de 2014 (§anexo 3).  

 
27 Se ha podido comprobar que los titulares de las nuevas jefaturas de servicio siguen realizando, 

bajo la dependencia y directrices marcadas por la Consejera Delegada, las mismas funciones 
que antes de la modificación organizativa. El cambio en la denominación de los cargos 
directivos no ha supuesto modificaciones de la relación laboral de sus titulares con la 
organización, basada en la recíproca confianza, especial responsabilidad y competencia 
técnica, en los términos establecidos en el artículo 24 de la Ley 6/2014, de 30 de diciembre, del 
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2015. Hecho que se 
corrobora al no haber sido nombrados nuevos titulares para ejercer las funciones de dirección. 
Debe indicarse que los meros cambios en las denominaciones que se dan a las relaciones 
jurídicas no tienen virtualidad en orden a alterar la verdadera naturaleza jurídica de éstas. 

 
28 No consta acuerdo del consejo de administración que autorice el cambio de estructura 

directiva. A estos efectos, siendo un cambio estructural importante, no resulta suficiente la 
delegación de competencias efectuada por el órgano colegiado en la Consejera Delegada para 
el nombramiento y cese de directivos. 

 
29 Asimismo, la modificación del organigrama no cuenta con el informe preceptivo de la Dirección 

General de Planificación y Organización de los Servicios Públicos requerido por la Instrucción 
Conjunta 1/2013, de la Dirección General de Presupuestos, Dirección General de Planificación 
y Organización de los Servicios Públicos, y Dirección General de Recursos Humanos y Función 
Pública, de 23 de mayo de 2013.16  

 

                                                           
14 Punto 2 del Acuerdo del Consejo de Gobierno de 24 de julio de 2012: “El resto del personal directivo no sujeto a convenio colectivo 
de las entidades señaladas en el artículo 3.b) y c) del referido Decreto-ley 1/2012, de 19 de junio, en ningún caso podrá percibir una 
retribución íntegra anual por todos los conceptos dinerarios o en especie, incluida la productividad y cualquier otro incentivo o 
concepto, excluida la antigüedad, superior a la fijada conforme a las reglas anteriores para las personas titulares de los cargos 
indicados en el apartado 1, de su entidad”. 
15 La alta dirección tiene delegada las competencias atribuidas en los estatutos al Consejo de Administración en relación con el 
nombramiento y cese de directivos. 
16 Instrucción Conjunta 1/2013, de la Dirección General de Presupuestos, Dirección General de Planificación y Organización de los 
Servicios Públicos y Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública, por la que se establecen los criterios generales y 
procedimientos de aplicación para la contratación temporal y para la contratación del personal que ejerce funciones de alta dirección y 
del resto de personal directivo de las entidades del sector público. 
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30 Tres de estos titulares procedían de puestos técnicos de la empresa con anterioridad a la 

entrada en vigor de la LAJA, pero los otros dos directivos fueron contratados en los ejercicios 
2009 y 2010 para los puestos de “Subdirección general” y “Dirección de administración y 
finanzas”, respectivamente. En estos casos, para el nombramiento como “jefes de servicio”, 
una vez cesados como personal directivo, se debieron cumplir los requisitos establecidos en el 
artículo 77 de la LAJA y en la Disposición Adicional 1ª y el artículo 55 del TREBEP (§18). 

 
31 Las condiciones laborales que se le aplican a las jefaturas de servicio son las establecidas en el 

convenio colectivo de remontes, con las retribuciones correspondientes a la categoría de 
“Licenciados y Directores de Servicio”. Además, a todos los titulares se les abona un 
complemento en concepto de “incentivo”, que no aparece regulado en el convenio colectivo, 
con el que se retribuye la especial dedicación por razón del puesto. Durante el ejercicio objeto 
de fiscalización, el importe devengado por este complemento no ha sido el mismo para todas 
las jefaturas, variando entre un mínimo de 100 € y un máximo de 815 € brutos/mes (15 pagas).  

 
32 La modificación de la estructura empresarial y, como consecuencia, la adhesión al convenio 

colectivo sectorial de los responsables de área, no han sido autorizados por el titular de la 
Consejería de adscripción ni cuentan con el preceptivo informe favorable de la Consejería de 
Hacienda. 

 
33 Se ha constatado que la modificación del organigrama de la empresa ha permitido a los 

titulares de la dirección eludir las limitaciones establecidas en la normativa presupuestaria 
(§24) y, excepto en el caso de la subdirección general (actualmente Área Comercial y 
Marketing)17, incrementar sus retribuciones entre los ejercicios 2012 y 2015. En el cuadro nº 1 
se expone la evolución de las retribuciones de los directivos desde el ejercicio 201218.  

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                           
17 Las retribuciones de la titular del Área Comercial se ajustan, por decisión personal, a los límites establecidos en la normativa 
presupuestaria para la alta dirección.  
18 Según la normativa presupuestaria los importes devengados por antigüedad no deben ser incluidos para el cálculo del límite 
retributivo. No obstante, se debe tener en cuenta que el complemento de antigüedad previsto en la norma resulta significativamente 
inferior a los importes previstos en el convenio de remontes al que se adhieren estos trabajadores. 
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     € 
EJERCICIO 2012 2013 2014 2015 2016 
LIMITE RETRIBUCIONES DIRECTIVOS sin incluir antigüedad (LEY 
3/2012 Y ACUERDO CG 14 JULIO 2012) 55.277 55.277 55.277 55.277 55.830 

ALTA DIRECCIÓN      
RETRIBUCIONES (Sin antigüedad) 68.981 63.807 55.277 55.277 55.673 
ANTIGÜEDAD 283 565 565 848 1.142 
TOTAL RETRIBUCIONES ) 69.264 64.371  55.842 56.125 56.815 

DIRECTIVO 1      
RETRIBUCIONES (Sin antigüedad) 54.382 55.813 55.277 55.275 55.600 
ANTIGÜEDAD 140 659 707 848 1.332 
TOTAL RETRIBUCIONES 54.522 56.472 55.984 56.123 56.932 

DIRECTIVO 2      
RETRIBUCIONES (Sin antigüedad) 63.754 65.532 58.810 62.742 62.316 
ANTIGÜEDAD - 1.413 1.413 13.694 13.737 
TOTAL RETRIBUCIONES 63.754 66.945 60.223 76.436 76.053 

DIRECTIVO 3      
RETRIBUCIONES (Sin antigüedad) 52.096 53.212 50.702 59.512 59.050 
ANTIGÜEDAD 16.881 14.802 10.604 17.784 18.268 
TOTAL RETRIBUCIONES 68.977 68.015 61.307 77.296 77.318 

DIRECTIVO 4 (1)      
RETRIBUCIONES (Sin antigüedad) 52.413 52.007 49.870 57.243 68.252(1) 
ANTIGÜEDAD 14.550 15.760 10.353 14.598 14.224 
TOTAL RETRIBUCIONES 66.963 67.767 60.223 71.841 82.476 

DIRECTIVO 5 (2)      
RETRIBUCIONES (Sin antigüedad) - 40.372 44.184 52.381 53.714 
ANTIGÜEDAD - 3.140 2.277 2.284 2.391 
TOTAL RETRIBUCIONES - 43.512 46.461 54.665 56.105 
Fuente: Cámara de Cuentas    Cuadro nº 1 
(1) En el ejercicio 2016 se le abona el Plus a la constancia (artículo 38 Convenio Colectivo de Remontes) por importe de 9.876 €  
(2) El directivo se incorpora al puesto en julio de 2013   

 
34 Las consecuencias de los hechos descritos en los puntos anteriores son las siguientes: 

 
- Habiendo entrado en vigor la Ley 3/2012, en fecha de 2 de octubre de 2012, no es hasta el 

ejercicio 2014 cuando se reducen las retribuciones de la alta dirección (§24) y se da la orden de 
adecuar la nómina de los directivos a la norma (§25), con lo que hay un periodo de 
aproximadamente dos años en el que las Leyes de Presupuestos no son cumplidas, ordenándose 
pagos en contra de sus prescripciones. En concreto, existe infracción de los artículos 12.4, 15.3 y 
17.3 de la Ley de 5/2012, de 26 de diciembre, de Presupuesto para 2013, y los artículos 15.4, 
15.6 y 24 de la Ley 7/2013, de 23 diciembre de Presupuestos para 2014. Estos hechos podrían 
constituir un supuesto indiciario de responsabilidad contable administrativa del artículo 109 c) 
del Texto Refundido de la Ley de Hacienda Publica de Andalucía. 
 

- Los cambios operados en el organigrama podrían no obedecer a una mejor gestión 
empresarial sino a la necesidad de salvar lo dispuesto en el acuerdo del Consejo de Gobierno 
y en la Ley 3/2012, de 21 de septiembre, evitando así la reducción de retribuciones del 
personal directivo, con el consecuente menoscabo de los fondos púbicos. Existen indicios de 
posible responsabilidad contable administrativa ex artículo 109 c) del Texto Refundido de la 
Ley de Hacienda Publica de Andalucía, al haberse ordenado pagos con infracción de lo 
dispuesto en las Leyes de Presupuestos (ejercicios 2013, 2014 y 2015) y de lo dispuesto en los 
artículos 17 y 18 de la citada Ley 3/2012. 
 

- Se ha producido la vulneración de lo dispuesto en la disposición adicional primera y en el 
artículo 55 del TREBEP, y de lo preceptuado en el artículo 77 de la Ley 9/2007, de 22 de 
octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía (§30).  
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- La ausencia del preceptivo informe favorable de la Consejería de Hacienda, previo a la 
modificación del organigrama y a la consecuente adhesión de los directivos al convenio 
colectivo (§32), contraviene lo establecido en el artículo 23.2 y 3 de la Ley 7/2013, de 23 de 
diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el ejercicio 2014. 
Por tanto, según se establece en el apartado 5 del mismo artículo 23, los acuerdos adoptados 
resultan nulos de pleno derecho, dando lugar a la exigencia de responsabilidad contable 
conforme prescribe el artículo 23.4 de la misma Ley. 

 
- En relación con los límites establecidos en la legislación presupuestaria para el abono del 

complemento de antigüedad  
 

35 El personal de Cetursa Sierra Nevada, S.A., sujeto al convenio colectivo de remontes, venía 
percibiendo el complemento de antigüedad a través de trienios, calculados a razón del 4% del 
salario base más el importe del concepto “suplidos”19. El importe de los trienios se abonaban 
en las 15 mensualidades que tienen reconocidas estos trabajadores del grupo de empresas 
(artículo 40 del convenio colectivo de remontes). 
 

36 Esta fórmula de cálculo de los trienios suponía un crecimiento exponencial del complemento y 
provocó que en el ejercicio 2012 el complemento de antigüedad de los trabajadores de 
Cetursa se encontrara muy por encima de los consignados, para los mismos grupos 
profesionales, en el Convenio Colectivo del Personal Laboral de la Administración de la Junta 
de Andalucía y que el artículo 19 de la Ley 3/2012 establecía como límite retributivo. 

 
En el cuadro nº 2 se muestra, para un trienio y referido al ejercicio 2012, el devengo anual para 
la categoría más alta y la más baja del convenio colectivo de remontes, en comparación con el 
máximo para los mismos grupos profesionales en la Junta de Andalucía: 

     € 

Categoría Sueldo Base Suplidos Base Calculo 
Trienio 

Trienio 
Cetursa 

Máximo 
J.A. 

Licenciado 45.324,75 2.651,40 47.976,15 1.919,04 659,54 
Azafata Información 19.356,00 2.093,25 21.449,81 857,97 391,44 
Fuente: Convenio Colectivo Remontes  Cuadro nº 2 

 
37 Además del complemento de antigüedad, el personal incluido en el convenio de remontes 

tiene reconocido el denominado “Plus de Permanencia”, devengado por todos los trabajadores 
con una antigüedad en la empresa superior a los 1.550 días, y un “Plus a la constancia” que se 
devenga a los 15 años, a los 25 años y a la baja definitiva de la empresa. 
 

38 Al objeto de cumplir las limitaciones retributivas establecidas en la Ley 3/2012, de 21 de 
septiembre, la dirección de la empresa inició un proceso de negociación en el que se proponía 
la modificación del cálculo de la antigüedad, manteniendo la consolidada por cada trabajador 
hasta el año 2012 en un complemento personal absorbible y la supresión de los suplidos como 
concepto retributivo fijo.  

 

                                                           
19 Definido en el artículo 34 del Convenio Colectivo de Remontes. Se abona como concepto fijo en las 15 pagas anuales. Los importes 
varían entre los 2.093,25 € y los 4.263,30 €/año en función de la categoría de cada trabajador. 
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39 La propuesta de la dirección de la empresa suscitó un conflicto laboral que culminó mediante 
procedimiento de acuerdo previo a la huelga ante el Sistema Extrajudicial de Resolución de 
Conflictos Laborales de Andalucía (SERCLA).  
 

40 Según el acta de finalización del procedimiento, de fecha 26 de febrero de 2015, se le reconoce 
a los trabajadores el importe de antigüedad consolidado hasta la entrada en vigor de la Ley 
(concepto retributivo que pasa a denominarse Trienios Cetursa). Los siguientes devengos por 
trienios cumplidos a partir de esa fecha se abonan según el importe establecido en el Convenio 
Colectivo del Personal Laboral de la Junta de Andalucía (concepto retributivo de Antigüedad). 
Respecto al Plus de Permanencia, a cada trabajador se le reconoce lo que tuviera consolidado 
hasta la entrada en vigor de la Ley 3/2012. Se acuerda, además, que la empresa restituya los 
suplidos como concepto retributivo fijo. 

 
41 En el proceso de negociación no se cumplieron los trámites que establece en su artículo 16 la 

Ley 5/2012, de 26 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
para el año 2013 (informes previo y posterior a las negociaciones emitidos por la Consejería de 
Hacienda y Administración Pública, memoria de impacto económico para el ejercicio y para 
ejercicios futuros, etc.). 

 
- Pagos indebidos en concepto de complemento de antigüedad 

 
42 Se ha comprobado el caso excepcional de un trabajador contratado como directivo con fecha 

10 de julio de 2010 y que con anterioridad prestaba servicios como funcionario de carrera del 
grupo A1 en la Administración de la Junta de Andalucía (desde febrero de 1993). 

 
43 En el contrato suscrito como directivo de la empresa no venía establecida expresamente la 

percepción del complemento de antigüedad, las retribuciones anuales se estipularon en una 
cantidad única por todos los conceptos retributivos.  

 
44 Con motivo de la modificación de la estructura de primer nivel del organigrama y el cese como 

directivo de la entidad (§31), el titular del puesto solicitó a la Consejera Delegada con fecha 
31/12/2014 el “reconocimiento de la antigüedad devengada en la Junta de Andalucía y su 
adaptación al artículo 40 del Convenio Colectivo de Cetursa Sierra Nevada, S.A”. Se debe 
indicar que a la fecha de esta solicitud la antigüedad de los trabajadores ya se devengaba con 
los límites previstos en la Ley 3/2012 (§38) y no conforme a lo establecido en el convenio. 

 
45 La solicitud fue aprobada por la Consejera Delegada y surtió efectos desde la nómina de enero 

de 2015. Al trabajador se le reconoció la antigüedad devengada como funcionario de la Junta 
de Andalucía y el tiempo trabajado en Cetursa, un total de 7 trienios, según criterio de cálculo 
e importe establecido en el artículo 40 del convenio colectivo de la empresa (§35). El importe 
abonado al trabajador por este concepto en 2015 ascendió a un total de 13.694 €20.  
 
 

                                                           
20 Durante el ejercicio 2016 el trabajador ha devengado un total de 13.736,86 € en concepto de antigüedad y 1.997,40 € en concepto 
de plus de permanencia. 
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46 Las cantidades abonadas por el reconocimiento de los trienios devengados como funcionario 
se debió realizar según el importe anual previsto en la Ley de Presupuestos para funcionarios 
del grupo A1 de la Administración de la Junta de Andalucía, que en el ejercicio 2015 ascendía a 
la cantidad de 511,80 € anuales. El importe correspondiente a siete trienios reconocidos al 
trabajador debió ascender a 3.582,6 €. 

 
47 En la documentación analizada no constan los respectivos informes preceptivos de la 

Consejería de adscripción y de la Consejería de Hacienda y Administración Pública, previos a la 
modificación de las condiciones retributivas del trabajador, hecho que contraviene lo 
establecido en el artículo 23 de la Ley 6/2014, de 30 de diciembre, del Presupuesto de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2015, con las consecuencias de nulidad 
establecidas en el punto cinco del mismo artículo. 

 
48 Los hechos descritos se consideran indiciarios de posible responsabilidad contable 

administrativa del artículo 109 c) del Texto Refundido de la Ley General de Hacienda Pública de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

 
- Abono de incentivos, complementos y gratificaciones extraordinarias no recogidos en el 

convenio colectivo 
 

49 Además de las cinco direcciones/jefaturas de servicio (§31), un total de 51 trabajadores de 
Cetursa tenían reconocidos en sus nóminas “incentivos, complementos o gratificaciones 
extraordinarias” no recogidos en los convenios colectivos aplicables.  
 

50 Las gratificaciones extraordinarias debieron quedar suspendidas, en cumplimiento del artículo 
21.1 de la Ley 3/2012, de 21 de septiembre. El análisis realizado a las nóminas del mes de 
diciembre (normal y extra) ha permitido cuantificar los importes abonados en ese mes por los 
distintitos conceptos: 

    € 

 Convenio 
Remontes 

Convenio 
Hostelería 

Convenio 
Aparcamientos 

Convenio 
Agencias 

INCENTIVOS 18.173 8.583 5.811 425 
GRATIFICACIONES EXTRAORDINARIAS 1.349 450 - - 
COMPLEMENTO DE PUESTO 1.354 390 - - 
TOTAL 20.876 9.423 5.811 425 
Fuente: Cámara de Cuentas   Cuadro nº 3 
    

51 El reconocimiento de incentivos, complementos y gratificaciones, a través de acuerdos 
individuales con los trabajadores y al margen del convenio colectivo, ha venido siendo una 
práctica habitual en la empresa desde su creación. Según informa la dirección de la empresa, con 
ello se intenta controlar el pago de retribuciones variables en concepto de horas extraordinarias 
o días festivos durante las fechas de la temporada de explotación de la estación.  
 

52 Estos hechos, aunque no suponen vulneración del ordenamiento jurídico laboral, ponen de 
manifiesto que el convenio colectivo vigente no se adecua a las necesidades de gestión de la 
empresa, por lo que se debería tener en cuenta en la próxima negociación. 
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53 Estos conceptos retributivos variables no han sido reducidos en un 10% conforme lo dispuesto 
en el artículo 20 de la Ley 3/2012, de 21 de septiembre, de Medidas Fiscales, Administrativas, 
Laborales y en materia de Hacienda Pública para el reequilibrio económico-financiero de la 
Junta de Andalucía. 

 
54 De la revisión de la nómina del mes de diciembre se ha detectado que uno de los titulares de 

las jefaturas de departamento (nombramiento de fecha 1 de enero de 2010) recibe un salario 
base anual superior al establecido en el convenio para esta categoría, y que no resulta 
coincidente con ninguno de los establecidos en la tabla salarial correspondiente al ejercicio 
2015. 
 

55 Analizado el expediente del trabajador, consta un escrito de fecha 1 de septiembre de 2013 y 
firmado por el Director de Organización y Finanzas, por el que se le nombra “Subdirector Área 
de Montaña”, puesto que tampoco está definido en el actual organigrama de la empresa.  

 
56 En el escrito de nombramiento no se hace referencia a las retribuciones que debe percibir el 

trabajador como titular del puesto. No consta en el expediente el cese del puesto de subdirección. 
En el cuadro nº 4 se exponen las retribuciones establecidas en el convenio colectivo de remontes 
para la categoría de jefe de departamento y las percibidas por el trabajador: 

 
    € 

Categorías/convenio Salario base mensual Suplidos mes Salario base trabajador Suplidos mes 
Jefe Departamento 1.946,80 284,22 2.617,56 284,22 
Fuente: Cámara de Cuentas   Cuadro nº 4 

 
57 Se ha podido comprobar que al mismo trabajador se le abonaron en el mes de mayo de 2015, 

en concepto de “gratificación voluntaria”, un importe de 2.000 €. Según establece el artículo 
21 de la Ley 3/2012, no procede el abono de gratificaciones por servicios extraordinarios de 
cualquier tipo o realización de horas extraordinarias sino compensación por tiempo de 
descanso. No consta informe preceptivo previo ni posterior de la Consejería de Hacienda y 
Administración Pública (artículo 21.3). 

 
- Abono de retribuciones en especie sobre las que no se han realizado retención en el IRPF  

 
58 La empresa tiene contratada con una entidad de seguros una póliza de vida y accidentes para 

sus trabajadores. Las primas satisfechas por la empresa tienen consideración de retribuciones 
en especie reguladas en artículo 43 de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas (IRPF). Se ha podido comprobar que la entidad no ha realizado retenciones ni pagos a 
cuenta por las cuotas correspondientes a los trabajadores. El importe total de las primas 
abonadas en el ejercicio 2015 ha ascendido a 65.477 €. El total de retenciones y pagos a 
cuenta que debió realizar la entidad asciende en el ejercicio fiscalizado a 10.814 €.  
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5.2. Opinión sobre cumplimiento de legalidad con salvedades 

59 En nuestra opinión, excepto por los incumplimientos descritos en el párrafo “Fundamento de 
la opinión con salvedades”, las actividades, operaciones financieras y la información reflejada 
en las cuentas anuales consolidadas del ejercicio 2015 del grupo Cetursa Sierra Nevada, S.A. y 
sociedades dependientes, resultan conformes, en todos los aspectos significativos, con la 
normativa aplicable a la gestión de los fondos públicos.  
 
 

6. OTROS ASUNTOS QUE NO AFECTAN A LA OPINIÓN FINANCIERA Y DE 
CUMPLIMIENTO DE LEGALIDAD 

60 Como resultado de los trabajos de fiscalización, se han puesto de manifiesto determinados 
hallazgos que no afectan a la opinión y que se reproducen en los siguientes puntos: 

 
- Falta de formalización de la cesión de uso del inmovilizado “aparcamiento Las Sabinas” 

 
61 Cetursa tiene registrado en el epígrafe de construcciones de su inmovilizado material un 

importe de 1.215.874 € por los trabajos de acondicionamiento de un terreno para su uso como 
aparcamiento (“aparcamiento Las Sabinas”). 

 
62 El titular de estos terrenos es la Comunidad Autónoma de Andalucía y la empresa no dispone 

de documento de cesión ni de ningún otro título jurídico habilitante para su uso y explotación. 
 

- Falta de acreditación de la valoración de determinados terrenos 
 

63 La sociedad tiene contabilizados, entre otros, los siguientes solares en el epígrafe de terrenos y 
bienes naturales: 

  € 
Subcuentas Denominación Saldo 
21000003 Solar Restaurante Borreguiles 25.367 
21000017 Solar bocadillería campanario 29.125 
21000018 Solar restaurante Monachil 46.176 
21000019 Solar botiquín pistas 13.136 
21000020 Solar economato hostelería 82.541 
21000021 Solar panadería hostelería 2.358 
21000022 Solar nuevo guarda esquís 9.127 
21000023 Solar hostelería 6.485 
21000024 Solar tienda borreguiles 5.000 
21000025 Solar aseos públicos remontes 9.032 
21000027 Solar reciclaje hostelería 10.141 
21000028 Solar personal hostelería 16.225 
TOTAL 254.713 
Fuente: Registros contables Cetursa Cuadro nº 5 

 
La documentación aportada por Cetursa no permite comprobar la adecuada valoración de 
estos terrenos, integrados en una finca de 1.200 m2 ubicada en la zona de Borreguiles, sobre los 
que están edificados los distintos establecimientos que se indican en el cuadro nº 5.  
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- Información incompleta sobre enajenación de terrenos en la Memoria de las Cuentas 
Anuales Consolidadas 

 
64 En el punto 6.1 de la Memoria se informa de la “enajenación de elementos de inmovilizado 

material por un valor neto contable de 0 euros, generándose unos beneficios de 345.435 €”. No 
se identifican los elementos de inmovilizado vendidos ni se informa de los motivos por los que 
el valor neto contable es nulo.21  
 

65 Las comprobaciones realizadas durante el trabajo de campo han determinado que se trata de la 
enajenación de una parcela de 540 m2  incluida en la finca registral nº 14.533 (superficie total 
de 487.406 m2). Esta finca, junto con otras 13, aparecen valoradas en el inmovilizado por un 
importe global de 68.374 €, de acuerdo con la tasación realizada por expertos independientes 
en 1989. 

 
66 Dado que el valor contable del inmovilizado es muy bajo, la empresa ha considerado que la 

repercusión proporcional de la venta de parcelas sobre el valor registrado en contabilidad es 
inmaterial. Por tanto, los ingresos por ventas se han contabilizado íntegramente como 
beneficio del ejercicio correspondiente, sin registrar ningún importe como reducción o retiro de 
Inmovilizado Material. Por este motivo, en la Memoria se indica que el valor neto contable de 
los elementos enajenados es de cero euros. 

 
67 Las operaciones de venta de parcelas incluidas en la misma finca registral han supuesto para la 

empresa importantes ingresos en ejercicios anteriores, tal como se expone en el cuadro nº 6: 
 

Ejercicio de venta/cesión Superficie vendida/cedida (m2) Importe venta (€) 
2005 2.347 2.630.300 
2006 4.798 s/d 
2008 1.024 s/d 
2015 540 

341.23522 
Fuente: Cámara de Cuentas  Cuadro nº 6 

 
68 Dado el notable incremento del valor razonable de estos terrenos, debería ofrecerse 

información adecuada al respecto en la Memoria de las Cuentas Anuales consolidadas.  
 

- Otros incumplimientos de la normativa contable de aplicación 
 

69 Las Cuentas Anuales de la sociedad Sierra Nevada Club Agencia de Viajes, S.A. se presentan en 
formato abreviado. El Plan General de Contabilidad de las Sociedades Mercantiles del Sector 
Público Andaluz, de las Agencias Públicas Empresariales y de las entidades asimiladas, no 
contempla el formato de cuentas anuales abreviado. 

 
70 Del análisis del contenido de las Memorias individuales de cada una de las empresas del grupo 

se observan las siguientes deficiencias: 

                                                           
21 Un tercero ajeno podría interpretar de la lectura de la nota 6.1 de la Memoria que se trata de elementos totalmente amortizados. 
22 El importe indicado en el punto 6.1 de la Memoria incluye el importe de 341.235 € por la venta de esta parcela y 4.200 € por la venta 
de otro inmovilizado material. 
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a) En el punto nº 1 de las Memorias Cetursa y Promonevada no se indica el vínculo de la 
empresa con el Sector Público de la Administración de la Junta de Andalucía. 

 
b) En el punto nº 2 de las Memorias individuales de cada una de las empresas del grupo, el 

marco normativo que se detalla no es el adecuado. Debe indicarse que el marco normativo 
de información financiera aplicable a estas entidades, como integrantes del sector público 
andaluz, es el establecido en el artículo 4 de la Ley General de Hacienda Pública de la CAA 
(Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo): 

 
- Normativa específica. 
- Normas de Derecho civil, mercantil y laboral. 
- Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía. 
- Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
- Disposiciones de desarrollo de los cuerpos normativos citados. 

 
Respecto al marco normativo contable, a estas entidades les resulta de aplicación el Plan 
General de Contabilidad de las Sociedades Mercantiles del Sector Público Andaluz, de las 
Agencias Públicas Empresariales y de las entidades asimiladas, aprobado por Resolución de 2 
de octubre de 2009, de la Intervención General de la Consejería de Economía y Hacienda de la 
Junta de Andalucía. De igual forma, les resulta de aplicación las normas dictadas por el ICAC 
en todo lo no contenido en la citada resolución. 

 
c) En las notas referentes al inmovilizado no se informa del importe y características de 

aquellos que, estando totalmente amortizados, se encuentran en uso.  
 

- Retrasos de los trámites jurídicos ante el Registro de la Propiedad 
 

71 En la información facilitada sobre las fincas registrales se observa que existen bienes adquiridos 
y bienes vendidos mediante contratos privados pendientes de escriturar y/o registrar. También 
se han realizado obras nuevas, reformas y divisiones horizontales que, a la fecha de finalización 
del trabajo de campo, están pendientes de declarar, o bien, modificaciones posteriores a su 
declaración inicial que no han sido ni inscritas ni declaradas. Por otra parte, consta la existencia 
de errores registrales pendientes de corrección.  
 

72 En concreto, a la fecha de finalización de los trabajos de campo, continúa pendiente de 
escriturar la adquisición de bienes de Cetursa a Promonevada por importe de 11.029.620 € 
(§10). El motivo del retraso es, ante la falta de liquidez de Promonevada, evitar el devengo del 
impuesto de plusvalía por el incremento de valor de los bienes. 

 
73 La inscripción en el Registro de la Propiedad no es obligatoria pero garantiza seguridad jurídica 

al propietario que ve protegidos sus derechos en los tribunales ante cualquier controversia 
frente a terceros. 
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- Incumplimiento de la normativa interna de contratación  
 

74 A pesar de lo aprobado tanto por el Consejo de Administración como por las instrucciones 
internas de contratación23, todos los contratos, independientemente de su importe, son 
adjudicados y firmados exclusivamente por la Consejera Delegada. 
 

75 En dos de los expedientes analizados (adjudicados mediante procedimiento abierto 183/13 y 
193/13, cuyos presupuestos de licitación ascendían a 1.541.880 € y 163.470 €, respectivamente, 
§Anexo 5), los pliegos no exigen la clasificación de los contratistas, contraviniendo lo dispuesto 
en las normas internas de contratación, las cuales establecen la exigencia de clasificación para 
contratos de servicios con presupuesto igual o superior a 120.000 €. 

 
76 Se incumple el principio de concurrencia en el procedimiento abierto de licitación del 

expediente nº 35/13 Vigilancia y seguridad.  
 

El objeto del contrato incluye tres servicios distintos, vigilantes de seguridad, vehículos patrulla 
y transporte de fondos. El hecho de que para el transporte de fondos sea necesaria una 
autorización específica o, en su defecto, una carta de compromiso del subcontratista para el 
transporte de fondos, limita la presentación de ofertas por los licitadores, ya que sólo hay en el 
mercado dos empresas que pueden realizar este servicio y una de ellas no realiza los otros dos 
servicios objeto de licitación. Por este motivo, la presentación de ofertas queda monopolizada 
por una empresa, sin posibilidad para el resto de ofertar en igualdad de condiciones. Para 
permitir una verdadera concurrencia estos servicios se deberían haber licitado por separado o 
por lotes. 

 
 

7. RECOMENDACIONES DE CONTROL INTERNO 

77 Las sociedades no disponen de un inventario físico de los elementos del inmovilizado. La única 
relación de elementos disponible es la obtenida de los registros contables. Ni tan siquiera se 
dispone de una relación detallada y actualizada de los equipos de procesos de información. 
 
Para la adecuada salvaguarda de los bienes de la entidad, se recomienda la elaboración de un 
inventario de los elementos del inmovilizado que permita conocer la correcta identificación, 
fecha de adquisición, proveedor, coste de adquisición, referencia, localización, ubicación física 
y estado de uso de los bienes que la entidad utiliza en el desarrollo de su actividad. 
 

78 La entidad no dispone de un sistema de información integrado. No se realiza una planificación 
estratégica de las necesidades de inversión en sistemas de información a medio o largo plazo. 

                                                           
23 De acuerdo con lo establecido en las Instrucciones internas de contratación de Cetursa, los órganos de contratación son los 
siguientes:  

- A la Consejera Delegada de Cetursa le corresponden las facultades de aprobar toda clase de proyectos y contratos de obras, 
servicios y suministros cuyo importe no supere los 300.000 euros.  

- A la Consejera Delegada de Cetursa en unión de uno de los Apoderados, mancomunadamente, le corresponden las 
facultades de aprobar toda clase de contratos, aprobar proyectos, contratar obras, servicios y suministros hasta una cuantía 
no superior a 1.800.000 euros.  

- Al Consejo de Administración le corresponden las facultades para firmar toda clase de contratos, aprobar proyectos y 
contratar obras cuyo importe supere 1.800.000 euros.  
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El departamento de informática de Cetursa, que presta servicios a todas las sociedades del 
grupo, carece de un inventario actualizado de las aplicaciones que sirven de apoyo a las 
operaciones realizadas por cada uno de los trabajadores.  
 

79 Por otra parte, la entidad no cuenta con normativa aplicable en materia de seguridad de la 
información y se ha detectado una exposición a riesgos de seguridad y de integridad de los 
ficheros informáticos. Una parte significativa de la información, entre la que se encuentra la 
relativa a patrimonio, no está integrada en servidores de la empresa, quedando a criterio de 
los trabajadores la realización de copias de seguridad.  

 
80 El software de todas las aplicaciones (contabilidad, contratación, gestión de personal, etc.) está 

obsoleto. Exige que se realicen operaciones de trasvase de información entre distintos 
módulos y la aplicación de procedimientos manuales que suponen riesgos de control interno y 
que pueden afectar a la integridad y calidad de la información. 

 
81 Se recomienda que la entidad realice la adecuada planificación de las necesidades de sistemas 

de información y disponga de un modelo que permita la integración de las distintas 
aplicaciones que utiliza en el desarrollo de su actividad, de forma que quede garantizada la 
custodia, integridad y exactitud de la información que genera. 

 
82 Para una mejora en la gestión de las actividades realizadas por Cetursa y sus sociedades 

dependientes, se considera necesario la elaboración y aprobación de un manual de 
procedimientos y definición de funciones de los distintos puestos de trabajo. 
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8. ANEXOS 

ANEXO 1 

8.1. Breve reseña de las entidades que forman el grupo de empresas 
 
El grupo de empresas objeto de fiscalización está formado por las siguientes sociedades 
mercantiles públicas:  
 
Sociedad dominante: Cetursa Sierra Nevada, S.A. 
Sociedades dependientes: Promonevada, S.A., en liquidación, Sierra Nevada Club Agencia de 
Viajes, S.A.U., en liquidación (disuelta y extinguida el 9 de septiembre de 2016) y Apartahotel 
Trevenque, S.A. 
 
La información del capital social de cada una de las empresas del grupo, a 31 de diciembre de 
2015, es la siguiente: 
    

EMPRESA ACCIONISTAS CAPITAL (€) % PARTIC. 

Cetursa Sierra Nevada, S.A. 
Patrimonio de la CAA, adscritas a la Consejería de 
Educación, Cultura y Deporte24  73.682.956 95,90% 

Otros25 3.152.356 4,10% 
Sierra Nevada Club Agencia de 
Viajes, S.A.U., en liquidación Cetursa Sierra Nevada, S.A. 180.300 100% 

Promonevada, S.A., en liquidación 

Patrimonio de la CAA, adscritas a la Consejería de 
Educación, Cultura y Deporte24 14.102.854 76,77% 

Cetursa Sierra Nevada, S.A. 2.549.064 13,87% 
Excmo. Ayto. de Granada 1.769.290 9,36% 

Apartahotel Trevenque, S.A. Promonevada, S.A. (en liquidación) 5.840.490 84,61% 
Otros26 1.062.272 15,39% 

   
El grupo Cetursa Sierra Nevada, S.A. presenta cuentas anuales consolidadas. La sociedad 
dominante y Sierra Nevada Club Agencia de Viaje, S.A.U. se incluyen en la consolidación por el 
método de integración global. Las entidades asociadas (Promonevada, S.A. y Apartahotel 
Trevenque, S.A.) consolidan mediante el método de puesta en equivalencia.  
 
La financiación del grupo de empresas procede de los ingresos generados en sus actividades de 
mercado. Ninguna de las sociedades recibe transferencias procedentes del Presupuesto de la 
Junta de Andalucía. 
 
Cetursa Sierra Nevada, S.A. se constituyó el 23 de abril de 1964, bajo la denominación de Centros 
Turísticos, S.A. (CETURSA), habiendo cambiado su denominación por la actual mediante escritura 
pública de fecha 14 de abril de 1983. La Sociedad tiene su domicilio social y fiscal en Monachil 
(Granada). 
 

                                                           
24 Actualmente Consejería de Turismo y Deporte. 
25 Excmo. Ayuntamiento de Granada (2,63%), Corporación Empresarial Mare Nostrum, S.L.U. (0,80%), Excma. Diputación de Granada 
(0,44%) y Excmo. Ayuntamiento de Monachil (0,23%). 
26 Sierra Nevada Club Agencia de Viajes, S.A.U. (0,08%) y 330 accionistas particulares (15,31%). 
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Desde mayo de 1985 es una sociedad mercantil perteneciente al sector público andaluz de las 
previstas en el artículo 4.1 del TRLGHP, inicialmente adscrita, indirectamente a través del Instituto 
de Fomento de Andalucía (IFA, hoy Agencia IDEA), a la Consejería de Trabajo y Desarrollo 
Tecnológico. Actualmente pertenece al Patrimonio de la CAA y está adscrita a la Consejería de 
Turismo y Deporte. 
 
Tiene como objeto social la realización de actividades relacionadas con el turismo de invierno y de 
verano y, de modo especial, todas aquellas actividades de inversiones, obras, construcciones, 
instalaciones y servicios relacionados con aquél.  
 
La actividad principal de esta sociedad consiste en la explotación y gestión de la estación de esquí 
de Sierra Nevada que se concreta, principalmente, en el transporte por cable aéreo de 
esquiadores, utilizando diversas modalidades de medios mecánicos, así como en la gestión y 
explotación de hoteles, restaurante de pistas y servicios de alquileres y guarda-esquís.  
 
Sierra Nevada Club Agencia de Viajes, S.A.U. “en liquidación”, fue constituida el 16 de 
septiembre de 1987, su actividad principal era la venta de paquetes turísticos con destino a la 
estación de esquí de Sierra Nevada. Su ejercicio social comienza el 1 de julio de cada año y 
termina el 30 de junio del año siguiente. 
 
El 14 de diciembre de 2015 la Junta General de accionistas de la sociedad acuerda la disolución y 
apertura de la fase de liquidación. Su extinción definitiva se elevó a público el 9 de septiembre de 
2016.  
 
No obstante lo anterior, entre el 13 de enero y el 30 de junio de 2015 se produjo la baja de la 
sociedad en todo tipo de actividades económicas, impuestos y licencias. A partir de esta fecha ha 
sido Cetursa la que ha desarrollado la actividad de su sociedad filial, ampliando para ello su objeto 
social27 e integrando en su estructura el personal de Sierra Nevada Club Agencia de Viajes. 
 
Promonevada S.A., “en liquidación”, se constituye el 23 de mayo de 1991. La sociedad tiene su 
domicilio social y fiscal en Monachil (Granada). 
 
El objeto social según sus estatutos es el desarrollo inmobiliario (residencial, hotelero y de 
servicios) de la estación de esquí “Solynieve” en Pradollano, Sierra Nevada, termino de Monachil. 
 
La actividad realizada hasta la fecha ha consistido, fundamentalmente, en la promoción 
inmobiliaria de un edificio de aparcamientos en la estación de esquí y actividades 
complementarias, así como la promoción y explotación de las edificaciones e instalaciones que 
constituyen el equipamiento residencial y hotelero, venta de parcelas, la explotación de los 
inmuebles de su propiedad y la prestación de servicios. Su ejercicio social comienza el 1 de julio 
de cada año y termina el 30 de junio del año siguiente. 
 
En 2013, como consecuencia de haber provisionado la deuda dimanante del procedimiento 
judicial de mayor cuantía, fijada por el Juzgado de primera Instancia nº8 de Granada, la sociedad 
se encuentra en causa legal de disolución, según establece el artículo 363.e) de la Ley de 
                                                           
27 Modificación de los estatutos sociales con fecha 24 de septiembre de 2014. 

00
12

98
02



Número 31 - Martes, 13 de febrero de 2018

página 128 

Boletín Oficial de la Junta de Andalucía

Depósito Legal: SE-410/1979. ISSN: 2253 - 802X	 http://www.juntadeandalucia.es/eboja

BOJA

 

Sociedades de Capital (LSC)28: “Por pérdidas que dejen reducido el patrimonio neto a una cantidad 
inferior a la mitad del capital social, a no ser que este se aumente o se reduzca en la medida 
suficiente, y siempre que no sea procedente solicitar la declaración de concurso”. 
 
En la Junta General de accionistas del 13 de noviembre de 2013, se decidió la disolución de la 
sociedad y, en atención a lo dispuesto en el artículo 371.2 de la LSC, abrir el periodo de 
liquidación, añadiendo a la denominación de la sociedad la expresión “en liquidación”.  
 
Apartahotel Trevenque, S.A. se constituyó el 13 de enero de 1995. Es propietaria del inmueble 
del mismo nombre situado en la estación de esquí de Sierra Nevada y tiene por objeto social la 
explotación hotelera y adquisición, conservación y tenencia del Apartahotel, para su explotación 
en régimen de aprovechamiento por turnos, directamente o bien mediante cesión o 
arrendamiento a otra persona física o jurídica.  
 
Adicionalmente, las sociedades Promonevada S.A. y Apartahotel Trevenque, S.A. son socios 
fundadores de la Asociación Sierra Nevada Sports Club, cuya principal actividad es la gestión del 
uso y disfrute del inmueble Apartahotel Trevenque mediante contrato de arrendamiento29 con la 
sociedad Apartahotel Trevenque S.A.  
 
La Asociación Sierra Nevada Sport Club (SNSC) se constituyó en el ejercicio 1995. Su objeto 
consiste en proporcionar a futuros socios, mediante un régimen jurídico de multipropiedad, una 
fórmula de vacaciones, de ocio y de recreo. 
 
Además de los socios fundadores, existen 330 socios ordinarios. Para ser socio ordinario, es 
condición necesaria la adquisición de, al menos, 70 acciones de la sociedad Apartahotel 
Trevenque, S.A. 
 
 

                                                           
28 Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital. 
29 Contrato suscrito el 24 de junio 1996 con una duración de 50 años, prorrogable automáticamente de cinco en cinco años. 
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ANEXO 2 

8.2. Antecedentes que dan origen a la situación de liquidación de 
Promonevada, S.A. 

La situación de liquidación de la sociedad Promonevada trae causa del litigio judicial al que se 
encuentra sometida desde el ejercicio 1996, como consecuencia de la denuncia presentada por 
Promonevada alegando el incumplimiento de los objetivos pactados del contrato firmado el 23 de 
agosto de 1994 con las entidades Esquí Vacaciones, S.L. y Gestión Turística Europea, S.L. para la 
constitución del Hotel Ziryab y el Apartahotel Trevenque (inmuebles pertenecientes a 
Promonevada) en sociedades gestionadas en régimen de multipropiedad. Ante la denuncia del 
contrato, las empresas afectadas presentan demanda judicial contra Promonevada. 
 
Tras un contencioso de más de 10 años, durante los que se ha llegado a recurrir sin éxito a 
instancias del Tribunal Constitucional, con fecha 2 de abril de 2010 el juzgado de Primera Instancia 
de Granada despachó ejecución definitiva de la Sentencia dictada por la Audiencia Provincial de 
Granada en el ejercicio 2003, que condenaba a Promonevada a constituir el Hotel Ziryab, en 
régimen de multipropiedad así como a conceder la gestión, administración y comercialización de 
dicho hotel a las empresas demandantes.  
 
Respecto al inmueble Apartahotel Trevenque, ya se habían creado la sociedad Apartahotel 
Trevenque, S.A. y la Asociación Sierra Nevada Sport Club, todo ello con el fin de explotar el 
inmueble en régimen de multipropiedad. La misma sentencia de 2 de abril de 2010, condenaba a 
Promonevada a restituir en la gestión, administración y comercialización de la sociedad 
Apartahotel Trevenque, S.A. a las sociedades demandantes Esquí Vacaciones, S.L. y Gestión 
Turística Europa, S.L. 
 
En escrito de 18 de enero de 2011 la parte ejecutante solicitó que se sustituyera el cumplimiento 
en especie de la Sentencia por una indemnización económica (lucro cesante). Mediante 
Providencia de 8 de abril de 2011, el Juzgado acordó continuar los trámites de ejecución para 
sustituir la ejecución en especie por una indemnización por daños y perjuicios que ascendía a un 
importe de 18.126.648,33 €. 
 
Con fecha 30 de abril de 2014, el Juzgado de Primera Instancia nº8 de Granada dictó un auto 
fijando definitivamente las cantidades objeto de condena. El principal se fijó en un total de 
14.791.373,37 €, que deberá de incrementarse con los intereses y costas de la ejecución 
presupuestados (4.390.275 €) por lo que el total de la deuda asciende a 19.181.648,37 €.  
 
Con fecha 23 de enero de 2015, el juzgado acuerda mediante decreto el embargo de los frutos y 
rentas que perciba la sociedad por cualquier negocio o explotación gestionada directamente por 
ellos o por terceros, requiriéndola para que proceda a ingresar en la cuenta de consignaciones del 
juzgado las cantidades que obtuvieran por estos conceptos. Con fecha 28 de mayo de 2015, 
finalizada la temporada 2014/2015, Promonevada procedió a ingresar la cantidad de 130.000 € a 
cuenta de los frutos y rentas del Hotel Ziryab. 
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Por otro lado, mediante decreto de fecha 20 de febrero de 2015, se acordó la administración 
judicial de la explotación de las semanas propiedad de Promonevada, S.A. “en liquidación” en el 
Apartamento Trevenque y la explotación de las plazas de aparcamiento propiedad de dicha 
entidad, procediendo al nombramiento de administrador judicial. 
 
A 30 de junio de 2015, la sociedad Promonevada había aplicado 3.480.581,39 € en concepto de 
pagos a cuenta de la mencionada condena. 
 
Mediante subasta celebrada en el mes de septiembre de 2015, el Hotel Ziryab fue adjudicado a la 
Empresa Pública de Gestión de Activos (EPGASA) por importe de 7.759.059,39 € y la cafetería-
restaurante a la empresa Inversiones Brijan, S.A. por un total de 1.400.000 €.  
 
A 13 de noviembre de 2015, la deuda por el principal pendiente de pago ascendía a 1.206.601,77 
€. A esa fecha se estaba pendiente de aportar aval bancario por el importe del presupuesto de 
intereses y costas por un total de 4.390.275 €, a fin de paralizar la ejecución. 
 
El 22 de febrero de 2016 el juzgado dictó decreto acordando entregar a Inversiones Brijan, S.A. 
testimonio del decreto de adjudicación de la finca a su favor como título de propiedad, sin que 
haya solicitado aún la posesión judicial de la finca.  
 
Dificultades para la liquidación de la sociedad Promonevada S.A. 
 
A la fecha de finalización de los trabajos de campo los únicos activos que posee Promonevada son 
34 plazas de aparcamiento y las acciones sobre el 84,61% del capital social de Apartahotel 
Trevenque. 
 
Las 34 plazas de aparcamiento se pusieron a la venta en febrero de 2016, aunque a la fecha de 
finalización de los trabajos de campo aún no se han enajenado. Si bien, Cetursa podría adquirirlas 
en contraprestación de las deudas que ha satisfecho en nombre de Promonevada.  
 
En cuanto a las acciones de Apartahotel Trevenque S.A. no hay previsión de venta a corto plazo, 
dado que en el capital del apartahotel también participan 330 accionistas particulares y la actual 
explotación del establecimiento30 en régimen de aprovechamiento por turno dificulta su venta.  
 
Dada la evidente dificultad para la liquidación de la sociedad, la comisión liquidadora de 
Promonevada plantea la posibilidad de que las deudas que queden pendientes de pago sean 
satisfechas por los socios, o asumidas por éstos en el caso de no estar vencidas, procediendo con 
posterioridad a la adjudicación de activos como dación en pago de dichas deudas. Los restantes 
activos se adjudicarían a los socios como pago de su cuota de liquidación, procediendo a dar por 
finalizado el proceso de liquidación de la sociedad.  
 

 

                                                           
30 Contrato de cesión de uso, suscrito entre la sociedad Apartahotel Trevenque S.A. y la asociación Sierra Nevada Sport Club el 24 de 
junio de 1996, por un periodo de 50 años prorrogable. 
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ANEXO 3 
8.3. Organigrama  
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9. ALEGACIONES PRESENTADAS Y TRATAMIENTO DE LAS MISMAS EN LOS 
SUPUESTOS QUE NO HAYAN SIDO ADMITIDAS O SE ADMITAN PARCIALMENTE 
 

CUADRO ESTADÍSTICO 
Alegación No consideración 

alegación Admitida Parcialmente 
admitida 

Justificación, aceptación 
del hecho, etc. 

Evidencia, falta 
documentación TOTAL 

1    X   
2   X    
3     X  
4    X   
5 X      
6  X     
7  X     
8    X   
9    X   

10    X   
11    X   
12    X   
13     X  
14    X   
15    X   
16    X   
17    X   
18    X   
19     X  
20     X  
21    X   
22    X   
23    X   
24    X   
25    X   
26    X   
27    X   
28    X   
29    X   
30    X   
31    X   
32    X   
33    X   
34    X   
35    X   
36    X   
37    X   
38    X   
39    X   
40    X   
41     X  
42    X   
43    X   
44    X   
45    X   
46    X   
47    X   
48    X   
49    X   
50    X   
51    X   

TOTAL 1 2 1 42 5 51 
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ALEGACIÓN Nº 1, AL EPÍGRAFE 2 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 
 
El punto de partida para cualquier análisis de Cetursa Sierra Nevada S.A y/o Cetursa, es que no 
hay duda de que Cetursa es una Sociedad Mercantil del Sector Público Andaluz (art 3,c del Decreto 
1/2012 y la Ley 3/2012 de la Junta de Andalucía) atendiendo a la definición que de las sociedad 
mercantiles del Sector Público andaluz hace el art. 4.1 del Texto Refundido de la Ley General de 
Hacienda Pública de la Junta de Andalucía. 
 
Y en este sentido, se han aplicado al personal de la misma, todas las medidas que en dicha 
normativa se establecen con carácter general para las sociedades mercantiles del sector público 
andaluz, (art. 3, c) del Decreto 1/2012 y la Ley 3/2012 de la Junta de Andalucía) pero no las 
medidas que sólo y de forma expresa afectan a las "sociedad instrumentales" de la Junta de 
Andalucía. Señalar que esta aplicación ha sido conforme a derecho ya que ha dado lugar a 
sentencias favorables para la empresa de diferentes Juzgados de lo Social de Granada, tanto en lo 
que se refiere a la aplicación que se ha hecho de estas medidas para los trabajadores de Cetursa 
sujetos al Convenio de Hostelería, como a los regulados por el Convenio de Remontes en los 
diferentes conflictos colectivos, que se le ha planteado a esta sociedad, por ambos comités de 
empresa. 
 
Y decimos esto, porque creemos que existe una confusión a la hora de determinar la naturaleza 
jurídica de la sociedad CETURSA SIERRA NEVADA S.A. al considerarla de inicio como Sociedad 
Instrumental de la Junta de Andalucía, regulada en la Ley de Administración de la Junta de 
Andalucía (LAJA), Ley 9/2007 de 27 de Octubre. Así: 
 

A) El art. 1. de la LAJA, establece: 
 

“1.- La presente Ley regula la organización, el funcionamiento y el régimen jurídico de la 
Administración de la Junta de Andalucía, así como las especialidades del procedimiento 
administrativo común que le son propias. 

 
Asimismo, regula los principios generales de la organización, funcionamiento y régimen jurídico de 
las entidades instrumentales de la Administración de la Junta de Andalucía. 
 

2.- Las entidades mencionadas en el párrafo segundo del apartado anterior sujetarán su 
actividad a esta Ley en todo caso cuando actúen en el ejercicio de potestades administrativas.” 
 
Cetursa no tiene potestades administrativas. 
 

B) El art 50.1 de la LAJA., establece: 
 
"Tiene la consideración de entidades instrumentales de la Administración de la Junta de 

Andalucía, a los efectos de esta Ley, las entidades dotadas de personalidad jurídica propia, 
creadas, participadas mayoritariamente o controladas efectivamente por la Administración de la 
Junta de Andalucía o por sus entes públicos, con independencia de su naturaleza y régimen 
jurídico, que tenga por objeto la realización de actividades cuyas características por razones de 
eficacia justifiquen su organización". 
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Señalándose posteriormente en art. 52.1, b que: 
 

1. Las entidades instrumentales de la Administración de la Junta de Andalucía se clasifican en: 
 
a) Agencias 
b) Entidades instrumentales privadas. 
 

Incluyéndose en el apartado b) de este punto 1.a: las "Sociedades mercantiles del sector Público 
Andaluz". 
 
Y entre las cuales podría entenderse, en un primer momento y con la lectura literal de esta norma, 
que se encuentra Cetursa, cuya participación pública devino en un primer momento a través de las 
diferentes ampliaciones de capital por parte IFA (hoy Agencia IDEA) Y SOPREA, cambiando esta 
situación en el año 2010, por la transmisión de las acciones de IDEA y SOPREA, (que suponían el 
95,90% de participación en el capital social de esta Sociedad, tras diversas ampliaciones de 
capital), a Patrimonio de la Comunidad Autónoma, con la adscripción a la Consejería de Turismo 
Comercio y Deporte). Todo ello, mediante una Resolución de 8 de Junio de 2010, de la Dirección 
General de Patrimonio de la Consejería de Hacienda y Administración Pública. (Se adjunta como 
documento número 1) 
 
Si bien esto es cierto, no se puede obviar que, en cualquier caso, a diferencia de lo que refiere el 
punto 1 del artículo 50 de la LAJA anteriormente reseñado, la presencia de la inversión o 
participación pública en el accionariado de Cetursa y de sus empresas del grupo, no vino motivada 
por razones de eficacia que justificaran una organización y desarrollo de un servicio público a 
través de una sociedad instrumental que buscara como objetivo una mayor proximidad a la 
ciudadanía. 
 
Sino que devino del hecho de que Sierra Nevada, al ser un motor económico en la provincia de 
Granada, justificó, ha justificado y justifica, la participación pública en Cetursa, por ser la empresa 
que gestiona y explota la estación de esquí, por falta de inversión privada. Pero esta Sociedad y las 
de su grupo no nacieron con vocación de prestar servicio público alguno, ni lo prestan a la 
ciudadanía, mediante la fórmula de sociedad instrumental, con la finalidad de ofrecer una mayor 
agilidad y eficacia en dichas prestaciones, como si ocurre por ejemplo con otras sociedad 
mercantiles del Sector Público andaluz. Caso, entre otros de, VEIASA, Sociedad Pública de la Junta 
de Andalucía de verificaciones industriales, como la ITV, etc. 
 
Cetursa vende forfaits, su objetivo es industrial y comercial y sus destinatarios son clientes y no 
ciudadanos, en el sentido que pretende la ley, de receptores de servicios públicos. De hecho, no 
tiene potestad ni autoridad administrativa alguna, tal y como refiere para las sociedades 
instrumentales apartado 2 del artículo 1 de la LAJA. 
 
De hecho y si bien Cetursa, como Sociedad mercantil participada, se somete para contratar obras 
y servicios determinados al proceso establecido para estas empresas en la Ley de Contratos del 
Sector Público con el fin de garantizar la concurrencia y publicidad, no es poder adjudicador, según 
establece el artículo 3.3 de esta Ley 30/2007, de 30 de Octubre de Contratos del Sector Público: 
 
Art. 3.3) -Se considerarán poderes adjudicadores, a efectos de esta ley, los siguientes entes, 
organismos y entidades: 
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a) Las Administraciones públicas. 
b) Todos los demás entes, organismos o entidades con personalidad jurídica propia 

distintos a los expresados en la letra a) que hayan sido creados específicamente para 
satisfacer necesidades de interés general que no tengan carácter industrial o 
mercantil, siempre que uno o varios o varios sujetos que deban considerarse poder 
adjudicador de acuerdo con los criterios de este apartado 3 financien 
mayoritariamente su actividad, controlen su gestión o nombren a más de la mitad de 
los miembros de su órgano de administración, dirección o vigilancia". 

c) Del mismo modo, y desde el punto de vista formal, tampoco podemos interpretar que 
Cetursa cumple con los requisitos que exige para competencia y procedimiento de 
creación, el art. 76 de la LAJA, para estas las Sociedades Mercantiles del Sector Público 
andaluz, a las que se refiere y se incluyen en la LAJA. 

 
Así, el art. 76.1, señala que: Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Social nº 

1543/2015: 
 
"1. Corresponde al Consejo de Gobierno autorizar la creación de sociedades mercantiles 

del sector público andaluz, en los términos y condiciones previstos en la legislación patrimonial de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

 
Añadiendo en el punto 2, que: El acuerdo del Consejo de Gobierno de autorización para la creación 
de las sociedades mercantiles del sector público andaluz constituye un acto administrativo que 
deberá ser objeto de publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y que deberá 
especificar como contenido mínimo obligatorio: 

 
Y dentro del contenido mínimo que se exige en su constitución, mediante el procedimiento referido 
anteriormente (acuerdo del Consejo de Gobierno, publicación en el BOJA), refiere: 

 
a) Denominación 
b) Forma Jurídica de la Sociedad 
c) Descripción de las actividades que integran el objeto social 
d) Facultad de participar o crear otras Sociedades Mercantiles 
e) Participación de la Administración en el capital social, así como mecanismos para garantizar 

el mantenimiento de la posición de participe mayoritario cuando sea oportuno por razón de 
interés público. 

f) Líneas básicas de su organización y funcionamiento de la administración de la sociedad y, 
en su caso, del consejo de administración. 

g) Tampoco en sus estatutos se incluyen la Consejería o agencia de adscripción 
 

Asimismo, el acuerdo de incorporar y aprobar el proyecto de estatutos y el plan inicial en los 
mismos términos que los establecidos para las Agencias". 
  
Pues bien, en el caso de Cetursa, su creación no fue autorizada por el Consejo de Gobierno, ni fue 
publicado en el BOJA, ni tampoco la posterior participación pública en su accionariado, mediante 
sucesivas ampliaciones de capital, y ni mucho menos, el proyecto de sus estatutos, ni sus 
posteriores modificaciones, ni tampoco se ha establecido, ni se ha publicado en el BOJA, ningún 
plan inicial de actuación en los mismos términos que los establecidos para las agencias. 
Condiciones todas estas exigibles en la constitución y creación de las entidades instrumentales a 
las que se refiere esta LAJA. 
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Tampoco, hasta la fecha, existe mecanismo alguno en sus estatutos que garantice la participación 
de la Administración en el capital social que no sean los propios del ámbito mercantil (los 
establecidos en la Ley de Sociedades de Capital), ni mecanismos para garantizar el mantenimiento 
de la posición de participación de la Administración de forma mayoritaria, cuando sea oportuno 
por razón del interés público. Ni en sus estatutos actuales se incluyen la consejería o agencia de 
adscripción. 
  
Cetursa se constituyó en el año 64 con participación exclusivamente privada, y con una mayoría en 
el accionariado del Banco de Granada. Fue a partir del año 84, cuando el antiguo IFA (hoy IDEA) a 
través de Soprea valoró la necesidad de sanear la empresa económicamente al comprobar el 
potencial económico que tenía la Estación de Esquí de Sierra Nevada en esa época (se encontraba 
absolutamente obsoleta y en quiebra) como motor económico de la provincia de Granada 
generando puestos de trabajo directos e indirectos. Este potencial justificaba la participación 
pública en su saneamiento económico y en su empuje de inversiones y desarrollo, a través de 
sucesivas ampliaciones de capital, todas ellas previstas para llevar a cabo las grandes inversiones 
de remontes, nieve artificial, apertura de nuevas pistas, etc... que eran inviables sólo con los 
beneficios de explotación al ser inversiones muy costosas, y que, en definitiva, han hecho que 
Sierra Nevada esté entre las mejores Estaciones de Esquí de Europa. Siendo incluso copiado este 
modelo de inversión pública en otras comunidades autónomas, en cuanto a la inversión y apoyo 
público en Estaciones de Esquí, como es en el caso de Aragón a través de la empresa pública de 
ARAMON. 

 
Todo ello sin olvidar que Cetursa y las empresas de su grupo, se vienen autofinanciando desde el 
2004, año de la última ampliación de capital, y sin ningún tipo de ayuda o dotación pública. De 
hecho, cuando se presenta Programas de Actuación Inversión y Financiación (PAIF), por ser 
mercantil participada, se hace con carácter muy estimativo puesto que los ingresos y los gastos de 
esta sociedad dependen exclusivamente de la facturación que se haga durante cada temporada de 
esquí. 
 
Y esta es, y ha sido por el momento, la única justificación de la inversión pública en Cetursa y 
Promonevada, al igual que ocurrió en su época en empresas de otros sectores en otros territorios, 
tales como "Santana Motor". Pero en ningún caso, la justificación de la participación pública ha 
sido la de agilizar la prestación de un servicio público, dándole una mayor eficacia y cercanía al 
ciudadano (es más, ni siquiera podría encargársele una encomienda de gestión). 

 
De hecho, no es sino, a partir del 2016 cuando, siguiendo indicaciones de Patrimonio de la Junta y 
de la Consejería de Turismo y Deporte a la que esta Sociedad está adscrita, cuando se ha 
comenzado a realizar los trámites de modificación de estatutos para que los mismos sean 
revisados y aprobados por el Consejo de Gobierno, incluyendo el nombramiento de la Consejera 
Delegada, que como ya se ha dicho, simplemente fue nombrada por nuestro Consejo de 
Administración a propuesta de nuestro accionista mayoritario. Ya que hasta 2016 las únicas 
modificaciones que se han llevado a cabo en los estatutos de la sociedad, en los 50 años de vida 
social  de la empresa, han sido las propias que le eran necesarias para su tráfico mercantil y 
aquellas que venían exigidas por la propia Ley de Sociedad de Capital. Siendo éstas, propuestas al 
Consejo de Administración y aprobadas por la Junta General de Accionistas, sin que previamente 
se hubieran tenido que aprobar por el Consejo de Gobierno.  Sin que nadie (auditor externo o la 
Junta de Andalucía) haya puesto reparo hasta la fecha. 
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Por todo lo argumentado, no se puede hablar de incumplimiento de la LAJA por parte de Cetursa. 
Es más, cuando la Cámara de Cuentas interpreta en su informe que Cetursa ha incumplido con la 
LAJA, no ha tenido en cuenta la realidad de esta sociedad que tiene  naturaleza mercantil y que 
sus relaciones internas y externas son reguladas por leyes de carácter privado y no público, ni 
administrativo.  Además, no ha tenido en cuenta que a lo largo de 50 años de vida social ha 
pasado por diferentes propietarios, que han determinado su proceder y la normativa que se le ha 
venido siendo aplicando. 

 
De hecho, hasta la Resolución de 8 de junio del 2010 en la que Dirección General de Patrimonio de 
la Consejería de Hacienda y Administración Pública comunica a Cetursa que las acciones que 
pertenecían a la Agencia de Innovación y Desarrollo de Andalucía y a SOPREA, se incorporan al 
Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, esta Sociedad ha sido sometida a 
determinadas normativas y controles financieros por parte de la Junta de Andalucía, y siempre ha 
actuado de forma y de fondo siguiendo las directrices que nos marcaba el accionista mayoritario 
IDEA y SOPREA, y nuestro Consejo de Administración, cuya mayoría era designada por esos 
accionistas.  (Se remite al documento número 1)  
 
De hecho, es a partir de ese momento cuando se empieza a cuestionar por la Administración 
andaluza, si esta Sociedad pertenece o no a la LAJA, ya que, era y es claro que Cetursa es sociedad 
del sector público andaluz, pero no de carácter instrumental de la LAJA.  
 
Prueba de que la pertenencia o no a la LAJA de Cetursa como Sociedad Instrumental hasta la fecha 
es cuestionable, no es hasta el año 2016 cuando siguiendo indicaciones de Patrimonio de la Junta 
y de la Consejería de Turismo y Deporte a la que esta Sociedad está adscrita, se empiezan a 
realizar los trámites de modificación de estatutos para que los mismos sean revisados y aprobados 
por el Consejo de Gobierno, incluyendo como así lo exige la LAJA el nombramiento de nuestra 
Consejera Delegada (alta dirección), para así ya, poder considerarla, al menos formalmente, como 
sociedad instrumental y poder incluirla dentro de la LAJA. (Se adjunta como documento número 2, 
el Informe de Validación del Servicio de Legislación y Recursos de la Secretaría General Técnica de 
la Consejería de Turismo y Deporte, correspondiente al expediente de aprobación de estatutos”, de 
fecha 3/08/2016).  

 
Por tanto, solicitamos a la Cámara de Cuentas que tenga en cuenta esta alegación al informe, 
pues la LAJA no sería de aplicación a Cetursa Sierra Nevada S.A. en los términos expuestos. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

 
A pesar de que en el epígrafe 2 del informe no se realiza referencia alguna a la inclusión de 
Cetursa en la Ley 9/2007, de 27 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía (LAJA), 
la entidad presenta esta alegación exponiendo los argumentos por los que considera que la citada 
norma no le resulta de aplicación:  

 
- El origen privado de la mercantil (creada en el año 1964) y 

 
- Que su actividad no consiste en realizar un “servicio público a la ciudadanía”. 
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Para responder a los argumentos planteados en la alegación se procede a delimitar la definición 
de “sector público instrumental y sociedades mercantiles del sector público andaluz”  

 
El ámbito subjetivo de la LAJA se establece en su artículo 1, extendiendo su aplicación a las 
“entidades instrumentales de la Administración de la Junta de Andalucía”. Por su parte, la 
delimitación de estas entidades instrumentales viene establecida en el artículo 50 ya transcrita en 
la alegación. 

 
En el artículo 52 se clasifican las entidades instrumentales, incluyendo como entidades 
instrumentales privadas a las Sociedades mercantiles del sector público andaluz, definidas a su 
vez en el artículo 75: 

 
“1.Tendrán la consideración de sociedades mercantiles del sector público andaluz las previstas en 
la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía y en la Ley del 
Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

 
2. Las sociedades mercantiles del sector público andaluz tendrán por objeto la realización de 
actividades comerciales o de gestión de servicios en régimen de mercado, actuando bajo el 
principio de la libre competencia. 

 
En ningún caso podrán ejercer potestades administrativas.” 

 
Por otro lado, el Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, define en su 
artículo 4 a las sociedades mercantiles del sector público: 

 
“1. Tendrán la consideración de sociedades mercantiles del sector público andaluz aquéllas en 
cuyo capital sea mayoritaria la participación, directa o indirecta, de la Administración de la 
Junta de Andalucía, de sus agencias y demás entidades de derecho público. 
 
2. Las sociedades mercantiles del sector público andaluz se regirán por la presente Ley, por la 
Ley 9/2007, de 22 de octubre, por la Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, por las disposiciones de desarrollo de las mismas; así como por su 
normativa específica y por las normas de Derecho civil, mercantil y laboral que les resulten de 
aplicación.” 
 
Por tanto, la sociedad cumple todos los requisitos establecidos en ambos cuerpos normativos: 

 
- Participación mayoritaria, el 95,90% de su capital pertenece al Patrimonio de la 

Comunidad Autónoma. 
 

- Control efectivo de la Administración de la Junta de Andalucía: la entidad está adscrita a 
la Consejería de Turismo y Deportes, cuyo Consejero y Viceconsejero ostentan los cargos 
de Presidente y Vicepresidente 1º del Consejo de Administración de la empresa. 

 
- Realiza actividades comerciales o de gestión de servicios en régimen de mercado, 

actuando bajo el principio de la libre competencia. 
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Las razones de eficacia e interés público que justifiquen la participación mayoritaria de la CCA no 
deben ser objeto de debate en el contexto de este informe de fiscalización.  
 
Por otro lado, en cuanto a lo expuesto en la alegación sobre la ausencia de potestades 
administrativas, se debe recordar que las sociedades mercantiles públicas, al tener personalidad 
jurídica privada en ningún caso podrán disponer de facultades que impliquen el ejercicio de 
autoridad (artículo 52.3 LAJA) ni ejercer potestades administrativas (artículo 75 LAJA). 
 
No se entiende la posición de la entidad en cuanto considera que no le es de aplicación la Ley de 
la Administración de la Junta de Andalucía, pero no cuestiona la aplicación de otra normativa de 
carácter presupuestario.  
 
Por último, el retraso en la elaboración y aprobación de los nuevos estatutos sociales, con el fin 
de adaptar su contenido al marco jurídico del sector público andaluz, no solo no es argumento 
para justificar la no aplicación de la norma, sino que supone, por el contrario, un nuevo 
incumplimiento por parte de CETURSA. 
 
 
ALEGACIÓN Nº 2, AL PUNTO 10 (ALEGACIÓN ADMITIDA PARCIALMENTE) 

Tal y como señala la Cámara de Cuentas en el anexo 2 punto 8.2 la situación de liquidación de la 
Sociedad Promonevada trae causa del litigio judicial desde el ejercicio 1996. 
 
Como consecuencia de la condena indemnizatoria derivada del procedimiento de ejecución de 
títulos judiciales nº 744/2004 del Juzgado de Primera Instancia nº 8 de Granada, hubo que 
provisionar el importe a cuyo pago fue condenada PROMONEVADA S.A. en liquidación (a partir de 
ahora Promonevada), por lo que la sociedad incurrió en causa de disolución, al existir pérdidas que 
dejaron reducido su patrimonio neto a una cantidad inferior a la mitad del capital social (art. 
363.e) de la Ley de Sociedades de Capital). Este precepto establece la obligación de disolución de 
la sociedad por pérdidas, a no ser que se aumente o se reduzca el capital en la medida suficiente, y 
siempre que no sea procedente la declaración de concurso. En la Junta General de la sociedad 
celebrada el día 13 de noviembre de 2013, se analizó la situación financiera de la sociedad, y se 
descartó la necesidad de solicitar la declaración del concurso de acreedores, dado que éste exige 
la existencia de una pluralidad de acreedores con deudas vencidas y exigibles que no puedan ser 
satisfechas con los medios de los que disponga la sociedad. En el caso de PROMONEVADA S.A., las 
deudas ordinarias siempre han sido satisfechas, disponiendo de tesorería suficiente para ello, pero 
no podía afrontar el pago de la deuda judicial, razón por la cual, descartado el concurso de 
acreedores al no existir una pluralidad de deudas vencidas y exigibles, por existir un solo acreedor, 
se adoptó el acuerdo de disolución de la sociedad, abriéndose por tanto el periodo de liquidación. 
Debiendo destacarse que en todo momento el activo de la sociedad ha sido y es superior a su 
pasivo, disponiendo por tanto de bienes suficientes para afrontar el pago de la deuda judicial. 
 
En el periodo de liquidación de la sociedad, es obligación de la Comisión Liquidadora proceder a la 
enajenación de los bienes sociales y percibir los créditos, para pagar todas las deudas de la 
sociedad con el importe que se obtenga, y en su caso, proceder al reparto entre los socios del 
activo resultante tras dicho pago, tal y como determinan los arts. 385, 387 y 390 de la Ley de 
Sociedades de Capital.  00
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Durante el periodo de liquidación, PROMONEVADA S.A. ha continuado con su actividad de 
explotación del Hotel Ziryab, hasta su venta en subasta, y de su participación en el APARTAHOTEL 
TREVENQUE, haciendo frente al pago de todas las deudas ordinarias derivadas de esta actividad, 
sin que en ningún momento le haya sido reclamada deuda alguna ni por vía judicial ni 
administrativa, ni siquiera por vía extrajudicial.  
 
En cuanto a la deuda derivada del procedimiento judicial, se ha procedido a la enajenación de la 
gran mayoría de los activos de PROMONEVADA S.A., hasta cubrir las sumas reclamadas.   
 
Como resumen, es necesario recordar que durante el año 2015 se procedió a la venta en subasta 
pública, en el procedimiento judicial,  de las fincas que conforman el HOTEL ZIRYAB, fincas nº 9456 
y 9457 del Registro de la Propiedad nº 6 de Granada, subasta que se celebró el día 16 de 
septiembre de 2015, siendo adjudicadas a los mejores postores, respectivamente.  
 
Tras la subasta, quedó pendiente de pago un principal, cantidad que se obtuvo de la venta a 
CETURSA SIERRA NEVADA S.A. de varios activos de PROMONEVADA S.A., según acuerdo adoptado 
por la Comisión Liquidadora celebrada el día 13 de noviembre de 2015, en concreto los siguientes: 
 
- Local guardaesquíes y 147 plazas de aparcamiento. 
- Mobiliario y marca del Hotel Ziryab. 
 
Con posterioridad, en reunión de 29 de diciembre de 2015, la Comisión Liquidadora aceptó una 
oferta de compra de diversos inmuebles realizada por CETURSA SIERRA NEVADA S.A. Con el 
importe obtenido, se pudo ingresar en la cuenta de consignaciones del Juzgado la cantidad 
solicitada por intereses y costas, quedando pendiente el procedimiento de la liquidación de 
intereses y tasación de costas.  
 
En todas las reuniones de la Comisión Liquidadora, desde su constitución al acordarse la disolución 
de la sociedad, se ha analizado el estado financiero de la misma, y en concreto si se encontraba o 
no en estado de insolvencia, en los términos previstos en el art. 2 de la Ley Concursal, que califica 
la insolvencia el estado del deudor que no puede cumplir regularmente sus obligaciones exigibles. 
Como se ha indicado con anterioridad, la única deuda que no podía afrontarse con los fondos 
derivados de la actividad empresarial de PROMONEVADA S.A. era la derivada del procedimiento 
judicial, que ha sido abonada por la enajenación de los dos inmuebles en el procedimiento judicial 
y por las ventas de activos a CETURSA SIERRA NEVADA S.A. dentro del proceso de liquidación. 
 
La Comisión Liquidadora ha vigilado escrupulosamente el estado de la sociedad, y puesto que ha 
hecho frente a todos los pagos ordinarios de forma regular, no existiendo deudas vencidas y 
exigibles, ni le han sido reclamadas otras deudas por vía alguna, pudiendo abonar la deuda 
judicial con la venta de activos, no se ha encontrado en ningún momento en estado de insolvencia. 
A tal efecto, no se ha dado ninguno de los supuestos en que el art. 2.4 de la Ley Concursal presume 
el estado de insolvencia del deudor: el sobreseimiento general en el pago corriente de las 
obligaciones del deudor, la existencia de embargos por ejecuciones pendientes que afecten de una 
manera generalizada al patrimonio del deudor, el alzamiento o la liquidación apresurada de los 
bienes, el incumplimiento generalizado de las obligaciones tributarias, de cuotas de la Seguridad 
Social, salarios e indemnizaciones durante un periodo de tres meses anteriores a la solicitud del 
concurso.  
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Por otro lado, en todo momento el activo de la sociedad ha sido más que suficiente para satisfacer 
las deudas no ordinarias, pues de otro modo la  Comisión Liquidadora habría procedido a solicitar 
el concurso de acreedores para que todos ellos cobraran en la misma proporción, manteniendo el 
principio de par conditio creditorum. De hecho, en la actualidad, PROMONEVADA S.A. tiene unos 
activos que triplican el pasivo, lo cual implica que todos los acreedores van a cobrar íntegramente 
sus deudas, y quedará sobrante para repartir entre los socios en proporción a su participación en 
el capital social. Además, en el procedimiento judicial existe un sobrante de la cantidad 
consignada para intereses y costas de 400.000 €, pendiente de devolución a PROMONEVADA S.A. 
En conclusión: 
 

- El activo de PROMONEVADA S.A. siempre ha sido superior a su pasivo, existiendo bienes 
suficientes para que todos los acreedores cobren el 100% de sus créditos 

- Las deudas derivadas de la actividad ordinaria han sido satisfechas sin que existan 
reclamaciones de ningún tipo. 

- La deuda judicial ha sido satisfecha con el importe obtenido por la venta de activos, tanto 
en vía judicial, como por las ventas efectuadas por la Comisión Liquidadora 

- En la actualidad, las deudas que quedan pendientes serán satisfechas con el precio que se 
obtenga de la venta de las acciones de APARTAHOTEL TREVENQUE S.A., quedando 
remanente para su adjudicación a los socios en pago de su cuota de participación en la 
sociedad. 

- Los auditores externos tanto de Promonevada como de Cetursa han dado por buenos la 
compra venta de los activos, así como su reflejo contable. 

 
Solicitamos a la Cámara de Cuentas la eliminación de su apreciación en el informe definitivo. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

Tal y como la entidad afirma en su alegación, la deuda de Promonevada derivada del 
procedimiento judicial ha sido abonada con los importes obtenidos por la enajenación de 
inmuebles en el procedimiento judicial y por las ventas de activos a Cetursa Sierra Nevada, S.A.  
 
Si bien Promonevada ha hecho frente a la deuda judicial, no dispone de medios ni tiene la 
capacidad de generar los recursos necesarios para hacer frente a los pagos dimanantes de su 
actividad ordinaria: sueldos y salarios, obligaciones tributarias y con la Seguridad Social,…  
 
Hasta el momento no se han producido impagos a terceros ajenos al grupo porque, ante la falta 
de liquidez de Promonevada, ha sido Cetursa quien ha estado afrontando los pagos de estas 
deudas (823.952,57 €). 
 
Según consta en el Acta de la Junta General Universal de Socios de Promonevada S.A. en liquidación 
de 27 de diciembre de 2016, las deudas de Promonevada ascendían en dicha fecha a 3.027.818,87 
€, mientras que en tesorería y clientes la cantidad era de 328.590,00 €. Por tanto, las necesidades de 
tesorería de Promonevada para poder liquidar las deudas eran de 2.699.228,87 €. 
 
Pese a que el valor del activo de Promonevada es superior al de su pasivo, ésta carece de liquidez 
para afrontar el pago de sus deudas, ya que el principal activo de Promonevada son las acciones 
de Apartahotel Trevenque, S.A. (88% del activo total) cuya venta es muy difícil dada la existencia 
de socios particulares y la explotación del establecimiento en régimen de aprovechamiento por 
turnos. 
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Los motivos expuestos evidencian el riesgo de insolvencia de la sociedad y la obligación de 
exponerlo en la Memoria de las Cuentas Anuales. 
 

ALEGACIÓN Nº 3, AL PUNTO 11 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

La empresa matriz, Cetursa Sierra Nevada S.A. en modo alguno está haciendo frente a los pagos a 
terceros de la empresa Promonevada S.A. 
 
Lo que sí hizo Cetursa fue comprar determinados activos de Promonevada, con un carácter 
exclusivamente mercantil, que de manera indirecta dotó de liquidez a Promonevada S.A. para 
atender sus pagos a terceros, por sus obligaciones contraídas. 
 
Todas estas ventas se realizaron tras la publicación de la oferta en la página Web de la empresa 
para garantizar los principios publicidad y concurrencia. Ante la inexistencia de interesados, 
Cetursa Sierra Nevada S.A. Adquirió dichos activos por resultarle interesantes desde el punto de 
vista comercial. 
 
El interés que los activos adquiridos tienen para Cetursa está justificado en su objeto social, 
centrado en la explotación de la estación de esquí y montaña. Para ello, el buen funcionamiento 
de las actividades complementarias es clave, pues la mera explotación de remontes no garantiza 
la calidad del destino turístico en su conjunto. Una situación de especulación e incertidumbre con 
recursos estratégicos puede cuestionar su reputación de cara a futuros inversores, así como en su 
atractivo para el cliente final. De la misma forma la rentabilidad futura de los activos adquiridos 
redundara en el buen funcionamiento de la sociedad. 
 
Por lo cual entendemos que tanto las ventas, como las compras realizadas, están  completamente 
ajustadas a derecho. 
 
Solicitamos a la Cámara de Cuentas la eliminación de su apreciación en el informe definitivo. 

 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

La evidencia obtenida en el trabajo de campo contradice la afirmación contenida en el primer 
párrafo de la alegación: “Cetursa Sierra Nevada S.A. en modo alguno está haciendo frente a los 
pagos a terceros de la empresa Promonevada”.  
 
En el informe se describe lo expuesto en las Actas de la Comisión Liquidadora y de la Junta de 
Socios de Promonevada, S.A.: 
 
- En el Acta de la Comisión Liquidadora de Promonevada S.A. de 14 de marzo de 2016: 

“Cetursa ante la falta de liquidez por parte de Promonevada, S.A. en Liquidación, está 
pagando deudas por cuenta de la misma, poniendo como garantías las 34 plazas de parking 
de la planta -1. A este respecto Cetursa ya ha anticipado 298.000,00 €, para pago de nóminas 
y otros gastos, y posiblemente tenga que seguir poniendo dinero (…)” 
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- En el Acta de la Junta General Universal de Socios de Promonevada S.A. en liquidación de 27 
de diciembre de 2016:  

 
o “deuda con Cetursa Sierra Nevada S.A. por pago a terceros de deudas de Promonevada 

S.A: 823.952,57 €”. 
 

o “si bien el valor del activo de PROMONEVADA S.A. es superior al pasivo, lo cierto es que 
carece de liquidez para afrontar el pago de sus deudas, que están siendo afrontadas por 
pagos que está realizando CETURSA SIERRA NEVADA S.A., pues en otro caso se 
encontraría en estado de insolvencia, con la consiguiente obligación de instar el concurso 
de acreedores”. 

 
ALEGACIÓN Nº 4, A LOS PUNTOS 13 Y 14 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 
 
En referencia a los puntos 13 y 14, señalar que no existe tal incertidumbre, ya que en el ejercicio 
2014 se solicitó a Ernst & Young, auditores externos, un informe sobre el tema, que concluye 
diciendo que las decisiones tomadas por la empresa han tenido un impacto positivo sobre la 
situación financiera (se adjunta informe como documento 3).  
 
Este de fondo de maniobra negativo de 17.936.022€ se calcula por diferencia entre el Activo 
Corriente y el Pasivo Corriente y es la capacidad de maniobra que tiene la empresa para poder 
atender sus pagos a corto plazo y a la vez continuar con su actividad mercantil. Ante esto, los 
administradores de la Sociedad atienden al principio de empresa en funcionamiento  y estiman 
que los flujos de efectivo que genera el negocio y las líneas de financiación disponibles darán 
capacidad suficiente para la actividad.  
 
En el caso de Cetursa Sierra Nevada S.A. su porcentaje de efectivo es elevado y no provoca 
tensiones de liquidez (venta de forfait, parking, hostelería, etc.). Al ser una empresa cuya actividad 
es estacional y depende principalmente de cuestiones meteorológicas, como la nieve, los ingresos 
se concentran principalmente en los cinco meses de explotación invernal y permiten cubrir los 
gastos de todo el  año.  
 
Es por tanto, una práctica habitual de la empresa condicionada a la actividad, la disposición de 
pólizas de crédito en los meses de menor generación de ingresos que inmediatamente se vuelven a 
cubrir con los primeros ingresos de la temporada. Si las cuentas se formulasen en febrero, dicha 
deuda no existiría al estar cubiertas todas las pólizas, como  pasa en la actualidad. Cetursa tiene 
en la temporada de invierno todas las pólizas  cubiertas. Y dispuestas de manera progresiva  a lo 
largo del estío. 
 
Esta advertencia se repite todos los años, en todos los informes de auditoría, lo cual pone de 
manifiesto, que al no tener problemas en ningún ejercicio, dicha práctica es acertada, pero es 
obligación de los Auditores hacerlo constar. 
 
Además manifestar que este modelo de gestión se viene aplicando hace muchos  años, sin que 
haya habido ningún problema y que se está trabajando por trasladar la deuda de corto a largo 
plazo.  
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Se trabaja con todas las entidades del mercado bancario sin excepción, se cuenta con la confianza 
de todas ellas, a las cuales se les remite nuestra situación financiero/contable de manera 
periódica, y cumplimos los plazos de pago determinados normativamente sin ningún tipo de 
tensión de tesorería. 
 
Cetursa se autofinancia con los ingresos de su actividad, dedicando los resultados a invertir y 
mejorar la actividad de la empresa, la última aportación de capital de los socios es de 2004 y 
desde entonces no ha recibido ningún tipo de ayuda o subvención pública. 
 
Igualmente, su capacidad para financiarse está en clara desventaja con respecto a sus 
competidores, el resto de empresas del sector público, pues además de no recibir transferencias 
para sus inversiones ni para su funcionamiento operativo, está excluida de la práctica totalidad de 
las ayudas de pública concurrencia. Por tanto, no tiene más opción que la del endeudamiento para 
cubrir sus operaciones, mientras que el resto de empresas industriales reciben ayudas públicas 
ordinarias para sus actividades. 
 
Pese a ello en los últimos diez años se han hecho inversiones por encima de los 100 millones de 
euros con cargo exclusivo a la cuenta de resultados. Así como, celebrado con éxito, innumerables 
pruebas deportivas, nacionales e internacionales, como: 
 

- Copa del Mundo de Freestyle-Skicross y Baches. En 2010. 
- Campeonato del Mundo junior de Snowboard. En 2012. 
- Super Final Copa del Mundo de Snowboard y Freestyle. En 2013. 
- Campeonato del Mundo Escolar. En 2014. 
- Universiada de Invierno. En 2015. 
- Campeonato del Mundo de Snowboard &Freestyle. En 2017. 

 
Las cuales requieren de grandes inversiones y gastos. 
 
Solicitamos a la Cámara de Cuentas la eliminación de su apreciación en el informe definitivo. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

El fondo de maniobra es aquella parte del activo corriente que se financia por el pasivo no 
corriente, es decir, con recursos a largo plazo; o dicho de otra manera, el excedente del activo no 
corriente de la entidad que quedaría después de hacer frente a los compromisos de pago a corto 
plazo. El fondo de maniobra es un indicador de liquidez.  
 
Aunque, como norma general, el fondo de maniobra ha de ser positivo, un fondo de maniobra 
negativo es normal en ciertos sectores (distribución, alimentación, etc.). También las empresas 
que tienen ciclos comerciales sujetos a fluctuaciones estacionales importantes (caso de Cetursa) 
pueden tener fondos de maniobra negativos sin que eso signifique obligatoriamente que su 
estado financiero sea malo.  
 
No obstante, en el caso de Cetursa, el elevado importe negativo del fondo de maniobra no se 
puede justificar con la estacionalidad de la actividad. 
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El informe de los auditores privados al que se alude en la alegación es de fecha 1 de septiembre 
de 2014, y se refiere a la mejora que se produjo en la situación financiera de Cetursa a lo largo de 
2014 (el importe negativo del fondo maniobra se reduce en 5.460.654€). No obstante, este ratio 
ha vuelto empeorar en el ejercicio 2015. De hecho, el propio informe de auditoría de las cuentas 
anuales consolidadas del ejercicio 2015, elaborado también por los mismos auditores, pone de 
manifiesto en el párrafo de énfasis una incertidumbre sobre la capacidad del grupo para continuar 
con sus operaciones debido al elevado importe negativo del fondo de maniobra.  
 

ALEGACIÓN Nº 5, ALEGACIÓN GENERAL (NO CONSIDERACIÓN DE ALEGACIÓN) 

 

ALEGACIÓN Nº 6, AL PUNTO 16 (ALEGACIÓN ADMITIDA) 

 

ALEGACIÓN Nº 7, AL PUNTO 17 (ALEGACIÓN ADMITIDA) 

 

ALEGACIÓN Nº 8, AL PUNTO 18 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Como cuestión previa, nos remitimos a la alegación recogida en el Punto 2 sobre Responsabilidad 
del Órgano de Dirección en relación con las Cuentas Anuales consolidadas y el cumplimiento de la 
Legalidad, sobre la inaplicación de la LAJA. 
 
No obstante, en Cetursa existe un “Manual de procedimientos operativos de RRHH” que regula 
todo lo referido a la contratación y selección de personal, desde la solicitud de incorporación de 
personal, el análisis de la necesidad de cubrir el puesto, oferta de la plaza según  los criterios de 
igualdad, mérito y capacidad, la selección de personal, entrevistas, evaluación, contratación, 
incorporación y proceso de tutoría.  
 
En el ejercicio 2015, objeto de la Auditoría, sólo se incorporó una persona con contrato  indefinido 
a Cetursa Sierra Nevada S.A.  
 
Esta trabajadora que pertenecía a la mercantil desde el 29/09/1994 fue trasladada de manera 
forzosa a la empresa Promonevada con fecha 09/09/1999.  
 
En el contrato firmado entre la trabajadora y el Director General de  Cetursa y Promonevada, se le  
reconoce el mantenimiento de los derechos laborales adquiridos, permaneciendo inalterables su 
antigüedad, jornada, vacaciones, pagas extras y demás derechos. El puesto de trabajo es el mismo 
que venía desarrollando en Cetursa con la misma categoría, funciones, retribuciones y demás 
ventajas. Y por último en dicho contrato, se le garantiza expresamente que en el caso de que por 
algún motivo no sea posible su trabajo en Promonevada S.A su regreso a Cetursa S.A. con todos 
los derechos. 
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Por todo, la empresa, tras la venta del hotel donde trabajaba, por un proceso judicial y en  subasta 
pública, y desapareciendo su puesto de trabajo en Promonevada S.A., estaba obligada a proceder 
a su reingreso en Cetursa, en cumplimiento del contrato firmado en 1999. (Información recogida 
en el documento 4)  
 
En la aclaración al punto 18 “llamada 7” se hace referencia a que desde 2011 se han incorporado 
a la empresa un total de 20 trabajadores fijos y fijos discontinuos. A lo que hay que añadir también 
que se han producido, en dicho periodo, 27 jubilaciones y 9 bajas por incapacidad. Es decir, 36 
trabajadores menos. La plantilla de Cetursa ha disminuido pues en 16 personas. 
 
Desde 2009 a 2016 se ha pasado de 829 trabajadores a 670 optimizando los recursos humanos. 
 
De las 20 incorporaciones, 11 de ellas corresponden a un acuerdo SERCLA de desconvocatoria de 
huelga que afectaba a los trabajadores más antiguos de cada departamento, atendiendo a lo 
recogido en el artículo 31 del convenio colectivo, por lo cual no se vulneraron derechos de terceros 
y el resto son contratos de relevo, obligados por ley. 
 
Solicitamos a la Cámara de Cuentas la eliminación de su apreciación en el informe definitivo, 
aunque se ha iniciado la mejora del procedimiento. 
 

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

No se presentan en el texto de la alegación argumentos que contradigan la incidencia 
manifestada en el informe: “la contratación de personal no ha ido precedida de convocatoria 
pública en medios oficiales ni de los procesos selectivos correspondientes que garanticen los 
principios constitucionales de igualdad, transparencia e imparcialidad, así como, los de mérito y 
capacidad”. Hecho que supone el incumplimiento del artículo 55 de la Ley 7/2007, de 12 de abril 
del Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP) y del artículo 77 de la LAJA. Esta incidencia se ha 
detectado en todas las incorporaciones de personal desde la entrada en vigor de las referidas 
normas. 
 
La alegación refiere la incorporación de sólo una trabajadora en el ejercicio 2015, no obstante, en 
el trabajo de fiscalización se han analizado los expedientes de trabajadores que se han 
incorporado a la empresa desde el ejercicio 2011 (con posterioridad a la entrada en vigor de la 
LAJA) y que durante el ejercicio fiscalizado continúan prestando sus servicios en la empresa (un 
total de 20 empleados), con independencia de los posteriores acuerdos del SERCLA. 
 
Respecto a los incumplimientos legales detectados, la entidad se limita a defender su no inclusión 
en el ámbito subjetivo de la Ley y a justificar que en los últimos ejercicios se ha disminuido la 
plantilla media. 
 
En relación con la primera cuestión, se debe reiterar de nuevo que tanto la entidad matriz 
Cetursa, como el resto de las empresas del grupo, pertenecen al sector público andaluz y están 
sometidas al ordenamiento jurídico aplicable a las sociedades mercantiles públicas, establecido en 
el artículo 4 de la Ley General de Hacienda Pública de la CAA (Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de 
marzo): 
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- Normativa específica. 
- Normas de Derecho civil, mercantil y laboral. 
- Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía. 
- Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
- Disposiciones de desarrollo de los cuerpos normativos citados. 

 
Además de su inclusión en el ámbito de aplicación del Estatuto Básico del Empleado Público 
(Disposición Adicional Primera). 
 
Los datos sobre la disminución de la plantilla de personal y la optimización de los recursos 
humanos de la entidad en los últimos ejercicios no han sido objeto de análisis ni se han 
cuestionado en el informe.  
 

ALEGACIÓN Nº 9, AL PUNTO 19 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Nos remitimos a lo dicho en el punto 18. 
                                                                                                                                                                                                                           
Nos encontramos con la dificultad puesta de manifiesto por la Cámara de Cuentas en el punto 21 
de que no se encuentra regulado en el convenio colectivo.  
 
De igual forma el art. 22 del TRL del Estatuto de los Trabajadores, da por desaparecida la figura de 
las categorías, única referencia a la organización del personal del convenio colectivo vigente en 
Cetursa, vinculado a promoción interna. Se pasa a la clasificación de grupos profesionales; 
agrupando a los trabajadores según aptitudes profesionales, titulación académica o profesional, 
contenido general de la prestación laboral, pudiendo incluir la especialización profesional, la 
función de responsabilidad y las tareas concretas. 
 
Normalmente el trabajador al que se le modifica la categoría viene desarrollando alguna función 
específica que requiere de dicha mejora. 
  
En todo caso hacemos nuestra la recomendación en lo referido a la mejora de estos procesos. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 
 
En la alegación se admite el incumplimiento manifestado en el informe de fiscalización y se 
justifica en la falta de regulación específica en el convenio colectivo. No obstante, la entidad 
manifiesta su intención de modificar los procesos de promoción. 
 

 
ALEGACIÓN Nº 10, AL PUNTO 20 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

El Convenio Colectivo de Cetursa Sierra Nevada es un convenio de empresa. 
 
Su redacción original, con la estructura actual, data de los años 80, antes de que la Junta de 
Andalucía rescatara a la empresa en crisis. 
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Se modificó en 1990, pero  sólo el art 31 de reconocimiento de la condición de fijo discontinuo. 
 
En el 2002, se estableció que la condición de fijo discontinuo se adquiría con 1550 días. 
 
En el 2003 se rebajó a 450 días. 
 
En el 2005 se incorporó el plus de conductor. 
 
Desde ese año sólo se ha modificado para incluir  las subidas salariales con el IPC. 
 
Como se puede ver, las modificaciones han sido mínimas, ya que es un convenio colectivo muy 
beneficioso para los trabajadores, el mejor del sector de toda España sin duda alguna. (Según un 
estudio comparativo con el resto de estaciones de esquí, realizado al efecto a través de un actuario 
independiente). 
 
Al no existir ninguna modificación respecto al anterior no se consideró preceptiva la petición de 
informe a la Consejería de Economía y Hacienda, según el art. 15 de la Ley 3/2008, de 23 de 
diciembre, de Presupuesto para el ejercicio 2009.  
 
Dando por hecho que la prorroga anual era una circunstancia inherente al convenio colectivo, que 
no suponía cambio alguno. 
 
Tener en cuenta la alegación general señalada en el epígrafe 5. 
 
Solicitamos a la Cámara de Cuentas la eliminación de su apreciación en el informe definitivo. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 
 
Los argumentos que presenta la alegación no contradicen los hechos manifestados en este punto 
del informe de fiscalización. Se limita la entidad a justificar el incumplimiento de la Ley de 
Presupuesto en que las revisiones realizadas en el texto del Convenio Colectivo de Remontes 
desde el ejercicio 1990 han sido mínimas. 
 
En cualquier caso, tampoco se dispone de los informes preceptivos ni previos ni posteriores a 
ninguna de las negociaciones de los convenios colectivos que estuvieron en vigor con anterioridad 
al ejercicio fiscalizado. 
 
ALEGACIÓN Nº 11, AL PUNTO 21 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 
 
Cetursa es consciente de que el principal problema que tiene desde el punto de vista laboral es la 
obsolescencia del Convenio Colectivo, que no se adapta a la realidad de la actividad de la empresa, 
como bien señalan, de igual forma que los representantes legales de los trabajadores son 
conocedores de las virtudes del mismo para sus representados, ya que el 90% del articulado 
contempla aspectos económicos, propio de otras épocas de bonanza económica que no nos 
corresponde valorar. 

 
Existen innumerables actas donde se ha intentado renegociar el convenio como por ejemplo en el 
Sercla 18/06/2012 punto 3, que dice “Para la negociación del Convenio Colectivo, se harán los 
trámites para comenzar la negociaciones lo antes posible, con objeto de que se realice en la 
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temporada actual” o el Sercla  18/20/2012 punto 3. “Las partes acuerdan constituir la Comisión 
Negociadora del Convenio el próximo día 17 de marzo a las 15,00 horas en la sede de la empresa.”  
Habiendo sido imposible  cualquier avance en dicho tema. (Se remite al documento número 5). 

 
La propia conflictividad de la empresa en los últimos años, demuestra los múltiples intentos 
realizados por Cetursa por modificar el convenio colectivo, sin que la Representación Legal de los 
Trabajadores haya propiciado puntos de encuentro dirigidos a cumplir este objetivo. 

 
Todo ello se ha visto agravado por la modificación del art. 86.3 del Estatuto de los Trabajadores 
señalando que “transcurrido un año desde la denuncia del convenio colectivo sin que se haya 
acordado un nuevo convenio, aquel perderá, salvo pacto en contrario, vigencia y se aplicará, si  no 
hubiere, el convenio colectivo de ámbito superior que fuera de aplicación”. 

 
Hubo que esperar a la Sentencia del Tribunal Supremo nº 5504/2014 del 22 de diciembre de 2014 
para tener clara la aplicación de la ultra-actividad de los convenios. Prevaleciendo el contrato 
laboral sobre la legislación básica de estar el convenio derogado, por lo que una denuncia de 
convenio no habría tenido efectos prácticos, salvo el de un aumento de la conflictividad laboral, 
con el consecuente efecto en la reputación del destino turístico y la cuenta de explotación de la 
compañía en caso de huelga. 
 
Por lo tanto, no sólo nos hemos encontrado con la oposición del Comité de Empresa para negociar 
un nuevo convenio, sino con un vacío legal durante más de dos años, en cuanto a la interpretación 
de la norma. 
 
Esto lo demuestra el hecho, tal como menciona en la llamada nº9, que el resto de convenios que 
aplicamos, cuya negociación no es competencia nuestra, tampoco se han renegociado. El 
Convenio de Hostelería de Granada de ámbito provincial, a día de hoy no está vigente, data de 
2012, y se está negociando. El convenio de Agencias de Viajes, nacional, es de 2013 y el convenio 
de aparcamientos de carácter nacional es de 2012. 
 
Son circunstancias ajenas a la empresa, en algunos casos y en otros tratando de evitar una 
conflictividad laboral que a nadie beneficia.  

 
Se da la circunstancia de que la Representación Legal de los Trabajadores amplifica su actuación 
trasladando la negociación colectiva al ámbito político, llevando los conflictos laborales al 
Parlamento, por el carácter público de la sociedad, cuando Cetursa no tiene más instrumentos de 
negociación que los propios de cualquier empresa de sector privado. Además, al no prestar ningún 
servicio público, no está sujeta a la declaración de servicios mínimos que puedan garantizar la 
actividad, que no sólo redunda en un menoscabo económico en caso de cese en la propia Cetursa, 
sino en las empresas de su entorno. 

 
El último informe realizado por la Universidad de Granada sobre el impacto económico de Cetursa 
Sierra Nevada s.a. concluye, que con una cifra de negocios de 30 mill. de €, la sociedad genera un 
impacto económico en producción de bienes y servicios de 411 mill de € directo e indirecto en el 
entorno (225 mill. en Sierra Nevada/50 mill. en Granada Capital/30 mill. en municipios del área  
metropolitana /7 mill. en otros municipios de la provincia/47 mill. en Andalucía/ 52 mill. en el 
resto de España.); Y  ha generado también un empleo directo e indirecto de 8.592 puestos de 
trabajo, siendo uno de los motores económicos de la provincia de Granada. 
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Se genera así una diabólica situación, en la que hay que aplicar y negociar con criterios del sector 
público una explotación sometida a la regulación laboral sin ninguna protección al respecto, 
desencadenando además un conjunto de consecuencias a terceros, que podrían ser dramáticas 
desde el punto de vista económico para empresarios y trabajadores de la estación. 
 
Solicitamos a la Cámara de Cuentas que incluya en el informe definitivo los intentos continuos de 
Cetursa por negociar el convenio colectivo 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 
 
La entidad trata de justificar el hecho manifestado en el informe alegando como motivo la 
dificultad de la negociación del convenio y en la conflictividad del colectivo de trabajadores 
afectados. 

 

ALEGACIÓN Nº 12, AL PUNTO 22 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Se analizarán en cada punto, pero se trata de derechos adquiridos de los trabajadores, que no 
admiten modificación. 
 
Sólo recordar la Sentencia, ya firme y ratificada por el TSJA,  núm. 212/2013 del Juzgado de lo 
Social nº 4 de Granada en la cual da la razón a Cetursa Sierra Nevada S.A. en su interpretación y 
aplicación de la Ley 3/2012 de Medidas Fiscales, Administrativas Laborales y en materia  de 
Hacienda Pública para el reequilibrio económico-financiero de la Junta de Andalucía. 
 
Ratificando las modificaciones que la empresa ha efectuado a los siguientes artículos del 
Convenio:  
 
1º,3º,4º,5º,6º,7º,9º,10º,11º,12º,13º,14º,15º,16º,17º,18º,20º,21º,22º,25º,26º,28º,32º,33º,36º, 
38º,40º,41º,42º y 43º. 
 
Lo que demuestra la intención indubitada del cumplimiento de las normas (sentencia recogida en 
el documento 6). 
 
Solicitamos a la Cámara de Cuentas que tenga en cuenta que no se contravienen los principios 
citados, al tratarse de derechos adquiridos que se abordarán en cada caso. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 
 
La alegación justifica los hechos manifestados en el informe. Se aporta información sobre 
sentencias judiciales favorables en relación a la aplicación de algunas de las medidas incluidas en 
la Ley 3/2012 de 21 de septiembre, de medidas fiscales, administrativas laborales y en materia de 
hacienda pública para el reequilibrio económico-financiero de la Junta de Andalucía.  
 
No obstante, y tal como se expone en los puntos 35 y siguientes del informe de fiscalización, el 
convenio de remontes sigue regulando condiciones retributivas contrarias a la normativa 
presupuestaria y que no han sido objeto de revisión. 
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ALEGACIÓN Nº 13, AL PUNTO 23 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Un organigrama es la representación gráfica de la estructura de una empresa o cualquier otra 
organización. Incluye las estructuras departamentales y hace un esquema sobre las relaciones 
jerárquicas y competencias en vigor. 
 
Es un modelo abstracto y sistemático que permite obtener una idea uniforme y sintética de la 
estructura formal de una organización, desempeñando un papel informativo; presenta todos los 
niveles de jerarquía y la relación entre ellos. 
 
Ese esquema orienta sobre la organización y estructura de la misma. El carácter o no de alta 
dirección de los puestos citados no está, por tanto, determinado por este supuesto organigrama. 
De hecho, el término “director” viene recogido en el Convenio Colectivo de Remontes como una 
categoría laboral, con el mismo carácter al resto. Por tanto, esta afirmación es una apreciación 
subjetiva. 
 
En cualquier caso, siempre se ha defendido, en todos los Organismos de la Administración 
andaluza por parte de esta Sociedad, atendiendo al marco normativo que le es aplicable y a la 
propia realidad de la misma, el hecho de que Cetursa no tenga más puestos directivos (de la Junta 
de Andalucía),  que el de la Consejera  Delegada, que fue nombrada primero Directora General, 
porque así lo permitía los Estatutos Sociales  y porque así lo decidió el Consejo de Administración 
de la Sociedad por acuerdo social, de fecha 2 de Julio de 2009, elevado a público el 13 de julio de 
2009, ante el Notario de Granada Juan Antonio López Frías, bajo el Num. 935 de su Protocolo, e 
inscritos en el Registro Mercantil de Granada, al tomo 822, Hoja GR-5.298, Inscripción 120, libro, y 
hoja O, Folio 106.  
 
Y posteriormente fue nombrada Consejera-Delegada por acuerdo, igualmente, del Consejo de 
Administración de fecha 12 de Julio de 2010, elevado a público ante el Notario de Granda Juan 
Antonio López Frías, bajo el Num. 1193 de su Protocolo, e inscritos en el Registro Mercantil de 
Granada al tomo 822, Hoja GR-5.298, Inscripción 123, libro O, Folio 1086. Ambos nombramientos, 
tanto como Directora, como posteriormente Consejera Delegada, que iban acompañados de la 
delegación de facultades que el Consejo de Administración de la Sociedad entendió oportuna, así 
como la delegación de la firma social y/o apoderamiento. 
 
Y ello fue así, porque es el Consejo de Administración el órgano de decisión, control y 
representación de la Sociedad y es el órgano que puede delegar las facultades de representación y 
contratación de la Sociedad, tal y como se recoge en los Estatutos Sociales de Cetursa Sierra 
Nevada S.A., en su artículo 19, incluido en el Título 111, relativo al Régimen y Administración de la 
Sociedad: 
 
 "La Sociedad será regida y administrada por la Junta General de Accionistas, Consejo de 
Administración y Consejeros Delegados." 
 
 Señalándose en el arto 36, que: 
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"El Consejo de Administración desempeñará su cargo conforme a lo establecido en el 
artículo 137 y concordantes de la repetida Ley. Estará revestido de los más amplios y absolutos 
poderes, en cuanto no se hayan reservado de una manera expresa a la Junta General y a él 
compete la gestión y representación civil, mercantil, administrativa y procesal de la compañía, que 
ostentará en todos sus derechos y acciones sin limitación, siendo expresadas a título enunciativo y 
no limitativo, las siguientes facultades" 

 
Estableciéndose, en letra h) e i), de este mismo artículo 36, como facultades del Consejo de 

Administración, entre otras: 
 
-"h) Delegar en cualquiera de sus componentes, el ejercicio de aquellas de sus facultades 

que Juzgue oportuno, y por el tiempo y condiciones que estime convenientes, sin más limitaciones 
que las establecidas por las Leyes, que adoptarán la denominación de Consejeros-Delegados en su 
antefirma, pudiendo ser mancomunados ó solidarios. 

 
i) Nombrar Gerentes. Directores y Jefes Administrativos, si así conviniere, con delegación 

de la firma social o sin ella, fijando sus sueldos, facultades, fianza a depositar, en su caso, para 
responder de la gestión, derechos y obligaciones, pudiendo sustituirlos o reemplazarlos." 

 
Así pues, según los Estatutos de la Sociedad el personal que ejerce funciones de alta dirección, es 
solamente la Consejera Delegada, (cuestión que siempre ha confirmado la Intervención de la Junta 
de Andalucía), con la delegación de facultades que el Consejo de Administración le hace mediante el 
mencionado acuerdo social, tal y como establece los Estatutos Sociales. Consejo de Administración, 
que es, en definitiva, y tal y como se ha señalado más arriba, el órgano de máxima dirección, gestión 
y administración de esta sociedad. Siendo este órgano el que, de acuerdo con sus facultades 
estatutarias, determinó, igualmente en su día, la cuantía de la retribución de la Consejera Delegada, 
atendiendo a las funciones, disponibilidad y responsabilidad, que en el ámbito de la actividad de la 
empresa, que iba a desarrollar, y que es la que se contiene en su contrato. 
 
La Consejera Delegada de esta Sociedad no fue nombrada mediante Decreto o algún tipo de 
Resolución Administrativa de la Junta, como si ocurre con otros Directores Generales de 
Sociedades instrumentales, Organismos Públicos, Agencias, Consorcios, Consorcios fundacionales 
etc., sino por un acuerdo social, de carácter puramente mercantil, a propuesta del accionista 
mayoritario. 
 
Tampoco los directivos de esta Sociedad, que en realidad no son más que los responsables de los 
diferentes departamentos referentes a la estación de esquí, tienen contratos de directivos, y ni 
menos aún de directivos de la Junta porque, en ningún caso, su contratación y/o desarrollo 
profesional dentro de la empresa han tenido nada que ver, ni en sus funciones, ni en sus 
responsabilidades, con gestión pública alguna. 
 
De hecho la consideración de directivos de la Junta deviene de una interpretación, bastante 
extensiva de la normativa andaluza, que se ha venido haciendo por diferentes órganos de la 
Administración Andaluza, entre ellas, la propia Cámara de Cuentas que se ha desviado,  de la 
verdadera naturaleza laboral de sus contratos, y la responsabilidad fáctica que estas personas 
tienen realmente en la empresa, y que en definitiva se limitan a la gestión de una estación de 
esquí con la complejidad y especialidad que ello conlleva.  

00
12

98
02



Número 31 - Martes, 13 de febrero de 2018

página 237 

Boletín Oficial de la Junta de Andalucía

Depósito Legal: SE-410/1979. ISSN: 2253 - 802X	 http://www.juntadeandalucia.es/eboja

BOJA

Pero es más, el personal que señala la Cámara de Cuentas, como directivo de la Junta, nunca han 
tenido conciencia de directivo de una sociedad instrumental de la Junta de Andalucía, ni nunca se 
les ha contratado, ni de hecho, ni de derecho como a tales, viniendo reguladas su relación laboral, 
desde su inicio con la empresa por el convenio de remontes, con las posteriores disminuciones 
salariales y demás medidas laborales, que, en virtud del Decreto-Ley 1/2012, de 19 de Junio, de 
Medidas Fiscales, Administrativas, laborales y en Materia de Hacienda Pública, para el reequilibrio 
económico-financiero de la Junta de Andalucía, ratificado por Decreto Ley 3/2012 de 24 de Julio, 
por el que se modifica en algunos aspectos el Decreto anteriormente referido 1/2012 de 19 de 
Junio, y la Ley 3/2012, de 21 de Septiembre, de Medidas Fiscales, Administrativa laborales y en 
Materia de Hacienda Pública para el reequilibrio económico-financiero de la Junta de Andalucía, 
que hace ley, el Decreto Ley 1/2012. Por ser, Cetursa sociedad mercantil participada, como se 
aplicaron al resto del personal de la empresa. 
 
En cualquier caso, el Acuerdo de 24 de julio de 2012, del Consejo de Gobierno, por el que se 
aprueba un conjunto de medidas relacionadas con el cumplimiento el Plan Económico-Financiero 
de reequilibrio de la Junta de Andalucía, en su artículo Segundo Punto 2 aclara que las medidas 
retributivas no afectan a directivos sujetos a convenio. De hecho, dice literalmente: 
 
“El resto de personal directivo no sujeto a convenio colectivo de las entidades señaladas en el 
artículo 3.b) y c) Decreto ley 1/2012, de 19 de junio, en ningún caso podrá percibir una retribución 
íntegra anual por todos los conceptos dinerarios o en especie, incluida la productividad y cualquier 
otro incentivo o concepto, excluida la antigüedad, superior a la fijada conforma a las reglas 
anteriores para las personas titulares de los cargos indicados en el apartado 1., de su entidad.” 
 
Asimismo, la ley de Presupuestos de la Junta de Andalucía desde 2013 en adelante también recoge 
la existencia en las sociedades mercantiles participadas de directivos-directores adscritos a 
convenio colectivo, dándoles un trato diferenciado, excluyéndolos de ese marco normativo. Así en 
la Ley de Presupuestos de la Junta de Andalucía para 2013 en su artículo 17, sobre Régimen 
económico del personal que ejerce funciones de alta dirección y del resto del personal directivo de 
las entidades del sector público andaluz, punto 1 se dice que: 
 
“La determinación y modificación de las condiciones retributivas del personal que ejerce funciones 
de alta dirección y resto del personal directivo, así como la de aquellos que mantengan una 
relación laboral asimilada a la alta dirección basada en la recíproca confianza de las partes y que 
no se halle incluida en el ámbito del convenio colectivo, de las agencias de régimen especial, de las 
agencias públicas empresariales, de las sociedades mercantiles y las fundaciones del sector público 
andaluz y de los consorcios a los que se refiere el artículo 5 del Texto Refundido de la Ley General 
de la Hacienda Pública de Andalucía serán autorizadas por la personal titular de la Consejería a la 
que se encuentren adscritas y requerirán el informe previo favorable de la Consejería de Hacienda 
y Administración Pública”. 
 
En el caso particular de Cetursa: 
 
 La persona titular de la Dirección de Montaña se incorporó a la sociedad en el año 1987 (antes 
de 2007), su contrato se enmarca en el convenio colectivo. Con lo cual, lo dispuesto en la ley de 
presupuestos en materia de retribuciones no le sería de aplicación. 
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 La persona titular de la Dirección Técnica se incorporó a Cetursa en el año 2006 (antes de 
2007), su contrato se enmarca en el convenio colectivo. Con lo cual, lo dispuesto en la ley de 
presupuestos en materia de retribuciones no le sería de aplicación. En este caso, la Cámara de 
Cuentas reconoce que sus retribuciones se ajustan. 
 
 La persona titular de la Asesoría Jurídica se incorporó a Cetursa en el año 1991 (antes de 2007), 
su contrato se enmarca en el convenio colectivo. Con lo cual, lo dispuesto en la ley de presupuestos 
en materia de retribuciones no le sería de aplicación. 
 
 La persona titular de la Subdirección se incorpora directiva/adjunta a la dirección en 2009 y sus 
retribuciones son adecuadas a la normativa presupuestaria, tal y como reconoce el informe de la 
Cámara.  
 
 La persona titular de la Dirección de Organización y Finanzas se incorpora en 2010 con un 
contrato de Director de Organización y Finanzas y sujeto a convenio a convenio. 
 
En cualquier caso, existe un debate al respecto, que ha sido aclarado por el Tribunal Supremo, Sala 
de lo Social nº 1543/2015, que establece de un modo claro y contundente quienes pueden 
considerar a efectos de la norma directivos de la Junta de la Junta de Andalucía, y en donde se 
desprende claramente aplicando estos criterios del Tribunal Supremos que el único directivo de 
Cetursa , en el sentido que señala la Cámara de Cuentas, tal y como siempre hemos defendido, es 
la Consejera Delegada de esta  Sociedad (se adjunta la sentencia como documento 7). 
 
La cuestión que plantea la sentencia es determinar la naturaleza jurídica, ordinaria o de alta 
dirección, de la relación que une al trabajador con una empresa pública, que ha de ajustar sus 
actividades al ordenamiento jurídico privado. 
 
Los mencionados trabajadores siguen siempre las directrices y expresas autorizaciones de sus 
superiores de igual modo que en Cetursa se siguen  las  de la Junta General de Accionistas, y del 
Consejo de Administración (órganos de gobierno) a través de la Consejera Delegada. 
 
La relación laboral por lo tanto es de carácter ordinario y no especial. 
 
Dichos trabajadores solo tienen poderes instrumentales, sin ostentar los generales de 
representación, sin facultad de decidir por su cuenta, su relación es laboral común, a pesar de su 
apariencia formal de alta dirección. 
 
Las relaciones laborales que se examinan en dicha Sentencia, son sustancialmente iguales, al 
tratarse en ambos casos de Gerentes provinciales de empresas públicas con funciones directivas 
intermedias dependiendo funcionalmente de sus Consejos de Dirección, de igual forma que esta 
empresa depende de un Consejo de Administración, de una Junta Gral. de Accionistas y de la 
Consejería de adscripción. Sin que conste que hubieran realizado funciones distintas de 
trascendencia a los efectos de variar el carácter de la relación jurídica. 
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El contrato de Alta dirección debe de acogerse al Real Decreto 1382/1985, de 1 de agosto. Y en 
nuestro caso solo lo es para la Consejera Delegada, tal y como establece su contrato. 
 
Remitiéndonos a las fuentes de la relación laboral, estas se regulan primero por las disposiciones 
legales y reglamentarias, después por los convenios colectivos y por último por la voluntad de las 
partes, manifestada en contrato, y en caso de conflicto se aplicara el más favorable al trabajador. 
Para que exista relación laboral de Alta dirección es necesario cumplir una serie de principios 
(SSTS/IV 12/sept/2014 –rcud 1158/2013 -y 12/sept/2014 –rcud 2591/2012): 
 
1.- Han de ejercitarse poderes inherentes a la titularidad de la empresa que incluyan decisiones 
fundamentales o estratégicas, implica la capacidad de llevar a cabo actos y negocios jurídicos en 
nombre de la empresa y actos de disposición patrimonial que obliguen a la empresa frente a 
terceros, afectando a los objetivos generales de la compañía no pudiendo ser calificados como 
tales  los que se refieren a facetas o sectores parciales de la actividad. 
 
Por lo tanto, es necesario un poder inherente a la titularidad jurídica de la empresa, pero global y 
completa. 
 
El hacer informes jurídicos, o coordinar los  recursos humanos, o garantizar la seguridad en las 
pistas, o el mantenimiento de los remontes, entendemos que no son poderes globales a encuadrar 
aquí. 
 
2.- La Alta Dirección ha de estar referida a la integra actividad de la empresa, requiriendo 
inexistencia de subordinación y que las decisiones afecten a temas estratégicos para el conjunto 
de la empresa. 
 
Los poderes atribuidos a los actores no alcanzan a los objetivos  generales, sino que se limitan al 
área funcional. 
 
3.- La Alta Dirección ha de ejercerse con autonomía y plena responsabilidad. 
 
En este caso todos reciben las instrucciones de la Consejera Delegada, y aun pudiendo ejercer 
funciones directivas ordinarias quedan sometidos al ordenamiento laboral común. (SSTS/social 
24/enero/1990,13/marzo/1990, 12/sept/1990, STS/IV 4/junio/1999-rcud 197/1998) 
 
4.-No cabe confundir el ejercicio de determinadas funciones directivas por algunos trabajadores, 
propias de organizaciones dotadas de cierta complejidad y que lejos de afectar a los objetivos 
generales de la empresa, se limitan al ámbito de un servicio técnico claramente instrumental 
respecto a la finalidad fundamental de esta, no pudiendo ser objeto de una interpretación 
extensiva. (SSTS/Social 24/enero/1990, 13/marzo/1990 y 11/ junio/1990, STS/IV 4/junio/1999-
rcud 1972/1998) 
 
5.- Lo que caracteriza la relación laboral del personal de Alta Dirección es la participación en la 
toma de decisiones en actos fundamentales de gestión de la actividad empresarial con los 
siguientes presupuestos : el ejercicio de poderes inherentes  a la titularidad de la empresa, el 
carácter general de esos poderes, que se han de referir al conjunto de la actividad de la misma, y 
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la autonomía en su ejercicio, solo subordinado al órgano rector de la sociedad.(SSTS/Social 
24/enero/1990 y 2/enero/1991, STS/IV 17/junio/1993-rcud 2003/1992 y 4/junio/1999-rcud 
1972/1998). En Cetursa Sierra Nevada s.a. todos los trabajadores, mencionados o no, han de 
seguir, acatar y cumplir las reglas, mandatos y disposiciones que le imponga la Consejera 
Delegada. 
 
En definitiva nos hemos de remitir a los  contratos  suscritos entre las partes, donde se mantiene 
una relación laboral de carácter común, con remisión al Convenio Colectivo de la empresa y al 
Estatuto de los Trabajadores de manera subsidiaria. 
 
El hecho de que exista una relación de confianza no es suficiente para apreciar la existencia de un 
trabajo de Alta Dirección, como tampoco lo es cualquiera que sea  el grado de autonomía en el 
trabajo, ya que dicha autonomía no equivale a la posición jerárquica que en el vértice de la 
organización como contempla el artº 1.2 del Real Decreto 1382/1985 (STS/IV 1/junio/1993-rcud 
2003/1992) 
 
Por tanto, la estructura referida por la Cámara de Cuentas como organigrama y la referencia a los 
puestos señalados se adecúa a la normativa que le es de aplicación. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 
 
El punto del informe en el que se inserta el texto de la alegación no pone de manifiesto ninguna 
incidencia ni incumplimiento, tan sólo describe la distribución de las distintas áreas y cargos de la 
empresa según el organigrama diseñado y aplicado en el ejercicio objeto de fiscalización. 
 
Los argumentos presentados por la entidad respecto a su estructura directiva se pueden clasificar 
en dos grupos: 
 
- En relación con la consejera delegada: Es la única figura del organigrama reconocida  en los 

estatutos como personal de alta dirección, conforme a lo dispuesto en el artículo 13 del 
TREBEP y el resto de la normativa presupuestaria. Este hecho se pone de manifiesto en el 
punto 23 del informe de fiscalización en los mismos términos que aparece en la alegación, 
por lo que no hay contradicción entre lo expuesto en el informe y la alegación presentada. 
 

- Resto del personal directivo: La empresa pretende justificar que los niveles calificados en el 
organigrama como áreas de dirección no representan más que categorías laborales asignadas 
a sus titulares y que responden sólo a aspectos formales de una organización sin llevar 
implícito ningún otro carácter sustantivo. Los argumentos presentados tratan de diferenciar 
los cargos directivos en la entidad de los “directivos de la Junta”, por entender que en esta 
empresa los puestos directivos no realizan “gestión púbica”, además de encontrarse 
incluidos en el convenio de remontes. 

 
Es cierto que las normas de derecho público presupuestario presentan una clasificación y 
calificación del cargo directivo que no coincide exactamente con la propia del derecho laboral, 
pues en éste ámbito a lo que se atiende únicamente es a la existencia o no de contrato de alta 
dirección conforme al R.D.1382/1985, de 1 de agosto, por el que se regula la relación laboral 
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especial de alta dirección, en tanto que en el derecho público presupuestario se tienen en 
consideración otras cuestiones tales como lo señalado en sus estatutos (alta dirección), la especial 
confianza como razón para su nombramiento, y la sujeción o no al convenio colectivo de la 
empresa en cuestión (personal directivo)31. Y esta distinción de derecho público es importante, en 
cuanto que la pertenencia a cada uno de estos grupos, determina especialidades retributivas 
distintas32.  
 
Por lo demás, este tipo de medidas de contención del gasto público, con estas especificaciones en 
materia de gastos de personal ajenas al derecho laboral, encuentra su cobertura competencial en 
el principio de coordinación con la Hacienda Estatal, reconocido en el art. 156.1 CE, pues se 
relaciona con la responsabilidad del Estado de garantizar el equilibrio económico general (SSTC 
171/1996; 103/1997; 148/2006; entre otras), debiéndose considerar que «De conformidad con su 
autonomía financiera y su potestad organizativa, cada Comunidad Autónoma fija para el personal 
a su servicio la clasificación profesional y las retribuciones, y estructura retributiva que considere 
oportunas, respetando los límites impuestos con carácter general por el Estado» (ATC 55/2016, 
de 1 de marzo). 
 
En el organigrama de la empresa se observa que existen responsables de área que «ocupan 
aquellos puestos con responsabilidad de coordinación y control de unidad». El trabajo de 
fiscalización ha consistido en determinar si estos puestos han de ser considerados o no como 
puestos directivos conforme al concepto de «resto de personal directivo» a que se refiere la Ley 
3/2012, 5/2012, 7/2013, y 6/2014, esto es, si fueron nombrados por razón de la especial 
confianza y si se sujetan o no al convenio colectivo. 

 
En los expedientes personales de cuatro de los cinco directivos (servicios jurídicos, comercial y 
marketing, de organización y finanzas y de montaña), consta un comunicado de la alta dirección 
de la entidad, dirigido al departamento de nóminas, en el que se informa de la necesidad de 
cumplir el Acuerdo de 24 de junio de 2012, del Consejo de Gobierno de la Administración y, en 
consecuencia, proceder a reajustar las retribuciones de cada puesto sin que puedan exceder de 
55.277,23 euros. 

 
Consta además en los expedientes, un comunicado de la alta dirección dirigido al departamento 
de nóminas, en el que se solicita modificar la estructura salarial de cada uno de los directivos 
“para adaptarla al convenio colectivo, aplicando la tabla de conceptos de Licenciado/a”. No 
obstante, en todos los casos se autoriza el abono de un incentivo no regulado en el convenio 
colectivo y vinculado a las funciones de mayor responsabilidad inherentes al puesto. 

 
                                                           
31 Conforme a lo dispuesto en el art. 17 de la Ley 5/2012, de 26 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía para el año 2013, en redacción que se reitera en el art. 24 de la Ley 7/2013, de 23 de diciembre, del Presupuesto de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2014, y el art. 24 de la Ley 6/2014, de 30 de diciembre, del Presupuesto de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2015. 
 
32 Así para el caso del personal de alta dirección, el art. 17 de la Ley 3/2012, impuso la reducción de sus retribuciones conforme a lo 
dispuesto en el art. 6 para los altos cargos de la Administración de la Junta de Andalucía; para el resto del personal directivo y no 
asimilados, se impuso una reducción mínima del 6%, siendo así que la adecuación del régimen económico se remitió a Acuerdo del 
Consejo de Gobierno por el art. 18 de la misma norma. Por último, para el resto del personal laboral de las entidades instrumentales, 
se fijó una reducción de la masa salarial del 5% en el artículo 24 de la misma norma. A su vez, esta norma dictada con carácter 
temporal y extraordinario, ha seguido siendo de plena aplicación en cada ejercicio presupuestario, por remisión expresa de las 
distintas Leyes Presupuestarias. 
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Se entiende por tanto que al menos hasta las fechas de los comunicados para adaptar las 
retribuciones a convenio (23 de mayo de 2014) y para ajustar las retribuciones a los límites del 
Acuerdo del Consejo de Gobierno (20 octubre de 2014) los titulares de esas áreas cumplían los 
requisitos para ser considerados personal directivo: nombramiento por la especial confianza y no 
sujeción a convenio colectivo.  

 
Un caso especial es el directivo responsable del área técnica, pues consta que desde 30 de junio 
de 2013, ocupa el puesto de licenciado/director de servicio por cese de su anterior titular, pero no 
hay documento alguno que señale la necesidad de adecuación de sus retribuciones como 
directivo, y esto es así, porque a la fecha de 20 de octubre de 2014 sus retribuciones no 
superaban los límites establecidos en el Acuerdo del Consejo de Gobierno. 
 
Por último, se debe indicar que el nombramiento de los titulares de las áreas comercial y 
marketing y de organización y finanzas se realizaron sin cumplir los requisitos exigidos en la 
normativa de aplicación para la contratación de personal laboral (sin la previa convocatoria 
pública y celebración de proceso selectivo basado en los principios de igualdad, mérito y 
capacidad). Todo ello lleva a confirmar que la relación laboral que les ha unido a la empresa tuvo 
su causa en la recíproca confianza y no en la aplicación de los principios de publicidad, igualdad, 
mérito y capacidad. 

 

ALEGACIÓN Nº 14, AL PUNTO 24 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

La consejera delegada cumple las medidas recogidas en el punto 24 pues su situación se ha ido 
adaptando a las progresivas indicaciones de la normativa presupuestaria. Todas las 
modificaciones se han trasladado al Consejo de Administración de la sociedad, tal y como marcan 
los estatutos vigentes. 
 
La titular del cargo fue contratada por Cetursa Sierra Nevada con fecha de 3 de julio de 2009, y 
posteriormente, fue designada por el Consejo de Administración de la Sociedad, Consejera-
Delegada con fecha 12 de julio de 2010. 

En el contrato de 03 de julio de 2009, se recoge una retribución anual (doce mensualidades) de 
90.721,68 euros. 

  Esta retribución, recogida en su contrato, la percibe desde el inicio del mismo (julio 2009) hasta 
mayo de 2010, ya que a partir del 01 de junio de 2010, se le ajusta su retribución en función de la 
regulación de las retribución de los Altos Cargos de las Entidades Instrumentales de la misma para 
el año 2010 (artículo 17 apartado 3 párrafo 2). La retribución asciende a 68.980, 99 (un 23,68% 
menos). Cabe señalar que dicho se ajuste se realizó sin tener en cuenta la excepcionalidad 
establecida en el artículo 17.3 de la Ley de Presupuestos, que dice como sigue:  

“El personal que ejerce funciones de alta dirección al que se refiere el apartado anterior no podrá 
percibir una retribución íntegra anual, por todos los conceptos dinerarios o en especie, incluida la 
productividad y cualquier otro incentivo o concepto, superior a la fijada para la persona titular de 
la Presidencia de la Junta de Andalucía en esta Ley. 
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Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación en los siguientes casos: 

– En las entidades que, habiendo sido creadas específicamente con finalidad industrial o mercantil, 
perciban ingresos comerciales que supongan más del 50% de sus costes de producción y no tengan 
el carácter de poder adjudicador, a los efectos de la normativa de contratos del sector público. 

– En las entidades o grupos de entidades en los que la persona que ostente la máxima 
responsabilidad de la entidad o del grupo haya sido elegida por el Parlamento de Andalucía.” 

Cetursa es una empresa cuyos ingresos comerciales suponen más del 50% de sus costes de 
producción y no tiene carácter de poder adjudicador, a los efectos de la normativa de contratos 
del sector público. 

Desde ese ejercicio y hasta 2012 la Ley de Presupuestos de la Junta de Andalucía mantiene esta 
excepcionalidad, sin que haya sido tenido en cuenta en el cálculo de la retribución de la consejera 
delegada. Por tanto, en este período la consejera delegada dejó de percibir 56.305,18 euros (cada 
uno de estos ejercicios tendría que haber cobrado 90.791,68 y sin embargo sus retribuciones 
fueron de 68.980,99 al no tenerse en cuenta, por error la excepcionalidad, en la norma citada 
anteriormente). 

En el año 2013, la consejera delegada recibió una retribución de 63.591, 14 como consecuencia de 
la aplicación, en ese ejercicio económico, de las retribuciones correspondientes a viceconsejero al 
responsable de tres empresas que sumaban un total 685 trabajadores. Sin embargo, finalmente se 
aplica un criterio más restrictivo de plantilla media, y su sueldo pasó a ser el de director general 
que asciende a 55.277,23. Por tanto, recibió 8.313,91 euros de más. 

Teniendo en cuenta el error antes citado en el cálculo de sus retribuciones por la excepción 
prevista en el artículo 17 de la ley de presupuestos y no aplicada por el que la consejera delegada 
habría dejado de percibir en todo el período 54.351,72 euros y debiendo regularizar su situación 
en 2013 ajustando su salario en 8.313,91 euros, la consejera delegada aún habría dejado de 
percibir 47.988 euros. 

La propia auditora reconoce en el punto 33 de la tabla, que las retribuciones de la consejera 
delegada están ajustadas desde 2014, por tanto, no habría recibido ingresos indebidos, sino que 
por error en la aplicación de la ley de presupuestos, en su perjuicio, habría dejado de percibir 
47.988 euros. 
 
Por tanto, se insta a la Cámara de Cuentas a retirar este punto. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 
 
Los argumentos que se presentan en la alegación no contradicen lo manifestado en el punto 24 
respecto al ajuste de las retribuciones de la alta dirección y del resto del personal directivo. Se 
limitan a justificar que, con anterioridad a la fecha del Acuerdo del Consejo de Gobierno, durante 
los ejercicios 2012 y 2013, y por error, la Consejera Delegada recibió retribuciones por debajo de 
los límites legales establecidos en las respectivas leyes de presupuestos. 
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ALEGACIÓN Nº 15, A LOS PUNTOS 25 A 34 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Téngase en cuenta la alegación general al epígrafe 2 (sobre naturaleza jurídica) y la realizada al 
punto 23 de este informe (sobre la consideración de directivos por parte de la legislación 
presupuestaria). 
 
Todas las actuaciones que Cetursa ha venido llevando a cabo en aras a regularizar los puestos 
cubiertos por los llamados directivos por la Cámara de Cuentas, bajo ningún concepto se han 
realizado, como se afirma en esta auditoría, para salvar lo dispuesto en el acuerdo del Consejo de 
Gobierno y en la Ley 3/2012, sino que se han llevado a efecto para adaptar nuestra realidad 
societaria a los requerimientos de la administración, pero siendo conscientes del vacío legal al que 
nadie ha dado respuesta a pesar de que se ha ido poniendo de manifiesto en cada una de nuestras 
actuaciones. 
 
Tal y como reconoce la Cámara de Cuentas en su informe en la nota 13, la consejera delegada 
tiene delegadas las competencias por el Consejo de Administración para el nombramiento y ceses 
de todo el personal de la sociedad, sin distinción. 
 
Junto con esta afirmación de capacidad de la consejera delegada, se reitera lo manifestado en la 
alegación realizada al punto 23 sobre la función del organigrama y la naturaleza jurídica de la 
relación laboral de los directores, insistiendo de forma contundente, que esa supuesta 
denominación no implica calificación de directivos o jefes de área a esas personas. Sino que lo que 
se ha pretendido es adaptar la imagen societaria a los requerimientos de la administración.  
 
Tal y como señala la propia Cámara de Cuentas en el informe, las funciones de los Jefes de Servicio 
no cambian porque se trata únicamente de un cambio de denominación, no implicando 
modificación en funciones ni tareas. Con el cese de los llamados directivos, no es necesario 
nombrar nuevos titulares porque no existían antes, ni son necesarios ahora, ya que se trata de un 
cambio de denominación de este personal, para evitar confusiones. Manteniendo éstos, las 
mismas funciones antes, durante y después. 
 
Los cambios de estructura realizados no necesitaban ser autorizados. En la llamada 13 del 
informe, la propia Cámara de Cuentas señala que la consejera delegada tiene competencias para 
realizar nombramientos, ceses y cambios de estructura, sin que esa facultad delegada por el 
consejo de administración haya tenido limitación alguna por parte de la Junta General de 
Accionistas, como en la misma se refiere. Por tanto, no existe la necesidad de solicitar ningún tipo 
de autorización para hacer estos, remitiéndonos a lo ya puesto de manifiesto al respecto en el 
punto 23.  
 
De otro lado, hay que tener en cuenta que Cetursa es una empresa que explota una estación de 
esquí, con medios mecánicos, preparación y señalización de pistas, explotaciones hoteleras, 
restauración, agencia de viajes…En definitiva, una organización que gestiona un negocio industrial 
y comercial, con las variaciones y constantes modificaciones que en su estructura se requieran.  
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Por otra parte, la Cámara de Cuentas señala en el punto 30,  que tres de estos titulares venían 
desempeñando puestos técnicos antes de 2017. De hecho, algunos de ellos los desempeñan desde 
hace 30 años, sin que hayan modificado sus condiciones laborales en ningún momento. Por tanto, 
no fueron nombrados directivos, ni asimilados en ningún momento, sino que cambiaron de 
denominación para evitar confusión y adaptarse a la normativa administrativa. En cualquier caso 
no remitimos a lo señalado en el punto 23. 
 
La misma denominación se utilizó para persona titular de la Subdirección General, que además no 
fue cesada como adjunta a la dirección y que accedió en 2007 con directora en los términos 
descritos en la normativa de la Junta. Igualmente la Cámara de Cuentas constata que sus 
retribuciones están ajustadas a norma. 
 
En cuanto al titular de la Dirección de Administración y Finanzas, el cese supuso simplemente un 
cambio de denominación, sin que se modificara la naturaleza jurídica de su relación laboral con 
Cetursa desde su incorporación en 2010, en los términos descritos en el punto 23. 
 
Por tanto, el incumplimiento que achaca la Cámara de Cuentas a estos dos casos no se habría 
producido, pues la naturaleza jurídica de la relación laboral de estos dos directivos con Cetursa no 
ha cambiado desde su acceso en 2009 y 2010, respectivamente. 
 
En referencia a los incentivos que recibe este personal y desde el plano jurídico, le compete a la 
consejera delegada establecerlos, si así lo considera necesario, ya que está recogido en sus 
competencias que vienen atribuidas en la delegación de facultades. Estos incentivos se 
corresponden con las diferentes responsabilidades que cada una de las personas tienen. Así: 

 
- La persona titular de la asesoría jurídica, actúa como abogada de Cetursa, Promonevada en 

liquidación, Apartahotel Trevenque, Sierra Nevada Sport Club y antes de su liquidación de 
Sierra Nevada Club Agencia de Viajes. Además, es secretaria de todos los Consejos de 
Administración de las sociedades anteriormente referidas. 

- La persona titular del Área Técnica actúa como responsable técnico de todas las empresas 
del grupo. 

- La persona titular del Área de Organización y Finanzas de Cetursa desarrolla la misma 
responsabilidad en Promonevada, Apartahotel Trevenque, Sierra Nevada Sport Club y hasta 
su liquidación en Sierra Nevada Club Agencia de Viajes. Es apoderado de todas las 
sociedades anteriormente citadas. Se unifica en su persona dos responsabilidades técnicas, 
compartidas anteriormente por dos titulares diferentes, que sumaban retribuciones 
cercanas a los 190 mil euros. 

- La persona titular de la subdirección general tiene atribuida la Dirección Comercial de 
Cetursa y del resto de las empresas del grupo. 

- La persona titular del Área de Montaña tiene la responsabilidad y la interlocución en 
asociaciones del sector y de las federaciones internacionales vinculadas a los eventos 
deportivos que desarrolla la estación de esquí de Sierra Nevada. 

 
En cualquier caso destacar: 
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- La persona titular de la subdirección general tiene ajustadas las retribuciones a norma, por 
lo que el incentivo forma parte de ellas como un concepto perfectamente integrable en su 
masa salarial, sin que esto suponga incremento alguno.  

- La persona titular de la Dirección Técnica tiene ajustadas las retribuciones a norma, por lo 
que el incentivo forma parte de ellas como un concepto perfectamente integrable en su 
masa salarial. 

 
Asimismo, y como acabamos de describir, todas las personas citadas estaban adheridas a 
convenio desde su contratación, por lo que no supone ningún incumplimiento no haber solicitado 
la autorización referida en la auditoría en el punto 32.  
 
También resulta contradictorio hablar de eludir los límites de la normativa presupuestaria, cuando 
sólo la mitad de los directivos incluidos en la tabla del punto 33 de la auditoría, superan las 
cantidades descritas: el resto las igualan o están por debajo. Y es de aplicación el convenio 
colectivo de remontes. 
 
También resulta llamativo que se hable de eludir los límites de la normativa cuando en el ejercicio 
2013 se sobrepasaron en 17,4 euros de media por persona y mes. Ya que es una cantidad 
insignificante. O cuando en el ejercicio 2014 hayan cobrado en conjunto 17.542 euros menos de 
los considerados por la auditoría. 
 
Por cuantificar la diferencia y dando por buenos las cifras de la tabla contenida en el punto 33, 
estamos hablando de 44 euros de media por persona y mes, en los últimos cinco años. Cantidad 
que creemos no justifica una elusión de la ley, según interpreta la Cámara de Cuentas.  
 
En cuanto a las retribuciones de la Alta Dirección nos remitimos a las alegaciones del punto 24, 
que también afectarían a la persona titular de la Subdirección general que redujo las retribuciones 
establecidas en su contrato para estar por debajo de la Consejera Delegada, recibiendo en ese 
período un salario más bajo que el que debería. Por tanto, también, en su caso, habría un saldo a 
su favor, que garantizaría que sus retribuciones son adecuadas. 
 
En cuanto al punto 34 en el que la Cámara de Cuentas define las consecuencias de los hechos 
descritos, rechazar rotunda y categóricamente la afirmación de que los cambios podrían no 
obedecer a una mejor gestión empresarial. Rechazar también que se hayan realizado para salvar 
lo dispuesto en el acuerdo de Consejo de Gobierno y la Ley 3/2012 de 21 de septiembre evitando 
así la reducción de retribuciones del personal directivo, con el consecuente menoscabo de los 
fondos públicos. 
 
Y este rechazo se sostiene en que  
 

- Todos los directivos-directores están sujetos a convenio y cumplen la normativa de la Junta 
aplicable. 

- Tengan en cuenta las alegaciones sobre la naturaleza jurídica (realizada en el epígrafe 2 del 
informe) y sobre la aplicación de la legislación presupuestaria (realizada en el epígrafe 5). 

- Las cantidades teóricamente cobradas en exceso son de cuantías no relevante a los efectos 
de los indicios de la responsabilidad que se sugieren. 
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- La necesidad de solicitar autorización para las actuaciones realizas es interpretable, ya que 
la consejera delegada tiene competencias y no se han tomado medidas que incrementen la 
masa salarial, tal y como señalan sucesivamente las leyes de presupuestos de la Junta de 
Andalucía.  

 
Teniendo en cuenta todo lo dicho se solicita a la Cámara de Cuentas tenga en cuenta lo alegado, la 
normativa no tenida en cuenta y las actuaciones llevadas a cabo, en este caso, para retirar este 
punto. 
 
No obstante, por garantía y como medida cautelar, la consejera delegada ha requerido para 
advertir a las partes implicadas, que se va a llevar a efecto la regularización pertinente en materia 
de retribuciones que en cada caso sea de aplicación. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 
 
Se refieren los argumentos de esta alegación a los presentados con carácter general al epígrafe 2 
(alegación nº 1 en relación con la no aplicación de la Ley de la Administración de la Junta de 
Andalucía) y a la alegación presentada al punto 23. 
 
Por tanto, en ambos casos se reiteran los argumentos expuestos en las fichas 1/51 y 13/51. 
 
Por otro lado, se reconoce en el texto de la alegación que la modificación de la denominación de 
los puestos del organigrama no ha implicado modificación de funciones ni tareas, se trata de “un 
cambio de denominación para evitar confusiones”. Debe indicarse que los meros cambios en las 
denominaciones que se dan a las relaciones jurídicas no tienen virtualidad en orden a alterar la 
verdadera naturaleza jurídica de éstas.  
 
El argumento de la entidad sigue siendo que estos puestos no realizaban funciones directivas. Se 
reiteran por tanto los argumentos expuestos en las fichas de las alegaciones  anteriores y en el 
punto 27 del informe de fiscalización: los titulares de estos puestos siguen realizando las mismas 
funciones que antes de la modificación organizativa.  
 
La relación laboral de estos titulares con la organización se basa, en todos los casos constatados, 
en la recíproca confianza, especial responsabilidad y competencia técnica, en los términos 
establecidos en el artículo 24 de la Ley 6/2014, de 30 de diciembre, del Presupuesto de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2015.  
 
Este hecho se corrobora al no haber sido nombrados nuevos titulares para ejercer las funciones 
de dirección.  
 
En cuanto a la necesidad de contar con el acuerdo del Consejo de Administración de la empresa, 
no cabe duda de que suprimir todas las direcciones de la empresa (los jefes de servicio se califican 
como «meros ejecutores de directrices») es un cambio estructural importante que hubiera 
requerido acuerdo previo del Consejo de Administración (máximo órgano de decisión del grupo 
de empresas) tomado sobre la base de la mejor gestión empresarial. Sólo a partir de dicho 
acuerdo previo y en ejecución del mismo, procedería la modificación del contenido de la relación 
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entre el trabajador y la empresa, sin que sea suficiente a estos efectos la delegación de 
competencias efectuada en la consejera delegada para el nombramiento y cese de directivos. 
 
Los argumentos referidos a los incentivos reconocidos a este personal (punto 31 del informe) no 
hacen más que reforzar la posición de esta Cámara de Cuentas sobre la consideración de estos 
puestos cuya especial responsabilidad y dedicación exigen el reconocimiento de conceptos 
retributivos no regulados en las categorías del convenio colectivo (grupo licenciado/a). 
 
Como se observa en el cuadro nº 1 del informe provisional, desde la modificación “formal” del 
organigrama empresarial y la aplicación de los términos y condiciones del convenio colectivo, tres 
de los directivos han experimentado incrementos en sus retribuciones por lo que, en todo caso, 
resulta obligatoria la autorización del titular de la Consejería de adscripción y el informe favorable 
de la Consejería de Hacienda.  
 
Los únicos cargos que no reciben retribuciones por encima de los límites legales son: 

 
- Consejera Delegada: Sus retribuciones se ajustan a los límites del Acuerdo de 12 de julio a 

partir del ejercicio 2014. 
 

- Directivo 1: Por renuncia voluntaria y expresa al devengo y abono de la paga 
extraordinaria de mayo, según escrito que consta en el expediente personal. Sus 
retribuciones anuales se ajustan a los límites establecidos en el Acuerdo del Consejo de 
Gobierno. 
 

- Directivo 5: Aunque sus retribuciones se han incrementado en un 33% desde el ejercicio 
2013 (año en el que se le nombra directivo), sus retribuciones en el ejercicio 2015 se 
encuentran por debajo de los límites establecidos en el Acuerdo del Consejo de Gobierno. 

 
Respecto a los cálculos que se exponen en la alegación sobre los excesos de retribuciones 
(importe medio por persona y mes), se desconoce su método de cálculo. A este respecto, indicar 
que se dispone de documentación de evidencia que permite comprobar la evolución salarial en el 
periodo 2012-2015 de los titulares de área que han dejado de ser directivos, con la sola 
excepción, como ya se ha expuesto, del directivo nº 1 por renuncia expresa a su devengo y 
percepción.  
 

ALEGACIÓN Nº 16, A LOS PUNTOS 35 A 39 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Se trata de derechos adquiridos por los trabajadores en negociación colectiva y recogida en 
convenio. Dicha antigüedad, su interpretación y tratamiento, está en convenio desde los años 80 y 
no fue  objeto de reparo en el anterior informe de la Cámara  de Cuentas del 2004. 
 
Tratándose de contextos laborales diferentes, y derechos laborales ya adquiridos, recogidos en 
Convenio Colectivo, entendemos que la comparativa Junta de Andalucía y Cetursa  no procede sin 
que medie nueva negociación colectiva, o bien asumir que la aplicación de cualquier nueva 
normativa debe reconocer una situación previa, ya consolidada en un colectivo numeroso de 
trabajadores, teniendo en cuenta el conflicto judicial y social que conllevaría. 
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La indemnización por incapacidad es inferior en el convenio de Cetursa que en el convenio del 
personal laboral de la Junta de Andalucía, lo cual indica que han existido distintas prioridades a la 
hora de negociar el convenio.  Por tanto, los conceptos actualmente señalados, son de carácter 
irrenunciable, se deducen del Convenio Colectivo en vigor y son derechos adquiridos de los 
trabajadores, fruto de la negociación colectiva, que no cabe modificar unilateralmente. 

 
Cabe también recordar la Sentencia, ya firme, núm. 212/2013 del Juzgado de lo Social nº 4 de 
Granada en la cual da la razón a Cetursa Sierra Nevada en su interpretación y aplicación de la Ley 
3/2012 de Medidas Fiscales, Administrativas Laborales y en materia  de Hacienda Pública para el 
reequilibrio económico-financiero de la Junta de Andalucía. (Sentencia recogida en el documento 7) 
 
Ratificando las modificaciones que la empresa ha efectuado a los siguientes artículos del 
Convenio:  
 

1º,3º,4º,5º,6º,7º,9º,10º,11º,12º,13º,14º,15º,16º,17º,18º,20º,21º,22º,25º,26º,28º,32º,33º,36º,
38º,40º,41º,42 º y 43º.  

 
Cabe señalar, y muestra del interés por dar cumplimiento de los objetivos marcados por la Ley 
3/2012 que en el caso concreto de la antigüedad, la empresa optó por consolidar la antigüedad 
anterior a la Ley, llevándola a un complemento personal y comenzar un nuevo cómputo de la 
misma basada en los criterios de la Ley. Con lo cual se perseguía el equilibrio de mantener los  
derechos adquiridos por los trabajadores, y se adaptaba a la nueva normativa  desde su entrada 
en vigor. 
 
Las decisiones tomadas en este sentido, obedecen al criterio de una mejor gestión empresarial, ya 
que de esta manera se evitaban reclamaciones de la antigüedad consolidada, que hubiesen  sido 
ganadas en los juzgados, como viene fallando el ámbito judicial laboral, y se daba cumplimiento 
estricto a la norma. Esta nueva aplicación ha corregido el crecimiento exponencial de la 
antigüedad y la aplicación de un precio cierto de este concepto, conteniendo así claramente el 
gasto de personal. 
 
Por todo lo expuesto, solicitamos a la Cámara de Cuentas que tenga en cuenta el carácter 
irrenunciable de los derechos aquí citados y que retire los puntos del informe a los que se refiere 
esta alegación. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 
 
En el informe de fiscalización se exponen los hechos constatados y que no son cuestionados en la 
alegación. 

 
Los argumentos presentados por la empresa exponen su dificultad para modificar derechos 
adquiridos en la negociación colectiva y regulados en convenio. Sin embargo, la propia Ley 
3/2012, de 21 de septiembre de Medidas fiscales, administrativas, laborales y en materia de 
Hacienda Pública para el reequilibrio económico-financiero de la Junta de Andalucía, determina 
en su artículo 5: “Los acuerdos y pactos firmados con las organizaciones sindicales, respecto del 
personal funcionario y estatutario, y las cláusulas contractuales o condiciones reguladas en 
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convenios colectivos, respecto del personal laboral, permanecerán vigentes, si bien, atendiendo a 
la situación de excepcionalidad provocada por la alteración sustancial de las circunstancias 
económicas se suspenden aquellas que contradigan lo dispuesto en la presente ley.”  

 
Por otro lado, la Sentencia nº 212/2013 del Juzgado de lo social de Granada nº 4 que se aporta 
como documentación a esta alegación dice: “……el hecho de que el articulado de la citada ley 
contradiga o pueda contradecir lo dispuesto en el convenio colectivo de aplicación y los posibles 
acuerdos conseguidos entre las partes en relación a las materias a que se contrae el conflicto 
colectivo no puede impedir la aplicación de una Ley que por su rango normativo debe prevalecer, 
siendo numerosas las sentencias dictadas por el TC, TS y distintos Tribunales superiores de Justicia 
que han reconocido la primacía de la Ley sobre el Convenio Colectivo.- En virtud del principio de 
jerarquía normativa, es el convenio colectivo el que debe respetar y someterse no solo a la ley 
formal, sino, más genéricamente, a las normas de mayor rango jerárquico, como son las normas 
presupuestarias y no al contrario, debiendo, tanto el convenio de aplicación como los acuerdos 
que se hubiesen logrado, adaptarse a las limitaciones normativas impuestas por la precitada 
Ley, todo ello en consonancia además con un elemental trato igualatorio con el resto de las 
empresas del sector público que se encuentran en igual situación y a las que se le aplica la 
normativa.” 

 
Aunque la empresa haya aplicado alguna de las medidas incluidas en el articulado de la Ley 
3/2012, de 21 de septiembre, no lo ha hecho en su integridad. Se dispone de documentación en 
los papeles de trabajo que evidencia el devengo y abono a los trabajadores, durante los ejercicios 
2012 a 2016, de los pluses de permanencia y constancia (artículos 12 y 38 del convenio colectivo), 
suplidos, incentivos, gratificaciones extraordinarias y otros incentivos de carácter variables y 
asimilables, que se ven afectados por lo dispuesto en los artículos 19, 20, 21 y 22 de la citada Ley. 

 

ALEGACIÓN Nº 17, A LOS PUNTOS 39 Y 40 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

En dicha negociación solo se acordó el cambio de denominación de dicha antigüedad. Pasando de 
“complemento personal” a “trienios Cetursa”, que tenía como único objetivo, por parte de la 
representación legal de los trabajadores, pedir su restitución si algún día cambiaba la normativa 
ya que la propia Ley establecía su interinidad. En todo caso, dicho cambio no tenía efectos 
económicos. 
 
El tema de los suplidos es diferente, la empresa interpretando la Ley consideró que al ser 
conceptualmente un gasto que realiza el trabajador por cuenta de la empresa, como comida, no 
se debía de abonar en las pagas extra ya que precisamente estando de vacaciones,  no se producía 
ese gasto. 
 
Es otro concepto que no se discute en el anterior informe de la Cámara de Cuentas de 2004. 
 
Es más, con posterioridad, y tras el acuerdo, algunos trabajadores trasladaron el conflicto con 
carácter individual al ámbito judicial y el juzgado de lo social número 4 que en Sentencia 423/15 
establece en su fundamento de derecho segundo que no procedía la reducción del 10% que la 
empresa le había aplicado a ese concepto puesto que es un concepto que quedaba fuera de la Ley 
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3/2012 de 21 de septiembre al señalar de forma expresa que no quedaría afectado por dicha 
reducción por no formar parte de la masa salarial las indemnizaciones o suplidos por gastos que 
hubiera realizado el trabajador o trabajadora. A partir de ese momento, la empresa debía de 
restituirlos. (Se remite a dicha sentencia recogida en el documento número 9). 
 
Es más, posteriormente y en base a esa sentencia algunos trabajadores de la empresa reclamaron 
los atrasos, en relación a los suplidos del año no prescrito y hubo que restituírselo por decisión de 
judicial. 
 
Teniendo en cuenta todo lo dicho se solicita a la Cámara de Cuentas tenga en cuenta al realidad 
de lo acontecido en la redacción del informe. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 
 
La alegación ratifica el contenido del informe en relación con la congelación de la antigüedad 
consolidada de los trabajadores y la modificación de su denominación en nómina (trienios 
Cetursa).  
 
En relación a los suplidos, tampoco se contradicen los hechos descritos en el informe. Nada se 
dice en el documento de fiscalización respecto a la reducción del 10% de este concepto 
retributivo ni del posterior litigio en el ámbito judicial con los trabajadores.  
 
Efectivamente, la empresa ha venido abonando estos importes según las tablas salariales 
establecidas en el convenio, como concepto retributivo fijo en todas las pagas (incluidas pagas 
extraordinarias y mes de vacaciones) y a todos los trabajadores, a pesar de su definición como 
“gastos ocasionados por razón del trabajo”. 
 
El informe se limita a describir la situación actual, ya que al estar afectada por un acuerdo previo 
ante el Sistema Extrajudicial de Resolución de Conflictos Laborales de Andalucía (SERCLA) no 
resulta procedente su modificación. 

 

ALEGACIÓN Nº 18, AL PUNTO 41 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

No se incumple el supuesto descrito en el artículo 16 de la Ley 5/2012, de 26 de diciembre, del 
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía, ya que en ningún caso se negociaron 
mejoras que supusieran un aumento de la masa salarial. 

 
Nos remitimos a la alegación general recogida en el punto 5 de este informe. 
 
El acuerdo relativo a la antigüedad sólo recoge un cambio de denominación, y en el caso de los 
suplidos, se trataba del reconocimiento de la reducción en un concepto mal aplicado, tal y como lo 
confirmó la sentencia antes citada. Es más, con la negociación se evitó la aplicación de los suplidos 
con carácter retroactivo, con un ahorro de 300.000 euros aproximadamente.  
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El proceso de negociación se desarrolla en el mes de febrero, temporada alta de la estación, 
condicionando la convocatoria de huelga el proceso comercial de Cetursa. Este hecho sí hubiera 
tenido una incidencia negativa en sus cuentas.  

 
Insistimos pues a la Cámara de Cuentas, que admita las alegaciones realizadas y retire los puntos 
38, 39, 40 y 41, ya que no hay incumplimiento de la Ley de Presupuestos. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

 
El artículo 16 la Ley 5/2012, de 26 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía para el año 2013, no excluye de los trámites exigidos a ningún tipo de negociación, 
produzcan o no incrementos retributivos. 
 
En cualquier caso, tal como se pone de manifiesto en el informe y se argumenta en las fichas de 
alegaciones anteriores, las negociaciones entre la empresa y los trabajadores culminaron en 
acuerdos y sentencias que suponen compromisos económicos, presentes y futuros, que obliga a 
la empresa pública respecto a sus empleados, todo ello sin contar con los informes preceptivos 
regulados en la Ley de Presupuestos. El incumplimiento de estos trámites supone, tal como 
establece el punto 3 del mismo artículo 16, que “Serán nulos de pleno derecho los acuerdos 
adoptados en esta materia con omisión de los informes previstos en este artículo, así como los 
pactos que impliquen crecimientos salariales para ejercicios sucesivos contrarios a los que 
determinen las futuras Leyes del Presupuesto”. 
 

ALEGACIÓN Nº 19, AL PUNTO 42 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA)  

Señalar que su relación laboral responde a un contrato de trabajo indefinido ordinario sujeto a 
convenio colectivo de remontes de Cetursa, con la categoría de director/ licenciado. 
 
Las funciones asumidas con este trabajador: 
 

- Responsable del área de Organización de Cetursa, Promonevada en liquidación y de Sierra 
Nevada Sport Club 

 

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

El contrato de fecha 10 de julio de 2010 al que se refiere el punto del informe y el texto de la 
alegación es efectivamente un contrato de trabajo indefinido ordinario, no se indica en el informe 
que sea un contrato de alta dirección regulado por el Real Decreto 1382/1985, de 1 de agosto. 
 
En relación a las funciones, en la clausula primera se establece: “El trabajador/a desempeñará el 
cargo de Director de Organización y Finanzas de la Empresa Cetursa Sierra Nevada, S.A. realizando 
concretamente los trabajos de dirección y coordinación correspondientes a dicha área, 
comprometiéndose a realizarlo con la debida diligencia dada la responsabilidad de las funciones 
encomendadas y en función de los objetivos y valores especificados por la alta dirección de la 
empresa. …….” 
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No se establece la categoría de director/licenciado, de hecho se fijan unas retribuciones totales 
brutas/año que incluyen los conceptos de salario y antigüedad. Estas retribuciones no coinciden con 
las recogidas en la tabla salarial del convenio colectivo para la categoría de “licenciado/director de 
servicio”. 
 

ALEGACIÓN Nº 20, AL PUNTO 43 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

En el contrato, y contrariamente a lo afirmado por la Cámara, sí aparece este concepto en dos 
epígrafes. 
 
La cláusula sexta de su contrato recoge expresamente: “El trabajador tendrá derecho a la 
percepción de los trienios que pudiera tener reconocidos como personal funcionario o laboral al 
servicio de cualquier administración pública. Ello sin perjuicio de las nuevas cantidades que se 
pudieran devengar por este concepto.” Entendiendo con ello que no solo tenía derecho a los 
trienios sino también al plus de permanencia del  art. 12 del convenio colectivo  y en su momento 
al plus de la constancia del art. 38 de dicho convenio. 

 
De igual forma, la cláusula cuarta del contrato de trabajo habla de una cantidad en concepto de 
salario y antigüedad.  
 
A mayor abundamiento, en la Cláusula décima, se establece que en lo no establecido en el 
contrato se estará a lo establecido en la legislación vigente y, particularmente, en el Estatuto de 
los Trabajadores y en el Convenio de Remontes. Sin mención alguna, al Real Decreto 1382/1985, 
de 1 de agosto, que regula la alta dirección. (STS 1543/2015 sala de lo social) (Ver sentencia 
aportada como documento). (se adjunta el contrato en el documento 9) 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

El contrato establece una cantidad bruta anual que engloba los conceptos de salario y antigüedad. 
Se entiende que este importe correspondía, en el momento de la negociación, al reconocimiento 
de la antigüedad que el trabajador contratado como directivo pudiera haber devengado con 
anterioridad a la incorporación a la empresa. 
 
Esta interpretación se corrobora con base en sendos escritos que se encuentran en su expediente 
personal: 
 
En el 1º de los escritos, de fecha 5 de septiembre de 2010 (dos meses después de la 
contratación) el directivo solicita a la alta dirección “la aplicación en mi nómina del artículo 40 del 
Convenio Colectivo de Cetursa Sierra Nevada, S.A., según el cual la antigüedad de todos los 
trabajadores vendrá reflejada a través de trienios. La antigüedad de todos los trabajadores se 
retribuirá a razón del 4% por trienio sobre el salario base más suplidos, abonándose en 15 
mensualidades. Por lo cual solicito el reconocimiento de mi antigüedad en la Junta de Andalucía y 
su adaptación al Convenio Colectivo”. 
 
El 2º de los documentos, de fecha 10 de septiembre de 2010, se refiere a la contestación de la 
consejera delegada a la solicitud del directivo: “En contestación a su comunicado interno de fecha 
5 de septiembre pasado, se deniega su solicitud por tener reconocido en su contrato de fecha 1 
de julio de 2010, un salario con un concepto retributivo único”. 
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Es decir, la interpretación de las cláusulas del contrato por parte de la alta dirección en relación 
con el concepto de antigüedad coincide exactamente con lo expuesto en el punto 43 del informe 
de fiscalización. 
 
Por otra parte, la clausula sexta del contrato recoge efectivamente el derecho al trabajador a 
devengar antigüedad en la empresa. De hecho, y tal como se recoge en el cuadro nº 1 del informe 
de fiscalización, este trabajador (directivo nº 3) devengó en 2013 su primer trienio en la empresa 
que percibió en sus nóminas durante ese ejercicio y el siguiente (un importe total de 1.413 €). 

 

ALEGACIÓN Nº 21, AL PUNTO 44 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

En este sentido, cabe señalar que la primera solicitud realizada por el trabajador data del año 
2010 que fue denegada por tener integrado en el salario todos los conceptos retributivos, sin 
hacer valer por dicho trabajador la cláusula sexta de su contrato, que expresamente recogía ese 
derecho. 
 
En 2014, una vez modificada su situación laboral para intentar adaptarla a la normativa de la 
Junta de Andalucía, vuelve a solicitar la aplicación de lo establecido en su contrato y solicitado ya 
en 2010, adaptando conceptos salariales, tanto en cómputo como en cuantía, alegando el artículo 
3 del convenio colectivo de Cetursa: 
 
“ Condiciones más beneficiosas: las condiciones que se establecen en este convenio se consideran 
mínimas y, en consecuencia, si existen trabajadores que por pactos o costumbres tengan 
concedidas situaciones, condiciones o gratificaciones más beneficiosas que las que se consignan en 
el presente convenio, la empresa tendrá obligación de respetarlas en su totalidad, manteniéndola 
estrictamente “ad personan”. 
 
Al personal afectado por el presente convenio le será de aplicación toda mejora, cualquiera que 
sea su naturaleza, que pueda introducirse por disposición legal durante la vigencia del mismo, en 
relación a cualquiera de sus extremos”. (se recoge el citado artículo en el documento 10). 
 
Actuación esta que fue autorizada por el órgano competente  ya que constaba expresamente en 
su contrato laboral. 

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

Para poder responder a la alegación se exponen, a modo de resumen para su mejor comprensión, 
los hechos detectados y puestos de manifiesto en el informe de fiscalización: 
 

- El directivo se incorpora a la entidad el 1 de julio de 2010 como Director de Organización y 
Finanzas, en nombramiento de recíproca confianza y con un sueldo total  que incluía salario 
y antigüedad. 

- Con fecha 15 de diciembre de 2014, se acuerda el “cese de sus funciones de Dirección”, 
pasando a realizar las propias de jefe de servicio con efectos de 31 de diciembre. 
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- Con fecha de 31 de diciembre de 2014, solicita que, dado que ha sido modificada su 
estructura salarial adaptándola al convenio colectivo de la empresa, le sea reconocida su 
antigüedad desde su incorporación en el año 2010 como directivo, incluso por el periodo 
anterior en que prestó sus servicios en la Administración de la Junta de Andalucía, 
cuantificándose en ambos casos conforme al convenio colectivo de Cetursa (adaptación del 
artículo 40 CC) 

- Con fecha 1 de enero de 2015, se firma un nuevo contrato laboral en el que ya no consta su 
condición de directivo, sino de jefe de servicio, sometiéndose en cuanto a sus retribuciones 
a las propias del convenio colectivo vigente. 

- Con fecha 10 de enero de 2015, se le reconoce su antigüedad, de forma completa, tal como 
fue solicitada. Esto es, por el tiempo que prestó servicios como directivo en Cetursa y por el 
tiempo que no los prestó en dicha empresa, sino en la Administración de la Junta de 
Andalucía, “para evitar agravios comparativos con el resto de los trabajadores incluidos en 
el mismo”. Y esto es así a pesar que el artículo 40 del CC no resultaba ya de aplicación en 
cumplimiento de la Ley 3/2012, de 21 de septiembre 

- Todo lo anterior, sin contar con informe preceptivo previo de la Consejería de Hacienda y 
Administración Pública. 

 
Ya se ha expuesto en la ficha de alegación anterior que el directivo no renunció a su derecho a 
percibir el complemento de antigüedad devengada en la empresa, de hecho le fue abonado el 
importe del primer trienio en las nóminas de los ejercicios de 2013 y 2014. 
 
Lo que se aprueba en el ejercicio 2015 es una modificación de las condiciones de su contrato 
inicial, y se le reconoce el devengo de una antigüedad en la empresa que realmente no ha 
existido, además de aplicar en ese ejercicio un artículo del convenio colectivo (artículo 40) que 
quedó sin vigencia a partir de la entrada en vigor de la Ley 3/2012, de 21 de septiembre. 
 
Se interpreta por la entidad que los hechos descritos responden a una aplicación del artículo 3 del 
convenio colectivo de Cetursa, que nada tiene que ver con las conductas y decisiones adoptadas. 
 
Lejos de lo que se refiere en el texto de la alegación, “……..Al personal afectado por el presente 
convenio le será de aplicación toda mejora, cualquiera que sea su naturaleza, que pueda 
introducirse por disposición legal durante la vigencia del mismo, en relación a cualquiera de sus 
extremos”, nos encontramos justo en el caso opuesto, se han incorporado mejoras salariales y se 
han aprobado gastos con infracción de las normas de Presupuesto, lo que supone posible 
responsabilidad contable y menoscabo de fondos públicos. 
 
No se puede obviar que en el año 2015, las restricciones presupuestarias continuaban vigentes, y 
que el pago efectuado no responde a una justa causa en la consideración de pago jurídicamente 
debido, pues ni deriva de obligaciones nacidas de su contrato laboral, ni de ninguna obligación 
legal, a salvo la mejora o concesión graciosa de su superior jerárquico. Y desde luego tampoco se 
sostiene en la consideración de evitación de un agravio comparativo, pues para ello debería 
existir un término adecuado de comparación, o lo que es lo mismo, una situación en la que a otro 
trabajador se le hubiera reconocido exactamente en las mismas circunstancias, lo que no consta, 
siendo así que además la igualdad se predica en la legalidad, conforme a pacífica  doctrina 
constitucional. 
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En cuanto a la afirmación de que la actuación fue autorizada por el órgano competente se debe 
señalar que conforme a lo dispuesto en el art. 23 de la Ley 6/2014, de 30 de diciembre, del 
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2015 es necesario contar con 
preceptivo informe favorable de la Consejería de Hacienda y Administración Pública, para 
adoptar cualquier acuerdo que pueda modificar las condiciones retributivas del personal laboral 
del sector público, incluyéndose entre ellas: 
 
“e) Otorgamiento de cualquier clase de mejoras salariales de tipo unilateral, con carácter 
individual o colectivo, aunque se deriven de la aplicación extensiva del régimen retributivo del 
personal funcionario”. 
 
Señalándose que además:  
 
“4. Serán nulos de pleno derecho los acuerdos adoptados o los contratos suscritos en esta 
materia con omisión de los informes previstos en este artículo, así como los pactos que impliquen 
crecimientos salariales para ejercicios sucesivos contrarios a los que determinen las futuras leyes 
del Presupuesto. En ambos casos, su incumplimiento podrá dar lugar a la exigencia de 
responsabilidad prevista en el artículo 108 del texto refundido de la Ley General de Hacienda 
Pública de la Junta de Andalucía, siendo objeto de devolución las cantidades indebidamente 
percibidas, en los términos previstos en la legislación vigente”. 
 

ALEGACIÓN Nº 22, A LOS PUNTOS 45 Y 46 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Conforme a lo expresado por la Cámara  parece desprenderse  que hubo una modificación de 
conceptos para eludir la ley, nada más lejos de la intencionalidad sino  todo lo contrario, ya que se 
trataron de adaptar los conceptos salariales para asimilarlos a los comunes de la Junta de 
Andalucía y del Convenio Colectivo. Esto es constatable con el hecho de que en los cinco ejercicios 
que se toman como referencia, el trabajador ha recibido por todos los conceptos, 
independientemente de su denominación, 1.493 euros menos, de lo establecido en su contrato. 
 
El asunto se refiere por tanto a denominar los conceptos salariales (antigüedad, plus de 
permanencia, trienios), que responden a lo suscrito en el contrato laboral ordinario pero en ningún 
caso  referido a  cantidades, sin que ello  haya  supuesto quebranto económico para la empresa. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 
 
Se reiteran los argumentos que evidencia la aprobación de gastos en contra de lo dispuesto en las 
Leyes de Presupuesto y se hace referencia a los datos y cifras expuestos en el cuadro nº 1 del 
informe de fiscalización. 

 
 

ALEGACIÓN Nº 23, AL PUNTO 47 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Tratándose de una cantidad reconocida en el contrato y en el convenio colectivo de aplicación, que 
además  no registra aumento de gasto con esta modificación de los conceptos salariales, se 
consideró que no era necesaria dicha autorización, dado el régimen específico ya expresado y la 
autonomía empresarial de la entidad. 
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TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

Se reiteran los argumentos expuestos en la ficha de alegación nº 21: las cantidades abonadas no 
se corresponden con el contenido de las cláusulas del contrato ni con la aplicación del convenio 
colectivo. 
 
Conforme a lo dispuesto en el art. 23 de la Ley 6/2014, de 30 de diciembre, del Presupuesto de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2015 es necesario contar con preceptivo informe 
favorable de la Consejería de Hacienda y Administración Pública, para adoptar cualquier 
acuerdo que pueda modificar las condiciones retributivas del personal laboral del sector 
público, incluyéndose entre ellas: 
 
“e) Otorgamiento de cualquier clase de mejoras salariales de tipo unilateral, con carácter 
individual o colectivo, aunque se deriven de la aplicación extensiva del régimen retributivo del 
personal funcionario”. 
 
Señalándose que además:  
 
“4. Serán nulos de pleno derecho los acuerdos adoptados o los contratos suscritos en esta 
materia con omisión de los informes previstos en este artículo, así como los pactos que impliquen 
crecimientos salariales para ejercicios sucesivos contrarios a los que determinen las futuras leyes 
del Presupuesto. En ambos casos, su incumplimiento podrá dar lugar a la exigencia de 
responsabilidad prevista en el artículo 108 del texto refundido de la Ley General de Hacienda 
Pública de la Junta de Andalucía, siendo objeto de devolución las cantidades indebidamente 
percibidas, en los términos previstos en la legislación vigente”. 
 

ALEGACIÓN Nº 24, AL PUNTO 48 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 
 
Se estima que la calificación de “responsabilidad contable” no está en correlación con los hechos 
probados y las alegaciones ya expresadas en el comienzo de este informe, entendiendo que tras el 
análisis y comprobación de las mismas podrá ser valorada su eliminación.  
 
Aclarado en los epígrafes anteriores, las causas y normativa de aplicación en el derecho y 
reconocimiento de la antigüedad al trabajador, sin que haya existido por tanto, aún menos 
intencionalidad alguna, ni haya supuesto quebranto económico  para la organización, ni 
existiendo irregularidad en el procedimiento no podemos compartir la consideración de “indicios” 
a hechos probados de buena fe y simple aplicación e interpretación del ordenamiento jurídico y de 
los  derechos laborales de un trabajador, reconocidos en su contrato particular suscrito legalmente 
con la empresa y en el convenio colectivo de aplicación. 
 
No obstante, por garantía y del proceder de Cetursa y como medida cautelar, la consejera 
delegada ha requerido para advertir a la parte implicada, que se va a llevar a efecto la 
regularización pertinente en materia de antigüedad, llegado el caso (documento 8). 
 
 

00
12

98
02



Número 31 - Martes, 13 de febrero de 2018

página 258 

Boletín Oficial de la Junta de Andalucía

Depósito Legal: SE-410/1979. ISSN: 2253 - 802X	 http://www.juntadeandalucia.es/eboja

BOJA

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

Se reiteran todos los argumentos expuestos en las fichas anteriores y que se refieren a la cuestión 
alegada en este punto del informe. 
 
Los hechos descritos se consideran como indiciarios de posible responsabilidad contable 
administrativa del art. 109 c) TRLGHPCAA, en cuanto se ha aprobado un gasto en una cuantía 
cierta, con infracción de las normas de Presupuesto, y menoscabo de fondos públicos. 
 
Debe advertirse no obstante, que sólo se apuntan posibles indicios de responsabilidad contable 
administrativa, pues su determinación debe dilucidarse mediante procedimiento administrativo 
que debe ser incoado por los órganos competentes de la Consejería de Hacienda y Administración 
Pública de la Junta de Andalucía, tramitándose al efecto conforme a lo dispuesto en el art. 111 y 
siguientes del Texto Refundido de Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma, y en el Real 
Decreto 700/1988, de 1 de julio, sobre expedientes administrativos de responsabilidad contable 
derivados de las infracciones previstas en el título VII de la Ley General Presupuestaria, aplicable 
supletoriamente a la Comunidad Autónoma, a falta de regulación específica en la materia. Todo 
ello, con comunicación al Tribunal de Cuentas a los efectos previstos en el art. 41.1 de su Ley 
Orgánica, pudiendo avocar dicho Tribunal para sí el conocimiento del asunto. 
 
Se informa en la alegación que, como medida cautelar, se ha remitido escrito a la parte implicada 
para advertir de la regularización pertinente llegado el caso. 

 

ALEGACIÓN Nº 25, AL PUNTO 49 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Como ya se ha explicado anteriormente la existencia de este complemento de puesto, basado en 
la especialización del trabajo, en funciones de especial responsabilidad, por llevar temas concretos 
o por desarrollar tareas concretas, no previstas originalmente, tiene como objetivo reducir el coste 
en estas tareas. 
 
Estos complementos de puesto, vienen de antiguo, han sido utilizados por todos los Gerentes de la 
empresa a lo largo de su historia: 
 
-Al responsable de Marketing, por la especial responsabilidad se le asignó un complemento en el 
año 2000. 
-Al Jefe de Contabilidad  por supervisar la contabilidad de las empresas del grupo en 2006.  
-Al responsable de almacén, se le asignó  por la especial responsabilidad del puesto. En 2004  
-Al responsable de obras y reparaciones, se le asigno en  2001. 
- En 2001 se asignan a varios trabajadores por nuevo reparto de tareas. 
 
Nos encontramos pues con una solución adoptada por la Consejera Delegada dentro de sus 
competencias y que ha sido utilizada históricamente por todos los directores y consejeros 
delegados de la empresa para suplir la obsolescencia del Convenio Colectivo, siendo la finalidad la 
reducción de costes. 
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Cabe destacar, que este concepto no ha sido objeto de discrepancia por la Cámara de Cuentas en 
su anterior informe de 2004 y ya se venía aplicando. 
 
La existencia del complemento de los cinco trabajadores considerados por el auditor como 
directivos ya ha sido explicada anteriormente. 
 
Se solicita sea tenida en cuenta la alegación y sea retirado este punto como incumplimiento. La 
propia Cámara de Cuentas  añade en el punto 52 que “no suponen vulneración del ordenamiento 
jurídico laboral”, reconociendo, asimismo, que “el convenio colectivo no se adecúa a las 
necesidades de gestión de la empresa”. Por tanto, la articulación de estos acuerdos resulta 
necesaria. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

 
Los argumentos que presenta la alegación admite los hechos manifestados en el informe y 
justifica la existencia de estos conceptos retributivos en la obsolescencia del convenio colectivo y 
en una actuación histórica de la empresa. 
 
Respecto a las discrepancias sobre estos conceptos en otros informes de la Cámara de Cuentas, 
cabe recordar que en el ejercicio 2004 no estaban vigentes las actuales limitaciones 
presupuestarias. 
 

ALEGACIÓN Nº 26, AL PUNTO 50 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Los tres conceptos a los que hace mención, se corresponden con complemento de puesto, si bien  
por mera organización de los conceptos retributivos en el seno de la empresa, en la rutina de 
RRHH a la hora de hacer las nóminas, se denominan así para distinguir que los que se abonan en 
15 pagas los llamamos incentivos, los que se abonan en 12 pagas o de una vez se denominan 
gratificaciones y los que se abonan solo durante la explotación se denominan complemento de 
puesto. Pero en definitiva, independientemente de su denominación, son complementos de puesto 
y no se enmarcan dentro de las gratificaciones y horas extra del art. 21.1  de la Ley 3/2012, de 21 
de septiembre. Su finalidad es disminuir costes. 
 
Por lo cual entendemos que no se suspendieron por no ser de aplicación la norma aludida. 
 
Se solicita sea tenida en cuenta la alegación y sea retirado este punto como incumplimiento. La 
propia Cámara de Cuentas añade en el punto 52 que “no suponen vulneración del ordenamiento 
jurídico laboral”, reconociendo, asimismo, que “el convenio colectivo no se adecúa a las 
necesidades de gestión de la empresa”. Por tanto, la articulación de estos acuerdos resulta 
necesaria. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 
 
Los argumentos que presenta la alegación justifican los hechos detectados en una “rutina” del 
departamento de RRHH a la hora de elaborar las nóminas. 
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No se expone en el informe ningún reparo a que se utilicen los conceptos retributivos que la 
entidad considere necesarios, tan solo se exige el cumplimiento de la normativa presupuestaria 
en lo que le sea de aplicación. No se presentan argumentos que permitan comprobar que estos 
conceptos, de los que se dispone de evidencia en papeles de trabajo, no se encuentren afectados 
por lo dispuesto en los artículos 20 y 21 de la Ley 3/2012, de 21 de septiembre. 
 

ALEGACIÓN Nº 27, AL PUNTO 51 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

En la mayoría de los casos, estos complementos de puesto, suponen un importante ahorro 
económico  para la empresa.  
 
Se solicita sea tenida en cuenta la alegación y sea retirado este punto como incumplimiento. La 
propia Cámara de Cuentas añade en el punto 52 que “no suponen vulneración del ordenamiento 
jurídico laboral”, reconociendo, asimismo, que “el convenio colectivo no se adecúa a las 
necesidades de gestión de la empresa”. Por tanto, la articulación de estos acuerdos resulta 
necesaria.  
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 
 
La alegación admite los hechos expuestos en el informe de fiscalización y justifica la utilización de 
estos conceptos en que suponen un ahorro económico para la empresa 
 

ALEGACIÓN Nº 28, AL PUNTO 52 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Nos remitimos a lo dicho en el punto 21. 
 
De igual forma el art. 22 del TRL del Estatuto de los Trabajadores, da por desaparecida esta figura, 
pasando a la clasificación de grupos profesionales, el cual agrupa a los trabajadores según 
aptitudes profesionales, titulación académica o profesional, contenido general de la prestación 
laboral, pudiendo incluir la especialización profesional, la función de responsabilidad y las tareas 
concretas. Estableciendo sueldos distintos en función de dichos factores. Por lo cual, la fórmula del 
incentivo del puesto es acertada. 
 
Estando de acuerdo con la Cámara en su opinión del Convenio. 
 

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

La alegación muestra su acuerdo con lo manifestado en este punto del informe y entiende 
acertada la utilización de la fórmula del incentivo de puesto, al que no se hace ninguna referencia 
expresa en el punto alegado. La Cámara de Cuentas se remite a los argumentos expuestos en la 
ficha de alegación nº 26. 
 

 

00
12

98
02



Número 31 - Martes, 13 de febrero de 2018

página 261 

Boletín Oficial de la Junta de Andalucía

Depósito Legal: SE-410/1979. ISSN: 2253 - 802X	 http://www.juntadeandalucia.es/eboja

BOJA

ALEGACIÓN Nº 29, AL PUNTO 53 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Señalar que dicho complemento de puesto sí se redujo en un 10% en cumplimiento de la Ley 
3/2012 desde su entrada en vigor, el año 2013  se redujeron en un 5% con la masa salarial, en 
2014  igual, se redujeron otro 5% con la masa salarial, en el 2015 se restituyo un 5% con la masa 
salarial y en 2016 creció un 1% con el resto de la subida salarial establecida en la Ley de 
Presupuestos para ese año. (se adjunta tabla, sin referencias personales, que ya fue facilitada en 
su día completa a la Cámara de Cuentas, con las reducciones en el documento número 11). 
 
Se solicita una vez constatada la aplicación de las reducciones que se retire este incumplimiento. 
 

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

La disminución del 5% de la masa salarial regulada en el artículo 24 de la Ley 3/2012, de 21 de 
septiembre, de Medidas Fiscales, Administrativas, Laborales y en materia de Hacienda Pública 
para el reequilibrio económico-financiero de la Junta de Andalucía, es independiente a la 
obligación de reducir el 10% de los complementos variables, según se establece en el artículo 20 
del mismo texto legal.  
 

ALEGACIÓN Nº 30, A LOS PUNTOS 54 A 57 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA)  

Como ya se ha expuesto reiteradamente por parte de la Cámara de Cuentas, el convenio colectivo, 
está obsoleto y no se adapta a la realidad de la empresa. Por lo cual hay que adaptar 
determinadas funciones para optimizar la actividad de la misma. 
 
En este caso concreto, dicho trabajador, con antigüedad en la empresa de 3 de febrero de 1983, 
fue considerado Subdirector del área de montaña, modificando su contrato con fecha 1 de 
septiembre de 2013. 
 
Se produjo la salida de la empresa del Responsable Técnico, y se decidió modificar las funciones 
del trabajador y de su departamento,  unificando parte de la tarea de pistas con el de explotación 
de remontes, tal y como se realiza en otras  estaciones de esquí. Estas funciones requieren la 
coordinación de otros jefes de departamento, que deben a atender a sus instrucciones e 
indicaciones. Paralelamente asume responsabilidades no existentes a la firma de su contrato, 
como la gestión de explosivos para avalanchas en momentos de emergencia. 
 
Para garantizar el principio de jerarquía, se podría haber modificado su categoría, optando por la 
de Director de Servicios, recogida en convenio, tal y como sucede con otros trabajadores desde la 
creación de la compañía, en reconocimiento a la especialización y capacitación técnica de su 
trabajo. 
 
En lugar de eso, aprovechando la Reforma Laboral en lo referido a las categorías laborales y 
obedeciendo a una mejor gestión empresarial, se opta, a propuesta de la empresa y mediante 
pacto con el trabajador,  por crear una figura intermedia, que no está recogida en convenio pero 
que era imprescindible en la empresa. En caso contrario hubiese tenido la empresa que subirlo de 
categoría para que pudiera ejercer su autoridad sobre el resto de jefes de departamento 
implicados en la explotación de la estación. 
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Se da la circunstancia de que este trabajador debe está disponible por sus funciones las 24 horas 
del día, ya que su intervención en la organización de los trabajos es clave para la explotación, por 
lo que habitualmente genera un alto número de descansos trabajados y festivos (todos ellos 
conceptos recogidos en convenio), cuyo coste serían mucho más elevado que la cantidad recogida 
en esta nueva figura. Por tanto, no se produce quebranto económico alguno (ahorro en 2015 de 
13.000 euros). 
 
Se ha realizado de acuerdo con las competencias de la Consejera Delegada ya mencionadas 
reiteradamente en este informe y que según los poderes otorgados ante notario, incluye: 
“Nombrar y separar todo el personal de la sociedad, fijando sus sueldos, haberes y 
gratificaciones.” 
 
En el caso de que este acuerdo fuera suspendido con carácter retroactivo, la empresa tendría que 
devolver al trabajador su categoría de Jefe de Departamento abonándole el resto de retribuciones 
que le corresponden (festivos y descansos trabajados). 
 
Con respecto a la gratificación recogida en el punto 56, ésta fue concedida en atención a la 
responsabilidad, disponibilidad y dedicación durante la preparación y celebración de la 
Universiada de invierno de 2015, así como para liquidar a precio cierto, descansos trabajados y 
festivos, que hubieron igualmente superado la cantidad percibida. Las gratificaciones se 
corresponden con incentivos, que sólo varían en los momentos del pago, tal y como se explica en el 
punto 50. 
 
Teniendo en cuenta que en el punto 52 la Cámara de Cuentas reconoce que los acuerdos 
personales con los trabajadores no suponen vulneración del ordenamiento jurídico laboral y que la 
reforma laboral elimina las categorías, se propone la eliminación de este punto, pues supondría un 
daño económico para la empresa así como una reducción en la flexibilidad en la realización del 
trabajo y sus funciones.  Por ello, se solicita se retire esta apreciación. 
 

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

En la alegación se admiten los hechos manifestados en el informe y se justifica la actuación de la 
empresa en el ahorro de costes y en la falta de adecuación del convenio colectivo a la gestión 
actual, hecho que se ha puesto de manifiesto en el punto 52 del informe de fiscalización.  
 

ALEGACIÓN Nº 31, AL PUNTO 58 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Hacemos nuestra su recomendación, si bien manifestar que dichos importe divididos entre el 
número de trabajadores es poco significativo. 
 

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

La entidad admite los hechos manifestados en este punto del informe. 
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ALEGACIÓN Nº 32, A LOS PUNTOS 61 Y 62 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA)  
El 25 de mayo de 1988, Cetursa cedió gratuitamente  la propiedad  de dichos terrenos a la Junta 
de Andalucía. Quien a su vez cedió gratuitamente  el uso de la finca al Consejo Superior de 
Deportes, para la construcción del CARD (Centro de Alto Rendimiento Deportivo) con fecha  
31/05/1988. 
 
El 5 de octubre de2009 se acuerda el retorno de la parte de la parcela no utilizada por el CSD, 
estableciéndose, que una vez recuperado se podrá acordar la cesión para la construcción de un 
aparcamiento público. 
 
En el año 2013, la Dirección General de Patrimonio manifiesta su conformidad para segregar la 
finca e incorporarla al de capital social de Cetursa. En este momento, se está decidiendo el 
procedimiento a seguir por parte de la administración competente. 
 
(Se adjuntan la documentación acreditativa de lo que aquí se pone de manifiesto como documento 
12) 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

Los argumentos que presenta la empresa no contradicen lo expuesto en el informe.  
 
Efectivamente, en el escrito de la Dirección General de Patrimonio de julio de 2013 se hace 
constar la conformidad de la Secretaria General Técnica de la Consejería de Cultura y Deporte 
respecto a la aportación de los terrenos a Cetursa.  
 
Para hacer factible dicha aportación es necesario que se segregue la parte del terreno en que se 
encuentra ubicado el aparcamiento y, posteriormente, una ampliación de capital con aportación 
no dineraria de los terrenos. No obstante, dicha ampliación de capital no se ha llevado a cabo a la 
fecha del informe, por lo que el titular de los terrenos sigue sido la Comunidad Autónoma de 
Andalucía. 
 

ALEGACIÓN Nº 33, AL PUNTO 63 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA)  

Los establecimientos indicados en el cuadro nº 5 corresponden a la finca registral número 1935 del 
registro nº 6 de Granada. La inscripción 9 de fecha 30/12/1986 de la citada finca corresponde a la 
Obra Nueva declarada en ese fecha del edificio Borreguiles. Posteriormente este edificio ha 
experimentado modificaciones con respecto a su declaración inicial, producto de obras de reforma 
y acondicionamiento que aún no están declaradas e inscritas en el Registro de la Propiedad. 
 
Se va a proceder a su regularización próximamente, ya que su valoración está siendo objeto de 
revisión por el catastro para la liquidación de IBI que hasta la fecha no se había girado. 
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TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

La entidad admite lo expuesto en el informe y pone de manifiesto su intención de regularizar la 
situación. 
 

ALEGACIÓN Nº 34, A LOS PUNTOS 64, 65 Y 66 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 
 
Se adecuó el inventario de los terrenos y construcciones conforme a las indicaciones de la Cámara 
de Cuentas en 2004. Al mismo tiempo se estableció la correspondencia de los elementos del 
inmovilizado con la cuenta contable donde se registra su valoración.  
 
Las ventas y cesiones de terrenos desde 2005 hasta 2015 no contaban con la información relativa 
a su correspondencia contable, sólo la física y registral y, por este motivo los ingresos por ventas 
se han contabilizado como ingresos extraordinarios, sin descontar importe como reducción o retiro 
del inmovilizado material. 
 
A partir de 2016, las ventas o cesiones de terrenos que se produzcan, sí se descontará el importe 
correspondiente a su valor porque ya tienen correspondencia con cuentas contables. 
 
De igual forma se ofrecerá información adecuada de las ventas en el Memoria de Cuentas 
Anuales. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

Los argumentos de la alegación tratan de justificar la contabilización como beneficio del total de 
los ingresos por ventas de estos elementos del inmovilizado. Este hecho no se cuestiona en el 
informe de fiscalización, en los que únicamente se señala la falta de información en la Memoria. 
 
La entidad manifiesta su intención de corregir el incumplimiento señalado. 

 
 

ALEGACIÓN Nº 35, A LOS PUNTOS 67 Y 68 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA)  

Aceptamos la recomendación para operaciones de ejercicios futuros, pese a que no fue requerido 
por los auditores de la empresa. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

La entidad auditada admite el hecho y acepta la recomendación. 
 
 

ALEGACIÓN Nº 36, AL PUNTO 69 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Los auditores de la empresa no nos advirtieron de este inconveniente.  
 
En cualquier caso, este incumplimiento ya no puede repetirse. 
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En base a los compromisos adoptados sobre reducción y reordenación de las entidades que 
integran el sector público andaluz, asumidas por la Comunidad Autónoma de Andalucía en el 
Consejo de Política Fiscal y Financiera en el acuerdo 5/2012 de 17 de enero sobre sostenibilidad de 
las finanzas públicas, se procedió a la liquidación y liquidación de la empresa Sierra Nevada Club 
Agencia de Viajes. 
 
Por ello, se iniciaron los trámites necesarios para que la actividad de esta empresa fuera 
incorporada al objeto social de Cetursa mediante ampliación del mismo. En este momento, dicha 
sociedad se encuentra disuelta, liquidada y extinguida. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

El hecho de que los auditores privados no advirtieran el incumplimiento no exime a la entidad de 
su responsabilidad en el cumplimiento de la normativa contable. 
 

ALEGACIÓN Nº 37, AL PUNTO 70.a) (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Hacemos nuestra su recomendación para ejercicios futuros. 
 
Si bien en hay que manifestar que en ambas sociedades,  en  su  memoria, detallan su capital 
escriturado, haciendo mención expresa de ser de Patrimonio de la Comunidad Autónoma y 
adscritas a la Consejería correspondiente. En el ejercicio 2015 a la Consejería de Educación, 
Cultura y Deporte.     
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 
 
La empresa asume el incumplimiento y se compromete a corregirlo en ejercicios futuros.  
 

ALEGACIÓN Nº 38, AL PUNTO 70.b) (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Esta normativa se incluye a propuesta de nuestros auditores externos, que nunca advirtieron este 
extremo. Nos remitimos, igualmente, a las alegaciones hechas respecto de la naturaleza jurídica 
de la sociedad y la aplicación de la LAJA. 
 
En cualquier caso, hacemos nuestra su recomendación. 
 
Respecto del marco normativo contable, ya se viene aplicando el Plan General de Contabilidad de 
las Sociedades Mercantiles del Sector Público Andaluz. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 
 
Tal como se expone en el informe, el marco normativo aplicable a las sociedades mercantiles del 
sector público andaluz se establece en el artículo 4 del TRLGHP.  
 
Respecto a la inclusión de la entidad en el ámbito subjetivo de la LAJA se reiteran los argumentos 
expuestos en la ficha de alegaciones 1/51. 
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ALEGACIÓN Nº 39, AL PUNTO 70.c) (ALEGACIÓN NO ADMITIDA)  

Hacemos nuestras sus recomendaciones. 
 

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

La entidad auditada admite el hecho y acepta la recomendación. 
 

ALEGACIÓN Nº 40, AL PUNTO 71 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA)  

Se están tramitando ante los diversos organismos. 
 

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

La entidad auditada admite el hecho manifestado en este punto del informe. 
 

ALEGACIÓN Nº 41, AL PUNTO 72 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA)  

Están pendientes de escriturar determinados bienes adquiridos por Cetursa y, por tanto, el pago 
del impuesto de plusvalía. No obstante, la escritura está pendiente de su tramitación, pero en 
ningún caso está condicionada a la falta de liquidez de Promonevada.  
 

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

La entidad auditada admite que los bienes están pendientes de escriturar tal como se expone en 
el informe. 
 
Respecto al retraso de la escrituración por la falta de liquidez de Promonevada, se debe señalar 
que este hecho se hace constar en el acta de la Comisión Liquidadora de Promonevada S.A. de 14 
de marzo de 2016: “se intentará retrasar la elevación a público de la venta de los activos de 
Promonevada a Cetursa, para retrasar lo máximo posible el devengo de las plusvalías, a la espera 
de que Promonevada pueda obtener liquidez (…)”. 
 

ALEGACIÓN Nº 42, AL PUNTO 73 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA)  

Estando de acuerdo en su recomendación, hemos iniciado los trámites de regularización con el 
Registro de la Propiedad. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

La entidad auditada admite el hecho y acepta la recomendación. 
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ALEGACIÓN Nº 43, AL PUNTO 74 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA)  
 
El responsable de Administración y Finanzas y apoderado mancomunado de la empresa, firma la 
Autorización de gasto de todas las licitaciones (contratos mayores y contratos menores) y, como 
presidente de la Mesa de Contratación, firma también  la propuesta de adjudicación de todas las 
licitaciones de contratos mayores. Como en todos los casos sucedidos hasta la fecha, la 
adjudicación ha recaído sobre la  oferta propuesta por la Mesa de Contratación, entendemos que 
todas las adjudicaciones han quedado respaldadas por la firma de dos apoderados 
mancomunados de la empresa. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 
 
Las normas internas de contratación de la empresa establecen la firma mancomunada de la 
Consejera delegada y uno de los apoderados de la empresa para contratos que superen el 
importe de 300.000 €, con independencia de quién firme la propuesta del correspondiente gasto. 
 

ALEGACIÓN Nº 44, AL PUNTO 75 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA)  
 
Ambas licitaciones se produjeron tras la finalización del contrato que regulaba los mismos 
servicios con anterioridad, habiendo sido ambas adjudicadas para el periodo anterior mediante 
una licitación abierta en régimen ordinario: 
 
 CE181960036/08 - Mantenimiento de sistemas antiincendios. 
 CE181960050/09 -  Contratación del transporte para el personal. 
 
En ambas licitaciones la concurrencia fue muy limitada, pues se presentaron tan sólo 3 ofertas a la 
licitación CE181960036/08 y una a la licitación CE181960050/19. Por ello, y en aras de un mejor 
cumplimiento de lo establecido en las Instrucciones Internas de Contratación de Cetursa. 
Establecido en el artículo 192 del TRLCSP, se eliminó la exigencia de clasificación para las 
licitaciones CE181960183/13 y CE181960193/13. 
 
TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 
 
La alegación justifica el incumplimiento señalado en el informe por la falta de concurrencia en 
ambas licitaciones, sin que en la documentación analizada quede motivada la decisión de obviar 
la exigencia de clasificación establecida en las instrucciones internas de contratación.  
 
 
ALEGACIÓN Nº 45, AL PUNTO 76 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA)  
 
Razones de operatividad nos aconsejaron realizar la licitación en un solo lote pues, dado el 
aislamiento de la estación de esquí, entendíamos que era aconsejable que la misma empresa que 
realizaba el transporte de fondos cerrara el círculo realizando la vigilancia en nuestras 
instalaciones de este y los demás servicios contratados. Conocedores de la concentración del 

00
12

98
02



Número 31 - Martes, 13 de febrero de 2018

página 268 

Boletín Oficial de la Junta de Andalucía

Depósito Legal: SE-410/1979. ISSN: 2253 - 802X	 http://www.juntadeandalucia.es/eboja

BOJA

sector del transporte de fondos, la cláusula 28 del Pliego de cláusulas administrativas que regía la 
licitación permitía la subcontratación de hasta un 30% del contenido de la licitación, indicándose 
expresamente la posibilidad de la subcontratación del transporte de fondos. De hecho, de las tres 
empresas que optaron a este contrato, dos indicaban que el servicio de transporte de fondos iba a 
ser subcontratado. 

Por tanto, se solicita se tenga en cuenta la alegación y se retire este incumplimiento. 

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

El interés de Cetursa en que fuese una misma empresa la que realizase el transporte de fondos y 
la vigilancia, no garantiza una más eficiente utilización de los recursos.  

Respecto a la posibilidad de la subcontratación del transporte de fondos para las empresas que no 
prestan estos servicios, se ha demostrado insuficiente para garantizar la libre concurrencia debido 
al alto coste que les suponía su contratación.  

ALEGACIÓN Nº 46, AL PUNTO 77 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Los inventarios de los elementos de cada establecimiento, servicios generales y de equipos 
informáticos están hechos hasta el año 2013. Está pendiente su actualización hasta la fecha con la 
incorporación y baja de los elementos que correspondan, dado que es una tarea laboriosa y que 
requiere de medios humanos de forma extraordinaria. No obstante, está planificada su 
elaboración. 

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

La alegación no responde a la incidencia expuesta en este punto del informe “la sociedad no 
dispone de inventario físico de los elementos del inmovilizado”. Por otra parte se admite la falta 
de un inventario completo y actualizado de los equipos informáticos. 

ALEGACIÓN Nº 47, AL PUNTO 78 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Efectivamente no disponemos de un Sistema Integrado para la gestión. Estamos trabajando en 
ello, próximamente comenzaremos con la implantación del mismo. Y hacemos nuestra su 
recomendación de hacer un inventario actualizado de aplicaciones a disposición de cada 
trabajador. 

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

La entidad auditada admite el hecho y acepta la recomendación. 
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ALEGACIÓN Nº 48, AL PUNTO 79 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

No podemos estar de acuerdo en esta afirmación, la última auditoría para la adecuación a la 
normativa sobre protección de datos de la misma y, todo ello, de conformidad  con lo dispuesto en 
la Ley Orgánica de Protección de Datos y en su Reglamento de desarrollo, así como   de los 
procedimientos e instrucciones vigentes en materia de seguridad de datos, se realizó el 14 de junio 
de 2016.  

Para el desarrollo de la auditoria se tomaron en consideración los estándares marcados por la 
Agencia Española de Protección de datos para una adecuada actuación de los responsables de los 
ficheros. 

Dicha auditoria ha sido positiva. 

A mayor abundamiento, La Inspección General de Servicios, dependiente de la Secretaria General 
para la Administración Pública de la Consejería de Hacienda y Administración Pública, dentro del 
Plan General de Inspección del 2014 acaba de terminar informe de comprobación de cumplimiento 
de normativa sobre protección de datos, de  Cetursa Sierra Nevada s.a. en el cual concluye que 
todos nuestros archivos están inscritos en la Agencia Española de Protección de Datos, que existe 
una adecuada política antivirus, los puertos USB y lectores de CDs están restringidos y que el 
tamaño de los correos está limitado a 5 megas.  

Dando por buena nuestra gestión de la seguridad de la información. 

Por lo tanto, damos por cumplida la recomendación. 

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

Durante el desarrollo de los trabajos de campo se ha podido constatar que la entidad no dispone 
de una adecuada normativa que garantice la seguridad e integridad de la información ni dispone 
de controles que minimicen los riesgos en esta materia. Responde la alegación sobre el 
cumplimiento de la normativa contenida en la LOPD, cuyo objeto es garantizar y proteger, en lo 
que concierne al tratamiento de los datos personales, las libertades públicas y los derechos 
fundamentales de las personas físicas, y especialmente de su honor e intimidad personal y 
familiar. 

ALEGACIÓN Nº 49, AL PUNTO 80 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Efectivamente el software de las aplicaciones de la empresa, es antiguo, pero se adapta 
perfectamente a nuestra empresa, ya que fue creado al efecto, para dar respuesta a nuestras 
necesidades. En todo caso y como ya se ha puesto de manifiesto en el punto 78, estamos ya en 
proceso de instalar un Sistema Integrado.  
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TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

El software de las aplicaciones de la empresa está obsoleto y, aunque en su día se adaptara a las 
necesidades de Cetursa, hoy en día adolece de muchas deficiencias que se exponen en este punto 
del informe. En cualquier caso, la entidad informa que está en proceso de instalación de un nuevo 
sistema de información integrado. 

ALEGACIÓN Nº 50, AL PUNTO 81 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Nos reiteramos en lo dicho en los puntos anteriores: 

- Se va a implantar un Sistema Integrado.  
- Se mantienen unos estándares de seguridad  aceptables según nuestros Auditores externos, 
 - Se cumple con la normativa en vigor según la Inspección  de  Servicios. 

Aceptando sus recomendaciones al ser un tema de especial sensibilidad. 

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

La empresa admite la recomendación que se realiza en este punto del informe. 

ALEGACIÓN Nº 51, AL PUNTO 82 (ALEGACIÓN NO ADMITIDA) 

Estamos de acuerdo con su recomendación. 

TRATAMIENTO DE LA ALEGACIÓN 

La entidad auditada acepta la recomendación propuesta. 
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